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Editorial

Misión cumplida de Ricardo Busso y Abogacía Estatal a Pleno.

El pasado 20 de julio falleció el Doctor Ricardo BUSSO.
Ricardo BUSSO fue el primer Procurador General de la Democracia recuperada en 1983. 
Falleció luego de padecer y muchas veces, superar, enfermedades e intervenciones quirúrgi-
cas muy delicadas. 

De su trayectoria y personalidad dan cuenta Alicia ARBÓL y Miguel ROSENBLUM. A sus 
textos remitimos. 

En la expresión de Alicia ARBÓL, Procuradora General Adjunta de Asuntos Patrimoniales 
y Fiscales de la Casa, “Se fue como un guerrero”. En palabras de Miguel ROSENBLUM, 
Jefe de Información Jurídica, también de la Casa, “nunca buscó elogios, pero hizo todo por 
merecerlos” (1).

Carta de Noticias tuvo el privilegio de nacer al mundo editorial con importantes colaboracio-
nes del Dr. BUSSO; las reproducimos como tributo a su memoria.
 
Como señaláramos, fue el Primer Procurador designado con el advenimiento de la demo-
cracia en 1983 y muere cerca de cumplirse el trigésimo aniversario de esta fecha. 
Muchos de los letrados que trabajaron con él cuando se desempeñó como Procurador, hoy 
ocupan cargos jerárquicos o de conducción en la Casa.  

Es que, parafraseando a la Dra. Alicia ARBÓL,“…hizo Escuela…”.
Quienes llegamos a conocerlo en el último tramo de su existencia, no podemos dejar de 
pensar: “Misión Cumplida de Ricardo Busso”.
En efecto. Los buenos ejemplos siempre abrevian el camino. No cabe albergar dudas de que 
dejó un testimonio de valores éticos, cívicos y profesionales: el trabajo bien hecho y el respe-
to al prójimo.

Por eso la abogacía estatal le rinde el mejor homenaje, trabajando.

En tal sentido, el pasado 7 de agosto, se realizó la III Reunión Plenaria del Procurador 
General, el Doctor Julio CONTE-GRAND, con los Directores Generales de Técnica, 
Administrativa y Legal de las distintas jurisdicciones ministeriales y entidades autárqui-
cas.

El evento contó con la presencia del señor Síndico General de la Ciudad, el Dr. Ignacio RIAL 
y del señor Director General de Sumarios de la Procuración, el Dr. Ricardo RUGGIERO. 

La cita tuvo por objeto el análisis de un anteproyecto de nueva normativa propiciado para 
sustituir el Reglamento de Sumarios Administrativos; por otra parte, el abordaje jurídico se 
enriqueció con las distintas experiencias concretas verificadas en las áreas ministeriales 
convocadas.

La armonización del texto examinado con otras normas vinculadas, demandará un trabajo 
por cierto, intenso. A ello, ya está abocada la abogacía estatal local de acuerdo a un crono-
grama de trabajo pautado.

En otro orden, y como ecos del Primer Congreso…, aportamos en este ejemplar, un nuevo 
material audiovisual “El Primer Congreso… en 30 segundos”.

También ha organizado la Procuración General, el Curso Básico de Abogacía Estatal.
Esta actividad académica –cuya clase inaugural será dada por el titular del Organismo–, 
satisface además las exigencias formativas del sistema de pasantías universitarias que se 
aplica en la Casa.

En lo atinente a la labor social que realiza la Procuración General a través del Patrocinio 
Jurídico Gratuito, el próximo 26 de agosto se desarrollará una nueva Jornada sobre Violen-
cia de Género. 

Continuamos con las columnas de opinión de ex procuradores: en este número luce el aporte 
del Dr. Agustín ZBAR, a quien agradecemos.

Al cierre, la opinión del Dr. Julio CONTE-GRAND.

En suma, abogados del Estado local trabajando y en capacitación constante; para mejor 
defender el interés público y para cumplir con las exigencias siempre actuales y novedosas 
del Bien Común. 

(1) François de Salignac de la Mothe, más comúnmente conocido como François Fénelon (Château de Fénelon, Sainte-Mondane, 
6 de agosto de 1651 - Cambrai, 7 de enero de 1715) fue un teólogo católico, poeta y escritor francés.
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DIRECTORA GENERAL DE INFORMACIÓN JURÍDICA Y EXTENSIÓN
Dra. María José Rodríguez

mjrodriguez@buenosaires.gob.ar
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Nuevos ecos del Primer Congreso Internacional 
de Abogacía Estatal, Local y Federal

LA APRECIACIÓN DEL INTERÉS PÚBLICO EN LA TUTELA CAUTELAR 
FRENTE AL ESTADO
 
Por Oscar Cuadros

La nueva ley federal relativa al despacho judicial de medidas cautelares en procesos en que es parte el 
Estado reitera, con particular alusión a cada una de las formas en que la dispensa interina puede 
concretarse, la exigencia relativa a que el interés público no se vea afectado por la tutela conferida.
Si bien no es éste el único recaudo restrictivo que la ley impone a la sana discreción judicial, pues se 
suma a diversas cuestiones de suyo más perjudiciales a la tutela efectiva (traslado del requerimiento 
cautelar; plazo de duración de la medida dispuesta; supuestos de apelación con efectos suspensivos, 
etc.), tratándose, además, de una exigencia requerida con anterioridad por la jurisprudencia y mencio-
nada mayoritariamente por la doctrina como recaudo de satisfacción obligatoria; el problema se 
presenta con aptitud para suscitar agudos interrogantes.
 
El eje de la cuestión gira en torno de las dificultades hermenéuticas que plantea pretender conciliar la 
defensa del interés individual o asociativo del pretensor de la dispensa cautelar con los intereses colec-
tivos que connotan al recaudo legal en cuestión.
Mínimos estándares de tutela judicial efectiva demandan visualizar, de modo preponderante, al interés 
del requirente de amparo judicial. La posibilidad de que el magistrado interviniente acceda a tal 
petición exige, por propia definición, la existencia de un derecho a tal punto verosímil que, sumado al 
evidente daño que podría irrogar la demora en la respuesta, avalan la defensa de ese derecho en su 
condición de “triunfo frente las decisiones de la mayoría”, según la paráfrasis de Dworkin.

Es por lo expuesto que mirar al interés público en el despacho de una cautelar que procura la defensa 
de un derecho lesionado parece ser una contradicción en términos. La apreciación del interés público 
debe subsumirse en la apreciación del derecho y el urgente requerimiento de su tutela. Son esos los 
baremos de apreciación obligada y no la mirada colectiva relativa al Estado y sus intereses. 

Un repaso de los estándares emanados de la jurisprudencia federal de los Estados Unidos de América y 
una lectura aguda de las reglas legales del Código de Justicia Administrativa de Francia podrán echar luz 
sobre los alcances del problema en debate, corroborando la razonabilidad de la solución propuesta.  

LA EXPROPIACIÓN

Por Augusto Durán Martínez

La mayoría de países latinoamericanos adoptaron un modelo de Estado Social de Derecho, que a su 
vez derivó en Estado Constitucional bajo el ejemplo de países europeos y de Estados Unidos. 
Este modelo social reposa en la dignidad de la persona humana, lo que obliga a contemplar su triple 
dimensión: individual, social y trascendente. Y en este sentido la expropiación en el modelo constitu-
cional debe ajustarse, interpretarse y aplicarse conforme a la Constitución o, mejor dicho, conforme al 
bloque de constitucionalidad para incluir los Derechos Humanos, pues en definitiva la actual concep-
ción del derecho reposa en la centralidad de la persona humana.

La condición de previa de la indemnización es lo que más se adecua a un sistema jurídico basado en 
la dignidad de la persona humana y, por tanto, respetuoso de los derechos humanos.

El concepto individualista de la propiedad, como en general ha ocurrido en el mundo, tiende a ser 
reemplazado por otro que contemple un uso social o fin social de la misma.

La expropiación procede por causas de necesidad o utilidad pública.  La utilidad pública es un concep-
to más amplio que el de necesidad pública, pero más restringido que el de interés general.
Necesidad pública, utilidad pública e interés general, configuran límites externos a los derechos 
fundamentales en aras del bien común, fin último del Estado.
Pero la expropiación involucra tres problemas fundamentales: a) el derecho de la competencia; b) la 
ejecución de la sentencia que culmina el proceso expropiatorio; c) la toma urgente de posesión.

El primer problema tiene que ver con el derecho de la competencia. 
En Uruguay la ley Nº 18.159, de 20 de julio de 2007 regula el ejercicio de la competencia y garantiza 
que todos los mercados estarán regidos por los principios y reglas de la libre competencia, excepto las 
limitaciones establecidas por ley, por razones de interés general.

Sin embargo, esta ley plantea un desequilibrio en determinados casos. 
  
¿Cómo es posible que el Estado actúe en una de esas actividades regidas por el derecho de la compe-
tencia exhibiendo una potestad de la importancia de la expropiación que sus competidores no poseen? 

El segundo problema tiene que ver con la ejecución de la sentencia. 

(N.D.R.) Carta de Noticias actualiza, como anticipó en su edición anterior, una entrega 
especial sobre el Congreso organizado por la Procuración General.
Esta vez, se acompaña resumen de la conferencia expuesta por el Dr. Oscar CUADROS 
(Argentina) durante el evento; y su similar del Dr. Augusto DURÁN MARTÍNEZ (Uruguay), con  
la posibilidad en este caso, de acceder al texto completo de la misma. 

Por el procedimiento administrativo se determina el bien objeto de la expropiación y se procura un acuer-
do en cuanto al monto de la compensación a pagar. Si no hay acuerdo respecto de ese monto, la compen-
sación se determina en vía jurisdiccional.

En principio la Administración no toma posesión del bien hasta que se pague y escriture, salvo los casos 
de toma urgente de posesión. Por lo que se genera un problema porque puede ocurrir que haya habido 
toma urgente de posesión y un saldo pendiente a pagar.
Al respecto, la ley La ley Nº 13.318 de 1964 aclara: “Si al año de dictada la sentencia definitiva de un 
juicio de expropiación, el expropiante no hubiera procedido a tomar posesión del inmueble designado 
para expropiar, caducará de pleno derecho la expropiación del mismo. En caso de reiniciarse los procedi-
mientos respectivos habrán de tomarse en cuenta los valores actuales de los bienes a expropiar”.
Puede ocurrir que el Estado continúe sin cumplir la sentencia y sin pagar las astreintes. Eso lleva al tan delica-
do problema de la ejecución forzosa, por el clásico problema de la inembargabilidad de los bienes estatales.

El tercer problema es el de la toma urgente de posesión, porque hace poco se produjo una reforma legis-
lativa en Uruguay que provoca una profunda preocupación. Como los procesos expropiatorios suelen ser 
largos y a veces se requiere el uso del bien a expropiar con urgencia, el derecho ha previsto un procedi-
miento especial para atender tal necesidad.
Esa toma de posesión del bien –en realidad, mera tenencia– es precedida por el pago de una indemniza-
ción provisoria fijada por el Juez, luego de haber oído a las partes. No obstante, en la mayoría de casos 
esta situación viola la garantía del debido proceso consagrada en la Constitución.

Pacíficamente se admite hoy en día que el derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho humano o, 
en otra terminología, un derecho fundamental. El derecho a la tutela judicial efectiva es pues, por derivar 
de la naturaleza humana, de carácter supraconstitucional.

Lo primero que se debe tener claro es que la finalidad del juicio expropiatorio es fijar la justa indemniza-
ción que la entidad expropiante debe pagar al expropiado. Siendo así las cosas, es obvio que el proceso 
de toma urgente de posesión no sirve para asegurar el proceso expropiatorio principal. 
Es obvio que el proceso de toma urgente de posesión no se concibe sin el proceso expropiatorio princi-
pal, pero no sirve para asegurar ese proceso. El objeto de la toma urgente de posesión es evitar a la Admi-
nistración un daño grave que se produciría por la demora del proceso expropiatorio.

Como se percibe, los dos primeros problemas, por su raíz cultural son de difícil solución a corto plazo. 
La más actual doctrina posibilita el cambio, pero requiere tiempo. 
El tercer problema, si bien es particularmente grave, es más fácil de solucionar pues se origina en una 
sola ley, sin antecedentes, con lo que, con una Suprema Corte de Justicia con adecuado criterio jurídico 
como la que ahora tenemos, puede ser de pronta solución.
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ponencias de la primera jornada.

Por el procedimiento administrativo se determina el bien objeto de la expropiación y se procura un acuer-
do en cuanto al monto de la compensación a pagar. Si no hay acuerdo respecto de ese monto, la compen-
sación se determina en vía jurisdiccional.

En principio la Administración no toma posesión del bien hasta que se pague y escriture, salvo los casos 
de toma urgente de posesión. Por lo que se genera un problema porque puede ocurrir que haya habido 
toma urgente de posesión y un saldo pendiente a pagar.
Al respecto, la ley La ley Nº 13.318 de 1964 aclara: “Si al año de dictada la sentencia definitiva de un 
juicio de expropiación, el expropiante no hubiera procedido a tomar posesión del inmueble designado 
para expropiar, caducará de pleno derecho la expropiación del mismo. En caso de reiniciarse los procedi-
mientos respectivos habrán de tomarse en cuenta los valores actuales de los bienes a expropiar”.
Puede ocurrir que el Estado continúe sin cumplir la sentencia y sin pagar las astreintes. Eso lleva al tan delica-
do problema de la ejecución forzosa, por el clásico problema de la inembargabilidad de los bienes estatales.

El tercer problema es el de la toma urgente de posesión, porque hace poco se produjo una reforma legis-
lativa en Uruguay que provoca una profunda preocupación. Como los procesos expropiatorios suelen ser 
largos y a veces se requiere el uso del bien a expropiar con urgencia, el derecho ha previsto un procedi-
miento especial para atender tal necesidad.
Esa toma de posesión del bien –en realidad, mera tenencia– es precedida por el pago de una indemniza-
ción provisoria fijada por el Juez, luego de haber oído a las partes. No obstante, en la mayoría de casos 
esta situación viola la garantía del debido proceso consagrada en la Constitución.

Pacíficamente se admite hoy en día que el derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho humano o, 
en otra terminología, un derecho fundamental. El derecho a la tutela judicial efectiva es pues, por derivar 
de la naturaleza humana, de carácter supraconstitucional.

Lo primero que se debe tener claro es que la finalidad del juicio expropiatorio es fijar la justa indemniza-
ción que la entidad expropiante debe pagar al expropiado. Siendo así las cosas, es obvio que el proceso 
de toma urgente de posesión no sirve para asegurar el proceso expropiatorio principal. 
Es obvio que el proceso de toma urgente de posesión no se concibe sin el proceso expropiatorio princi-
pal, pero no sirve para asegurar ese proceso. El objeto de la toma urgente de posesión es evitar a la Admi-
nistración un daño grave que se produciría por la demora del proceso expropiatorio.

Como se percibe, los dos primeros problemas, por su raíz cultural son de difícil solución a corto plazo. 
La más actual doctrina posibilita el cambio, pero requiere tiempo. 
El tercer problema, si bien es particularmente grave, es más fácil de solucionar pues se origina en una 
sola ley, sin antecedentes, con lo que, con una Suprema Corte de Justicia con adecuado criterio jurídico 
como la que ahora tenemos, puede ser de pronta solución.

Visitá el nuevo material audiovisual 
del Primer Congreso Internacional

http://www.youtube.com/watch?v=NoALOP6iHgU
http://www.youtube.com/watch?v=GR4RWfPVyJk
http://www.youtube.com/channel/UCwGA4mPu1w9S9l_eC812U3w?feature=watch
http://www.youtube.com/channel/UCwGA4mPu1w9S9l_eC812U3w?feature=watch
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LA APRECIACIÓN DEL INTERÉS PÚBLICO EN LA TUTELA CAUTELAR 
FRENTE AL ESTADO
 
Por Oscar Cuadros

La nueva ley federal relativa al despacho judicial de medidas cautelares en procesos en que es parte el 
Estado reitera, con particular alusión a cada una de las formas en que la dispensa interina puede 
concretarse, la exigencia relativa a que el interés público no se vea afectado por la tutela conferida.
Si bien no es éste el único recaudo restrictivo que la ley impone a la sana discreción judicial, pues se 
suma a diversas cuestiones de suyo más perjudiciales a la tutela efectiva (traslado del requerimiento 
cautelar; plazo de duración de la medida dispuesta; supuestos de apelación con efectos suspensivos, 
etc.), tratándose, además, de una exigencia requerida con anterioridad por la jurisprudencia y mencio-
nada mayoritariamente por la doctrina como recaudo de satisfacción obligatoria; el problema se 
presenta con aptitud para suscitar agudos interrogantes.
 
El eje de la cuestión gira en torno de las dificultades hermenéuticas que plantea pretender conciliar la 
defensa del interés individual o asociativo del pretensor de la dispensa cautelar con los intereses colec-
tivos que connotan al recaudo legal en cuestión.
Mínimos estándares de tutela judicial efectiva demandan visualizar, de modo preponderante, al interés 
del requirente de amparo judicial. La posibilidad de que el magistrado interviniente acceda a tal 
petición exige, por propia definición, la existencia de un derecho a tal punto verosímil que, sumado al 
evidente daño que podría irrogar la demora en la respuesta, avalan la defensa de ese derecho en su 
condición de “triunfo frente las decisiones de la mayoría”, según la paráfrasis de Dworkin.

Es por lo expuesto que mirar al interés público en el despacho de una cautelar que procura la defensa 
de un derecho lesionado parece ser una contradicción en términos. La apreciación del interés público 
debe subsumirse en la apreciación del derecho y el urgente requerimiento de su tutela. Son esos los 
baremos de apreciación obligada y no la mirada colectiva relativa al Estado y sus intereses. 

Un repaso de los estándares emanados de la jurisprudencia federal de los Estados Unidos de América y 
una lectura aguda de las reglas legales del Código de Justicia Administrativa de Francia podrán echar luz 
sobre los alcances del problema en debate, corroborando la razonabilidad de la solución propuesta.  

LA EXPROPIACIÓN

Por Augusto Durán Martínez

La mayoría de países latinoamericanos adoptaron un modelo de Estado Social de Derecho, que a su 
vez derivó en Estado Constitucional bajo el ejemplo de países europeos y de Estados Unidos. 
Este modelo social reposa en la dignidad de la persona humana, lo que obliga a contemplar su triple 
dimensión: individual, social y trascendente. Y en este sentido la expropiación en el modelo constitu-
cional debe ajustarse, interpretarse y aplicarse conforme a la Constitución o, mejor dicho, conforme al 
bloque de constitucionalidad para incluir los Derechos Humanos, pues en definitiva la actual concep-
ción del derecho reposa en la centralidad de la persona humana.

La condición de previa de la indemnización es lo que más se adecua a un sistema jurídico basado en 
la dignidad de la persona humana y, por tanto, respetuoso de los derechos humanos.

El concepto individualista de la propiedad, como en general ha ocurrido en el mundo, tiende a ser 
reemplazado por otro que contemple un uso social o fin social de la misma.

La expropiación procede por causas de necesidad o utilidad pública.  La utilidad pública es un concep-
to más amplio que el de necesidad pública, pero más restringido que el de interés general.
Necesidad pública, utilidad pública e interés general, configuran límites externos a los derechos 
fundamentales en aras del bien común, fin último del Estado.
Pero la expropiación involucra tres problemas fundamentales: a) el derecho de la competencia; b) la 
ejecución de la sentencia que culmina el proceso expropiatorio; c) la toma urgente de posesión.

El primer problema tiene que ver con el derecho de la competencia. 
En Uruguay la ley Nº 18.159, de 20 de julio de 2007 regula el ejercicio de la competencia y garantiza 
que todos los mercados estarán regidos por los principios y reglas de la libre competencia, excepto las 
limitaciones establecidas por ley, por razones de interés general.

Sin embargo, esta ley plantea un desequilibrio en determinados casos. 
  
¿Cómo es posible que el Estado actúe en una de esas actividades regidas por el derecho de la compe-
tencia exhibiendo una potestad de la importancia de la expropiación que sus competidores no poseen? 

El segundo problema tiene que ver con la ejecución de la sentencia. Descargar Ver texto completo de la conferencia

Por el procedimiento administrativo se determina el bien objeto de la expropiación y se procura un acuer-
do en cuanto al monto de la compensación a pagar. Si no hay acuerdo respecto de ese monto, la compen-
sación se determina en vía jurisdiccional.

En principio la Administración no toma posesión del bien hasta que se pague y escriture, salvo los casos 
de toma urgente de posesión. Por lo que se genera un problema porque puede ocurrir que haya habido 
toma urgente de posesión y un saldo pendiente a pagar.
Al respecto, la ley La ley Nº 13.318 de 1964 aclara: “Si al año de dictada la sentencia definitiva de un 
juicio de expropiación, el expropiante no hubiera procedido a tomar posesión del inmueble designado 
para expropiar, caducará de pleno derecho la expropiación del mismo. En caso de reiniciarse los procedi-
mientos respectivos habrán de tomarse en cuenta los valores actuales de los bienes a expropiar”.
Puede ocurrir que el Estado continúe sin cumplir la sentencia y sin pagar las astreintes. Eso lleva al tan delica-
do problema de la ejecución forzosa, por el clásico problema de la inembargabilidad de los bienes estatales.

El tercer problema es el de la toma urgente de posesión, porque hace poco se produjo una reforma legis-
lativa en Uruguay que provoca una profunda preocupación. Como los procesos expropiatorios suelen ser 
largos y a veces se requiere el uso del bien a expropiar con urgencia, el derecho ha previsto un procedi-
miento especial para atender tal necesidad.
Esa toma de posesión del bien –en realidad, mera tenencia– es precedida por el pago de una indemniza-
ción provisoria fijada por el Juez, luego de haber oído a las partes. No obstante, en la mayoría de casos 
esta situación viola la garantía del debido proceso consagrada en la Constitución.

Pacíficamente se admite hoy en día que el derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho humano o, 
en otra terminología, un derecho fundamental. El derecho a la tutela judicial efectiva es pues, por derivar 
de la naturaleza humana, de carácter supraconstitucional.

Lo primero que se debe tener claro es que la finalidad del juicio expropiatorio es fijar la justa indemniza-
ción que la entidad expropiante debe pagar al expropiado. Siendo así las cosas, es obvio que el proceso 
de toma urgente de posesión no sirve para asegurar el proceso expropiatorio principal. 
Es obvio que el proceso de toma urgente de posesión no se concibe sin el proceso expropiatorio princi-
pal, pero no sirve para asegurar ese proceso. El objeto de la toma urgente de posesión es evitar a la Admi-
nistración un daño grave que se produciría por la demora del proceso expropiatorio.

Como se percibe, los dos primeros problemas, por su raíz cultural son de difícil solución a corto plazo. 
La más actual doctrina posibilita el cambio, pero requiere tiempo. 
El tercer problema, si bien es particularmente grave, es más fácil de solucionar pues se origina en una 
sola ley, sin antecedentes, con lo que, con una Suprema Corte de Justicia con adecuado criterio jurídico 
como la que ahora tenemos, puede ser de pronta solución.

http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/ponencia_duran_martinez.doc
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Homenajes a la Trayectoria: 
Dr. Ricardo Mario Busso

Dr. Ricardo Mario Busso fue el Primer Procurador General designado con el 
regreso a la democracia en Argentina. Se desempeñó en este cargo desde 
el año 1984 hasta 1987.

 

Nacido el 16 de mayo de 1940, el Dr. Busso comenzó a trabajar en la Comuna de la Capital Fede-
ral en 1958, mientras iniciaba sus estudios en Derecho.

Ya graduado como abogado -en 1964- recorrió todos los estamentos del escalafón municipal y 
llegó a ser Director de Juicios Especiales de la Procuración General de la Municipalidad de 
Buenos Aires; área responsable de la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica 
o institucional. Además, el Dr. Busso fue designado por concurso, miembro de la cátedra de 
Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; cargo al que renun-
ció por problemas de la política universitaria en 1973.

Con la recuperación de la democracia en el país, el entonces Intendente de la Ciudad de Buenos 
Aires, Julio César Saguier (1) lo nombró Procurador General, en diciembre de 1983.

El Doctor Ricardo M. Busso asumió así el desafío de realizar todo lo posible en pos de la 
Comuna que, después de la última dictadura militar (1976-1983), había quedado "endeudada, 
empobrecida y con los pleitos más serios y numerosos de su historia", según destacó el propio 
Intendente Saguier ante la prensa local.

La Municipalidad porteña tenía en ese momento nada menos que 9.219 juicios; cifra que dismi-
nuyó a 4.200 pleitos, gracias a su exitosa gestión.

 "¡Cómo se había llegado a tales extremos! ¿Cómo...? Acaso muy simplemente: con ineptitud de 
origen en ciertos casos, con espíritu avieso en otros, y por supuesto, con la consabida ineficacia 
que todo régimen despótico conlleva, pues, como es sabido por todo aquel que haya transitado la 
función pública, el rigor sólo recoge como fruto, un orden aparente, un programa a la postre 
inconvincente, pero nunca asegura la clara concreción de un resultado", explicó el Dr. Busso en 
el informe La Procuración General: Balance de su actuación durante el período 1984-1987 
(de consulta en los archivos de la Casa, N.D.R.).

(N.D.R.) Carta de Noticias presenta a continuación un tributo al Dr. Ricardo M. Busso, 
fallecido el 20 de julio, con un recorrido por su trayectoria; el recuerdo de colegas, 
compañeros y amigos de la Procuración General. También, las colaboraciones que el 
Dr. Busso envió especialmente para la sección Columna de Opinión de Ex Procuradores, 
en ocasión del lanzamiento de esta revista en febrero pasado.

lúcido y esperando a que volviera a uno de sus hijos, en Barcelona, hasta que llegó. 
Se fue como un guerrero, peleándola hasta el último momento.

Como compañero de trabajo fue un hombre muy profundo en su saber jurídico, muy formado; gene-
roso con el conocimiento; muy cálido y siempre comunicativo. El mayor aporte que dejó a la Procu-
ración fue que designó a los titulares de las siete Direcciones que se crearon e integró toda la estruc-
tura con gente de carrera. Acá marcó escuela. 

(1): Ópera con música de Giuseppe Verdi y libreto de Francesco Maria Piave

NUNCA DEJÓ DE SER AQUEL COMPAÑERO INCLAUDICABLE

Por Miguel Rosenblum
Jefe de Departamento Información Jurídica

Para quienes no tuvieron la oportunidad de compartir funciones con el Doctor Ricardo Busso 
puede sorprender la trascendencia de su paso por la Procuración. 
Más que un recuerdo, su presencia constante luego del alejamiento la cristaliza una simple 
pero nada común bonhomía.

Llegó a primer Procurador General y desde su cargo nunca dejó de ser aquel compañero 
inclaudicable, gestor de un clima laboral basado en el respeto. Prestigió el sentido de pertenen-
cia a la Casa valorizando con calidad humana cada una de las funciones asignadas. 
Como resultado obtuvo la participación activa de una planta permanente de la que no tuvo 
dudas de valerse para reposicionar con su impronta a una unidad organizativa de prestigioso 
historial. En una mirada retrospectiva, sin hesitación puedo afirmar que sabía apreciar muy 
bien que contaba con funcionarios idóneos, probos y calificados.

Su gestión se caracterizó por reafirmar como concepción que no se podía improvisar ni experi-
mentar con la función pública, y que debía conocerse el rol del Organismo frente a la proble-
mática del municipio como eje central para el ejercicio de la defensa de sus intereses. Todo esto 
en un marco de alta judicialización que debió afrontarse como residual de la secuela de conflic-
tividad dejada por el proceso militar que le precediera.
Por esa natural aptitud para resolver los problemas de manera de no provocar tensiones, no 
dudo en señalar que tuve el orgullo de acompañar su gestión. Y por su valor y mérito personal, 
el privilegio de saber de él más allá de terminada su gestión. 

Finalmente, parafraseando a François Fénelon (1), diría de Ricardo: huyó de los elogios pero 
hizo lo necesario para merecerlos.

(1) François de Salignac de la Mothe, más comúnmente conocido como François Fénelon (Château de Fénelon, Sainte-Mondane, 
6 de agosto de 1651 - Cambrai, 7 de enero de 1715) fue un teólogo católico, poeta y escritor francés.

EL CASO DE LAS AUTOPISTAS: EL JUICIO Y SU SOLUCIÓN (1)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

La tan discutida cuestión de la construcción de las Autopistas 25 DE MAYO y PERITO 
MORENO por el sistema de concesión de obra pública, con garantía de tránsito mínimo y 
avales del Estado (Nacional y Municipal) por un monto cercano a los MIL MILLONES DE 
DÓLARES, concluyó con una serie de juicios, el principal de los cuales -promovido por la 
concesionaria Autopistas Urbanas S.A. (AUSA)- procuraba el reajuste de la tarifa o la resci-
sión del contrato. 

El cálculo realizado entonces indicaba que para amortizar el capital y saldar los intereses, era 
necesario fijar una tarifa de peaje que superaba los cinco (dólares) por vehículo, lo que forzo-
samente haría que el uso fuera muy escaso o nulo. Pero si no se cumplía con el tránsito mínimo 
garantizado (que variaba con los años, pero promediaban 50.000 vehículos diarios) la Munici-
palidad debía pagar la diferencia.

Más allá de ese irremediable quebranto, las dos alternativas posibles en un juicio eran desfavo-
rables para la Comuna: si ganaba el pleito tendría que soportar costas periciales por alrededor 
de DOSCIENTOS MILLONES DE DÓLARES. Si, en cambio, lo perdía, la condena duplicaría 
ese importe al adicionarse los honorarios de los abogados de la actora. 

Para comprender mejor la cuestión es necesario recordar que el único patrimonio de AUSA era 
la concesión, y que perdida, iría a la quiebra, siendo ante los peritos intervinientes –según el 
régimen vigente entonces– las dos partes solidariamente responsables del pago de sus honora-
rios y gastos. Y como dije antes, en cualquiera de los casos tendría que afrontar la deuda avala-
da, sea porque debía hacerse cargo de la garantía de tráfico mínimo garantiza- do conforme la 
tarifa que se fijara judicialmente, o por la quiebra de la deudora principal.

A fines de 1985 se llegó a una solución transaccional consistente, básicamente, en la compra del 
paquete accionario a los accionistas de AUSA (la compraron mayoritariamente la Municipalidad 
y en una mínima proporción, para que tuviera dos accionistas, la empresa de subterráneos 
SBASE), a pagar con la explotación de las autopistas durante cinco años o el tiempo necesario 
para el paso de ochenta millones de vehículos (lo que ocurriera antes), siendo durante ese lapso 

El ex Procurador -alejado de su cargo en mayo de 1987- tuvo en sus manos casos resonantes, 
como el de las autopistas urbanas, un pleito por 1.000 millones de dólares, conciliado mediante 
un acuerdo que mereció la aprobación de las cuatro bancadas de concejales.

"No someter nunca el enfoque jurídico al político" fue uno de los principios que guiaron el trabajo 
del Procurador Ricardo Mario Busso, quien permaneció siempre atento las novedades de la Casa.

(1) Julio César Saguier (1935-1987): Abogado; 64º Intendente de la Ciudad de Buenos Aires, desde el 10 de diciembre de 
1983 hasta el 13 de enero de 1987.

SE FUE COMO UN GUERRERO

Por Alicia Arból 
Procuradora General Adjunta 

Conocí a Ricardo y a toda su familia antes de trabajar juntos, a los 16 años. Nos volvimos a encon-
trar aquí, en la Procuración General, trabajando en Asistencia Jurídica (actual Servicios Jurídicos a 
la Comunidad). Quien hoy es mi marido también era su amigo y trabajaban  juntos en su estudio 
(donde trabajé desde 1974 hasta 2003, cuando Ricardo se fue a vivir en Bariloche).

Luego ingresamos a la Dirección General de Asuntos Jurídicos. Ricardo era abogado sumariante y 
después, Director judicial hasta que fue designado Procurador. Al poco tiempo, organizó la Procura-
ción General con las direcciones, con especialidades. Éramos 50 abogados y 30 que acompañába-
mos, había muchísimos juicios. Cada abogado llevaba 300 juicios. No existían las computadoras 
sino máquinas de escribir y el papel carbónico. 
  
Al partir a Bariloche, donde vivió los últimos 10 años, se matriculó y ejercía allá y en Buenos Aires, 
gracias a la tecnología de Internet, a través de donde mandaba los escritos. 
  
En 1991 le diagnosticaron cáncer de pulmón. El oncólogo le daba un año de vida. Le suministraron 
quimio y radio terapia y en agosto de 1992 se fue a esquiar. Cuando regresó estaba brillante y me 
dijo que lo iban a operar de una metástasis suprarenal. 
Le advirtieron entonces que no sobreviviría más de ocho meses. Pero cuatro meses más tarde, al 
volver de la rehabilitación, dijo que no le tenía miedo al cáncer y que no se dejaría vencer.
Ricardo fue mejorando y se convirtió en un caso inédito. Un día sentenció: “si llego a los cinco años 
hago una fiesta con todos mis amigos”…e hizo la fiesta. Recuerdo que brindó con La Traviata (1), 
porque le gustaba muchísimo la ópera, y así fue pasando el tiempo.
 
Luego tuvo un ACV leve que superó inmediato y después, como consecuencia tantos rayos y quimio-
terapia, una perforación de duodeno. Fue operado entonces dos veces en diez días. Permaneció 35 días 
internado y a los tres meses estábamos brindando con él otra vez. Siempre fue muy vital, muy alegre.
En diciembre del año pasado le encontraron dos tumores en el pulmón ya operado. Regresó a Barilo-
che, estuvo al borde de la muerte, ya estaba desahuciado, pero de nuevo se levantó en silla de ruedas, 
luego con bastón, y venía a Buenos Aires todos los meses a ver a sus hijos.
Esta vez no pudo más. Tenía ambos pulmones tomados. Hasta el día anterior a su partida, estaba 

los gastos de explotación y mantenimiento a cargo de los ex accionistas (constituidos al efecto en 
una U.T.E.), y con una participación de la M.C.B.A. en las ganancias que arrojare la explotación 
(que fueron muy significativas a los pocos meses de comenzado a operar el nuevo sistema). 

La adquisición de las acciones le costó a la Municipalidad la cuarta parte de lo que hubiera 
debido pagar en caso de haber obtenido el mejor de los resultados por vía judicial y sin tener 
nada a cambio. La tarifa que originalmente se estableció era de un Austral (A 1), equivalente a 
aproximadamente un Dólar.

La propuesta de acuerdo fue aprobada por el H. Concejo Deliberante, previo despacho de 
comisiones con la firma favorable de integrantes de todos los bloques representados en ese 
entonces.

LA PROCURACIÓN GENERAL DE VUELTA A LA DEMOCRACIA (2)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

En diciembre de 1983 el Intendente Dr. Julio C. Saguier me designó al frente del organismo en 
el que, como funcionario de carrera, ocupaba la Dirección de Juicios Especiales, área que tenía 
a su cargo la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica o institucional. 

La estructura de la Procuración General y su función como órgano de asesoramiento del Inten-
dente en ese momento era muy diferente a la que organizamos a partir de enero de 1984 
(Decreto 202/84) que en líneas generales se parece a la actual.

El formato que le dimos constituyó una innovación, pero no una novedad (por lo menos en sus 
aspectos primordiales). Se trató de una innovación porque el antecedente inmediato 
(considerado como un organismo asesor de la Comuna), la Procuración General que estable-
ciese el Decreto 1743/83, pese a la homonimia resulta de una funcionalidad fundamentalmente 
diferenciada de la que nos ocupa, la del Decreto 202/84. 

Obsérvese que aquel Decreto 1743/83, dictado apenas nueve meses antes de instalarse el gobier-
no democrático elegido el 30 de octubre, establecía una competencia restringida: 
a) la Procuración General sólo intervenía en un centenar de juicios, los de mayor trascendencia 
(los 9.100 restantes eran derivados a organismos descentralizados -Sectores Legales creados en 
cada Secretaría del Gabinete-, previstos en la misma norma e implementados precariamente); 
b) la Procuración General sólo emitía opinión en temas de materia administrativa que específi-
camente le fueran llevados a su consideración; el resto -el abrumador resto- era resuelto por los 
ya mencionados Sectores Legales. 

En resumen el esquema vigente cuando asumimos era de descentralización en cuanto a la 
actividad jurídica y judicial vinculada por la administración comunal; en antípoda, el creado 
por la Administración Saguier estableció un sistema centralizado e integral, a la manera en que 
operaban las dependencias asesoras anteriores.

Razones para un sistema centralizado: ¿Por qué escoger un sistema centralizado y no uno 
descentralizado? 

Diremos que el sistema descentralizado presenta, a priori, una dificultad de orden práctico 
evidente: una dispersión de estructuras similares, cuya materia es escindida por vía de matices 
convencionales que en algunos casos rayaban en el absurdo: si un vehículo municipal era 
chocado el juicio era derivado a la Secretaría a cuyo patrimonio pertenecía el rodado. 

De tal suerte, nos encontrábamos con que la imagen de la burocracia se plasmaba en forma 
irritante en dicha arbitraria diseminación de funciones. Pero, amén de la dificultad de orden 
práctico, existía otra -inmensa, por cierto- de orden jurídico: la posible contradicción entre los 
criterios jurídicos que sustentasen los diversos Sectores Legales, con lo que se produciría una 
descastación de la imagen de la Comuna en cuanto la fundamentación legal de sus actos. 

Además, la descentralización impedía consolidar una estrategia global de la defensa de los 
intereses municipales en litigio; es más, en alguna manera cada Sector Legal quedaba librado 
a efectuar reconocimientos que pudieren perjudicar la estrategia perfilada en otro Sector. 

Por último, resta considerar el aspecto político del problema: la administración comunal deter-
minada por el gobierno elegido el 30 de octubre de 1983 contaría, desde el vamos, con un 
importante déficit de operatividad, pues su "pulmón jurídico" (valga la imagen) se encontraba 
a priori harto debilitado. Tal lo entendió, personalmente, el Intendente Saguier, quien impartió 
instrucciones para revertir la situación asumida el 10 de diciembre de 1983; de ese modo, 
apenas 47 días después, el 17 de enero de 1984, quedó reimplantado, con el Decreto 202/84, 
un sistema centralizado de asesoría. 

Otras dificultades: Suponer que las dificultades encontradas por las autoridades comunales al 
asumir en diciembre del 83 estribaban, en la faz jurídica, en restablecer un sistema centralizado 
es harto simplificar la cuestión. 

Existían, además, innúmeros escollos, entre los que ejemplificaremos: 9.219 juicios por aten-
der (tardamos muchos meses en hacer el balance y nómina completas) con un plantel profesio-
nal insuficiente en número y desmoralizado, un desprestigio (bien ganado y mal merecido, si 
se quiere) en sede judicial, una rémora de miles y miles de expedientes administrativos con 
retraso para expedirse mediante dictamen, la inmensa envergadura de pleitos nacidos a raíz de 
la ilegítima conducción comunal anterior, la absoluta carencia de una estrategia global en 
materia judicial, etc.

Explicar tales deterioros compele a historiar, a no ser que nos contentemos con admitir lo 
incomprensible sin siquiera investigarlo. No es este el caso, ni debe serlo; pues señalar los 
errores del pasado nos ha de servir para sortear los que nos tiente el futuro.

(1) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 1 | 18 de Febrero de 2013, pág.7)
(2) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 2 | 18 de Marzo de 2013, págs. 8 / 9)
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Dr. Ricardo Mario Busso fue el Primer Procurador General designado con el 
regreso a la democracia en Argentina. Se desempeñó en este cargo desde 
el año 1984 hasta 1987.

 

Nacido el 16 de mayo de 1940, el Dr. Busso comenzó a trabajar en la Comuna de la Capital Fede-
ral en 1958, mientras iniciaba sus estudios en Derecho.

Ya graduado como abogado -en 1964- recorrió todos los estamentos del escalafón municipal y 
llegó a ser Director de Juicios Especiales de la Procuración General de la Municipalidad de 
Buenos Aires; área responsable de la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica 
o institucional. Además, el Dr. Busso fue designado por concurso, miembro de la cátedra de 
Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; cargo al que renun-
ció por problemas de la política universitaria en 1973.

Con la recuperación de la democracia en el país, el entonces Intendente de la Ciudad de Buenos 
Aires, Julio César Saguier (1) lo nombró Procurador General, en diciembre de 1983.

El Doctor Ricardo M. Busso asumió así el desafío de realizar todo lo posible en pos de la 
Comuna que, después de la última dictadura militar (1976-1983), había quedado "endeudada, 
empobrecida y con los pleitos más serios y numerosos de su historia", según destacó el propio 
Intendente Saguier ante la prensa local.

La Municipalidad porteña tenía en ese momento nada menos que 9.219 juicios; cifra que dismi-
nuyó a 4.200 pleitos, gracias a su exitosa gestión.

 "¡Cómo se había llegado a tales extremos! ¿Cómo...? Acaso muy simplemente: con ineptitud de 
origen en ciertos casos, con espíritu avieso en otros, y por supuesto, con la consabida ineficacia 
que todo régimen despótico conlleva, pues, como es sabido por todo aquel que haya transitado la 
función pública, el rigor sólo recoge como fruto, un orden aparente, un programa a la postre 
inconvincente, pero nunca asegura la clara concreción de un resultado", explicó el Dr. Busso en 
el informe La Procuración General: Balance de su actuación durante el período 1984-1987 
(de consulta en los archivos de la Casa, N.D.R.).

lúcido y esperando a que volviera a uno de sus hijos, en Barcelona, hasta que llegó. 
Se fue como un guerrero, peleándola hasta el último momento.

Como compañero de trabajo fue un hombre muy profundo en su saber jurídico, muy formado; gene-
roso con el conocimiento; muy cálido y siempre comunicativo. El mayor aporte que dejó a la Procu-
ración fue que designó a los titulares de las siete Direcciones que se crearon e integró toda la estruc-
tura con gente de carrera. Acá marcó escuela. 

(1): Ópera con música de Giuseppe Verdi y libreto de Francesco Maria Piave

NUNCA DEJÓ DE SER AQUEL COMPAÑERO INCLAUDICABLE

Por Miguel Rosenblum
Jefe de Departamento Información Jurídica

Para quienes no tuvieron la oportunidad de compartir funciones con el Doctor Ricardo Busso 
puede sorprender la trascendencia de su paso por la Procuración. 
Más que un recuerdo, su presencia constante luego del alejamiento la cristaliza una simple 
pero nada común bonhomía.

Llegó a primer Procurador General y desde su cargo nunca dejó de ser aquel compañero 
inclaudicable, gestor de un clima laboral basado en el respeto. Prestigió el sentido de pertenen-
cia a la Casa valorizando con calidad humana cada una de las funciones asignadas. 
Como resultado obtuvo la participación activa de una planta permanente de la que no tuvo 
dudas de valerse para reposicionar con su impronta a una unidad organizativa de prestigioso 
historial. En una mirada retrospectiva, sin hesitación puedo afirmar que sabía apreciar muy 
bien que contaba con funcionarios idóneos, probos y calificados.

Su gestión se caracterizó por reafirmar como concepción que no se podía improvisar ni experi-
mentar con la función pública, y que debía conocerse el rol del Organismo frente a la proble-
mática del municipio como eje central para el ejercicio de la defensa de sus intereses. Todo esto 
en un marco de alta judicialización que debió afrontarse como residual de la secuela de conflic-
tividad dejada por el proceso militar que le precediera.
Por esa natural aptitud para resolver los problemas de manera de no provocar tensiones, no 
dudo en señalar que tuve el orgullo de acompañar su gestión. Y por su valor y mérito personal, 
el privilegio de saber de él más allá de terminada su gestión. 

Finalmente, parafraseando a François Fénelon (1), diría de Ricardo: huyó de los elogios pero 
hizo lo necesario para merecerlos.

(1) François de Salignac de la Mothe, más comúnmente conocido como François Fénelon (Château de Fénelon, Sainte-Mondane, 
6 de agosto de 1651 - Cambrai, 7 de enero de 1715) fue un teólogo católico, poeta y escritor francés.

EL CASO DE LAS AUTOPISTAS: EL JUICIO Y SU SOLUCIÓN (1)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

La tan discutida cuestión de la construcción de las Autopistas 25 DE MAYO y PERITO 
MORENO por el sistema de concesión de obra pública, con garantía de tránsito mínimo y 
avales del Estado (Nacional y Municipal) por un monto cercano a los MIL MILLONES DE 
DÓLARES, concluyó con una serie de juicios, el principal de los cuales -promovido por la 
concesionaria Autopistas Urbanas S.A. (AUSA)- procuraba el reajuste de la tarifa o la resci-
sión del contrato. 

El cálculo realizado entonces indicaba que para amortizar el capital y saldar los intereses, era 
necesario fijar una tarifa de peaje que superaba los cinco (dólares) por vehículo, lo que forzo-
samente haría que el uso fuera muy escaso o nulo. Pero si no se cumplía con el tránsito mínimo 
garantizado (que variaba con los años, pero promediaban 50.000 vehículos diarios) la Munici-
palidad debía pagar la diferencia.

Más allá de ese irremediable quebranto, las dos alternativas posibles en un juicio eran desfavo-
rables para la Comuna: si ganaba el pleito tendría que soportar costas periciales por alrededor 
de DOSCIENTOS MILLONES DE DÓLARES. Si, en cambio, lo perdía, la condena duplicaría 
ese importe al adicionarse los honorarios de los abogados de la actora. 

Para comprender mejor la cuestión es necesario recordar que el único patrimonio de AUSA era 
la concesión, y que perdida, iría a la quiebra, siendo ante los peritos intervinientes –según el 
régimen vigente entonces– las dos partes solidariamente responsables del pago de sus honora-
rios y gastos. Y como dije antes, en cualquiera de los casos tendría que afrontar la deuda avala-
da, sea porque debía hacerse cargo de la garantía de tráfico mínimo garantiza- do conforme la 
tarifa que se fijara judicialmente, o por la quiebra de la deudora principal.

A fines de 1985 se llegó a una solución transaccional consistente, básicamente, en la compra del 
paquete accionario a los accionistas de AUSA (la compraron mayoritariamente la Municipalidad 
y en una mínima proporción, para que tuviera dos accionistas, la empresa de subterráneos 
SBASE), a pagar con la explotación de las autopistas durante cinco años o el tiempo necesario 
para el paso de ochenta millones de vehículos (lo que ocurriera antes), siendo durante ese lapso 

El ex Procurador -alejado de su cargo en mayo de 1987- tuvo en sus manos casos resonantes, 
como el de las autopistas urbanas, un pleito por 1.000 millones de dólares, conciliado mediante 
un acuerdo que mereció la aprobación de las cuatro bancadas de concejales.

"No someter nunca el enfoque jurídico al político" fue uno de los principios que guiaron el trabajo 
del Procurador Ricardo Mario Busso, quien permaneció siempre atento las novedades de la Casa.

(1) Julio César Saguier (1935-1987): Abogado; 64º Intendente de la Ciudad de Buenos Aires, desde el 10 de diciembre de 
1983 hasta el 13 de enero de 1987.

SE FUE COMO UN GUERRERO

Por Alicia Arból 
Procuradora General Adjunta 

Conocí a Ricardo y a toda su familia antes de trabajar juntos, a los 16 años. Nos volvimos a encon-
trar aquí, en la Procuración General, trabajando en Asistencia Jurídica (actual Servicios Jurídicos a 
la Comunidad). Quien hoy es mi marido también era su amigo y trabajaban  juntos en su estudio 
(donde trabajé desde 1974 hasta 2003, cuando Ricardo se fue a vivir en Bariloche).

Luego ingresamos a la Dirección General de Asuntos Jurídicos. Ricardo era abogado sumariante y 
después, Director judicial hasta que fue designado Procurador. Al poco tiempo, organizó la Procura-
ción General con las direcciones, con especialidades. Éramos 50 abogados y 30 que acompañába-
mos, había muchísimos juicios. Cada abogado llevaba 300 juicios. No existían las computadoras 
sino máquinas de escribir y el papel carbónico. 
  
Al partir a Bariloche, donde vivió los últimos 10 años, se matriculó y ejercía allá y en Buenos Aires, 
gracias a la tecnología de Internet, a través de donde mandaba los escritos. 
  
En 1991 le diagnosticaron cáncer de pulmón. El oncólogo le daba un año de vida. Le suministraron 
quimio y radio terapia y en agosto de 1992 se fue a esquiar. Cuando regresó estaba brillante y me 
dijo que lo iban a operar de una metástasis suprarenal. 
Le advirtieron entonces que no sobreviviría más de ocho meses. Pero cuatro meses más tarde, al 
volver de la rehabilitación, dijo que no le tenía miedo al cáncer y que no se dejaría vencer.
Ricardo fue mejorando y se convirtió en un caso inédito. Un día sentenció: “si llego a los cinco años 
hago una fiesta con todos mis amigos”…e hizo la fiesta. Recuerdo que brindó con La Traviata (1), 
porque le gustaba muchísimo la ópera, y así fue pasando el tiempo.
 
Luego tuvo un ACV leve que superó inmediato y después, como consecuencia tantos rayos y quimio-
terapia, una perforación de duodeno. Fue operado entonces dos veces en diez días. Permaneció 35 días 
internado y a los tres meses estábamos brindando con él otra vez. Siempre fue muy vital, muy alegre.
En diciembre del año pasado le encontraron dos tumores en el pulmón ya operado. Regresó a Barilo-
che, estuvo al borde de la muerte, ya estaba desahuciado, pero de nuevo se levantó en silla de ruedas, 
luego con bastón, y venía a Buenos Aires todos los meses a ver a sus hijos.
Esta vez no pudo más. Tenía ambos pulmones tomados. Hasta el día anterior a su partida, estaba 

los gastos de explotación y mantenimiento a cargo de los ex accionistas (constituidos al efecto en 
una U.T.E.), y con una participación de la M.C.B.A. en las ganancias que arrojare la explotación 
(que fueron muy significativas a los pocos meses de comenzado a operar el nuevo sistema). 

La adquisición de las acciones le costó a la Municipalidad la cuarta parte de lo que hubiera 
debido pagar en caso de haber obtenido el mejor de los resultados por vía judicial y sin tener 
nada a cambio. La tarifa que originalmente se estableció era de un Austral (A 1), equivalente a 
aproximadamente un Dólar.

La propuesta de acuerdo fue aprobada por el H. Concejo Deliberante, previo despacho de 
comisiones con la firma favorable de integrantes de todos los bloques representados en ese 
entonces.

LA PROCURACIÓN GENERAL DE VUELTA A LA DEMOCRACIA (2)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

En diciembre de 1983 el Intendente Dr. Julio C. Saguier me designó al frente del organismo en 
el que, como funcionario de carrera, ocupaba la Dirección de Juicios Especiales, área que tenía 
a su cargo la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica o institucional. 

La estructura de la Procuración General y su función como órgano de asesoramiento del Inten-
dente en ese momento era muy diferente a la que organizamos a partir de enero de 1984 
(Decreto 202/84) que en líneas generales se parece a la actual.

El formato que le dimos constituyó una innovación, pero no una novedad (por lo menos en sus 
aspectos primordiales). Se trató de una innovación porque el antecedente inmediato 
(considerado como un organismo asesor de la Comuna), la Procuración General que estable-
ciese el Decreto 1743/83, pese a la homonimia resulta de una funcionalidad fundamentalmente 
diferenciada de la que nos ocupa, la del Decreto 202/84. 

Obsérvese que aquel Decreto 1743/83, dictado apenas nueve meses antes de instalarse el gobier-
no democrático elegido el 30 de octubre, establecía una competencia restringida: 
a) la Procuración General sólo intervenía en un centenar de juicios, los de mayor trascendencia 
(los 9.100 restantes eran derivados a organismos descentralizados -Sectores Legales creados en 
cada Secretaría del Gabinete-, previstos en la misma norma e implementados precariamente); 
b) la Procuración General sólo emitía opinión en temas de materia administrativa que específi-
camente le fueran llevados a su consideración; el resto -el abrumador resto- era resuelto por los 
ya mencionados Sectores Legales. 

En resumen el esquema vigente cuando asumimos era de descentralización en cuanto a la 
actividad jurídica y judicial vinculada por la administración comunal; en antípoda, el creado 
por la Administración Saguier estableció un sistema centralizado e integral, a la manera en que 
operaban las dependencias asesoras anteriores.

Razones para un sistema centralizado: ¿Por qué escoger un sistema centralizado y no uno 
descentralizado? 

Diremos que el sistema descentralizado presenta, a priori, una dificultad de orden práctico 
evidente: una dispersión de estructuras similares, cuya materia es escindida por vía de matices 
convencionales que en algunos casos rayaban en el absurdo: si un vehículo municipal era 
chocado el juicio era derivado a la Secretaría a cuyo patrimonio pertenecía el rodado. 

De tal suerte, nos encontrábamos con que la imagen de la burocracia se plasmaba en forma 
irritante en dicha arbitraria diseminación de funciones. Pero, amén de la dificultad de orden 
práctico, existía otra -inmensa, por cierto- de orden jurídico: la posible contradicción entre los 
criterios jurídicos que sustentasen los diversos Sectores Legales, con lo que se produciría una 
descastación de la imagen de la Comuna en cuanto la fundamentación legal de sus actos. 

Además, la descentralización impedía consolidar una estrategia global de la defensa de los 
intereses municipales en litigio; es más, en alguna manera cada Sector Legal quedaba librado 
a efectuar reconocimientos que pudieren perjudicar la estrategia perfilada en otro Sector. 

Por último, resta considerar el aspecto político del problema: la administración comunal deter-
minada por el gobierno elegido el 30 de octubre de 1983 contaría, desde el vamos, con un 
importante déficit de operatividad, pues su "pulmón jurídico" (valga la imagen) se encontraba 
a priori harto debilitado. Tal lo entendió, personalmente, el Intendente Saguier, quien impartió 
instrucciones para revertir la situación asumida el 10 de diciembre de 1983; de ese modo, 
apenas 47 días después, el 17 de enero de 1984, quedó reimplantado, con el Decreto 202/84, 
un sistema centralizado de asesoría. 

Otras dificultades: Suponer que las dificultades encontradas por las autoridades comunales al 
asumir en diciembre del 83 estribaban, en la faz jurídica, en restablecer un sistema centralizado 
es harto simplificar la cuestión. 

Existían, además, innúmeros escollos, entre los que ejemplificaremos: 9.219 juicios por aten-
der (tardamos muchos meses en hacer el balance y nómina completas) con un plantel profesio-
nal insuficiente en número y desmoralizado, un desprestigio (bien ganado y mal merecido, si 
se quiere) en sede judicial, una rémora de miles y miles de expedientes administrativos con 
retraso para expedirse mediante dictamen, la inmensa envergadura de pleitos nacidos a raíz de 
la ilegítima conducción comunal anterior, la absoluta carencia de una estrategia global en 
materia judicial, etc.

Explicar tales deterioros compele a historiar, a no ser que nos contentemos con admitir lo 
incomprensible sin siquiera investigarlo. No es este el caso, ni debe serlo; pues señalar los 
errores del pasado nos ha de servir para sortear los que nos tiente el futuro.

(1) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 1 | 18 de Febrero de 2013, pág.7)
(2) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 2 | 18 de Marzo de 2013, págs. 8 / 9)
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Dr. Ricardo Mario Busso fue el Primer Procurador General designado con el 
regreso a la democracia en Argentina. Se desempeñó en este cargo desde 
el año 1984 hasta 1987.

 

Nacido el 16 de mayo de 1940, el Dr. Busso comenzó a trabajar en la Comuna de la Capital Fede-
ral en 1958, mientras iniciaba sus estudios en Derecho.

Ya graduado como abogado -en 1964- recorrió todos los estamentos del escalafón municipal y 
llegó a ser Director de Juicios Especiales de la Procuración General de la Municipalidad de 
Buenos Aires; área responsable de la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica 
o institucional. Además, el Dr. Busso fue designado por concurso, miembro de la cátedra de 
Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; cargo al que renun-
ció por problemas de la política universitaria en 1973.

Con la recuperación de la democracia en el país, el entonces Intendente de la Ciudad de Buenos 
Aires, Julio César Saguier (1) lo nombró Procurador General, en diciembre de 1983.

El Doctor Ricardo M. Busso asumió así el desafío de realizar todo lo posible en pos de la 
Comuna que, después de la última dictadura militar (1976-1983), había quedado "endeudada, 
empobrecida y con los pleitos más serios y numerosos de su historia", según destacó el propio 
Intendente Saguier ante la prensa local.

La Municipalidad porteña tenía en ese momento nada menos que 9.219 juicios; cifra que dismi-
nuyó a 4.200 pleitos, gracias a su exitosa gestión.

 "¡Cómo se había llegado a tales extremos! ¿Cómo...? Acaso muy simplemente: con ineptitud de 
origen en ciertos casos, con espíritu avieso en otros, y por supuesto, con la consabida ineficacia 
que todo régimen despótico conlleva, pues, como es sabido por todo aquel que haya transitado la 
función pública, el rigor sólo recoge como fruto, un orden aparente, un programa a la postre 
inconvincente, pero nunca asegura la clara concreción de un resultado", explicó el Dr. Busso en 
el informe La Procuración General: Balance de su actuación durante el período 1984-1987 
(de consulta en los archivos de la Casa, N.D.R.).

lúcido y esperando a que volviera a uno de sus hijos, en Barcelona, hasta que llegó. 
Se fue como un guerrero, peleándola hasta el último momento.

Como compañero de trabajo fue un hombre muy profundo en su saber jurídico, muy formado; gene-
roso con el conocimiento; muy cálido y siempre comunicativo. El mayor aporte que dejó a la Procu-
ración fue que designó a los titulares de las siete Direcciones que se crearon e integró toda la estruc-
tura con gente de carrera. Acá marcó escuela. 

(1): Ópera con música de Giuseppe Verdi y libreto de Francesco Maria Piave

NUNCA DEJÓ DE SER AQUEL COMPAÑERO INCLAUDICABLE

Por Miguel Rosenblum
Jefe de Departamento Información Jurídica

Para quienes no tuvieron la oportunidad de compartir funciones con el Doctor Ricardo Busso 
puede sorprender la trascendencia de su paso por la Procuración. 
Más que un recuerdo, su presencia constante luego del alejamiento la cristaliza una simple 
pero nada común bonhomía.

Llegó a primer Procurador General y desde su cargo nunca dejó de ser aquel compañero 
inclaudicable, gestor de un clima laboral basado en el respeto. Prestigió el sentido de pertenen-
cia a la Casa valorizando con calidad humana cada una de las funciones asignadas. 
Como resultado obtuvo la participación activa de una planta permanente de la que no tuvo 
dudas de valerse para reposicionar con su impronta a una unidad organizativa de prestigioso 
historial. En una mirada retrospectiva, sin hesitación puedo afirmar que sabía apreciar muy 
bien que contaba con funcionarios idóneos, probos y calificados.

Su gestión se caracterizó por reafirmar como concepción que no se podía improvisar ni experi-
mentar con la función pública, y que debía conocerse el rol del Organismo frente a la proble-
mática del municipio como eje central para el ejercicio de la defensa de sus intereses. Todo esto 
en un marco de alta judicialización que debió afrontarse como residual de la secuela de conflic-
tividad dejada por el proceso militar que le precediera.
Por esa natural aptitud para resolver los problemas de manera de no provocar tensiones, no 
dudo en señalar que tuve el orgullo de acompañar su gestión. Y por su valor y mérito personal, 
el privilegio de saber de él más allá de terminada su gestión. 

Finalmente, parafraseando a François Fénelon (1), diría de Ricardo: huyó de los elogios pero 
hizo lo necesario para merecerlos.

(1) François de Salignac de la Mothe, más comúnmente conocido como François Fénelon (Château de Fénelon, Sainte-Mondane, 
6 de agosto de 1651 - Cambrai, 7 de enero de 1715) fue un teólogo católico, poeta y escritor francés.

EL CASO DE LAS AUTOPISTAS: EL JUICIO Y SU SOLUCIÓN (1)

Por Ricardo M. Busso, 
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La tan discutida cuestión de la construcción de las Autopistas 25 DE MAYO y PERITO 
MORENO por el sistema de concesión de obra pública, con garantía de tránsito mínimo y 
avales del Estado (Nacional y Municipal) por un monto cercano a los MIL MILLONES DE 
DÓLARES, concluyó con una serie de juicios, el principal de los cuales -promovido por la 
concesionaria Autopistas Urbanas S.A. (AUSA)- procuraba el reajuste de la tarifa o la resci-
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El cálculo realizado entonces indicaba que para amortizar el capital y saldar los intereses, era 
necesario fijar una tarifa de peaje que superaba los cinco (dólares) por vehículo, lo que forzo-
samente haría que el uso fuera muy escaso o nulo. Pero si no se cumplía con el tránsito mínimo 
garantizado (que variaba con los años, pero promediaban 50.000 vehículos diarios) la Munici-
palidad debía pagar la diferencia.

Más allá de ese irremediable quebranto, las dos alternativas posibles en un juicio eran desfavo-
rables para la Comuna: si ganaba el pleito tendría que soportar costas periciales por alrededor 
de DOSCIENTOS MILLONES DE DÓLARES. Si, en cambio, lo perdía, la condena duplicaría 
ese importe al adicionarse los honorarios de los abogados de la actora. 

Para comprender mejor la cuestión es necesario recordar que el único patrimonio de AUSA era 
la concesión, y que perdida, iría a la quiebra, siendo ante los peritos intervinientes –según el 
régimen vigente entonces– las dos partes solidariamente responsables del pago de sus honora-
rios y gastos. Y como dije antes, en cualquiera de los casos tendría que afrontar la deuda avala-
da, sea porque debía hacerse cargo de la garantía de tráfico mínimo garantiza- do conforme la 
tarifa que se fijara judicialmente, o por la quiebra de la deudora principal.

A fines de 1985 se llegó a una solución transaccional consistente, básicamente, en la compra del 
paquete accionario a los accionistas de AUSA (la compraron mayoritariamente la Municipalidad 
y en una mínima proporción, para que tuviera dos accionistas, la empresa de subterráneos 
SBASE), a pagar con la explotación de las autopistas durante cinco años o el tiempo necesario 
para el paso de ochenta millones de vehículos (lo que ocurriera antes), siendo durante ese lapso 

El ex Procurador -alejado de su cargo en mayo de 1987- tuvo en sus manos casos resonantes, 
como el de las autopistas urbanas, un pleito por 1.000 millones de dólares, conciliado mediante 
un acuerdo que mereció la aprobación de las cuatro bancadas de concejales.

"No someter nunca el enfoque jurídico al político" fue uno de los principios que guiaron el trabajo 
del Procurador Ricardo Mario Busso, quien permaneció siempre atento las novedades de la Casa.

(1) Julio César Saguier (1935-1987): Abogado; 64º Intendente de la Ciudad de Buenos Aires, desde el 10 de diciembre de 
1983 hasta el 13 de enero de 1987.

SE FUE COMO UN GUERRERO

Por Alicia Arból 
Procuradora General Adjunta 

Conocí a Ricardo y a toda su familia antes de trabajar juntos, a los 16 años. Nos volvimos a encon-
trar aquí, en la Procuración General, trabajando en Asistencia Jurídica (actual Servicios Jurídicos a 
la Comunidad). Quien hoy es mi marido también era su amigo y trabajaban  juntos en su estudio 
(donde trabajé desde 1974 hasta 2003, cuando Ricardo se fue a vivir en Bariloche).

Luego ingresamos a la Dirección General de Asuntos Jurídicos. Ricardo era abogado sumariante y 
después, Director judicial hasta que fue designado Procurador. Al poco tiempo, organizó la Procura-
ción General con las direcciones, con especialidades. Éramos 50 abogados y 30 que acompañába-
mos, había muchísimos juicios. Cada abogado llevaba 300 juicios. No existían las computadoras 
sino máquinas de escribir y el papel carbónico. 
  
Al partir a Bariloche, donde vivió los últimos 10 años, se matriculó y ejercía allá y en Buenos Aires, 
gracias a la tecnología de Internet, a través de donde mandaba los escritos. 
  
En 1991 le diagnosticaron cáncer de pulmón. El oncólogo le daba un año de vida. Le suministraron 
quimio y radio terapia y en agosto de 1992 se fue a esquiar. Cuando regresó estaba brillante y me 
dijo que lo iban a operar de una metástasis suprarenal. 
Le advirtieron entonces que no sobreviviría más de ocho meses. Pero cuatro meses más tarde, al 
volver de la rehabilitación, dijo que no le tenía miedo al cáncer y que no se dejaría vencer.
Ricardo fue mejorando y se convirtió en un caso inédito. Un día sentenció: “si llego a los cinco años 
hago una fiesta con todos mis amigos”…e hizo la fiesta. Recuerdo que brindó con La Traviata (1), 
porque le gustaba muchísimo la ópera, y así fue pasando el tiempo.
 
Luego tuvo un ACV leve que superó inmediato y después, como consecuencia tantos rayos y quimio-
terapia, una perforación de duodeno. Fue operado entonces dos veces en diez días. Permaneció 35 días 
internado y a los tres meses estábamos brindando con él otra vez. Siempre fue muy vital, muy alegre.
En diciembre del año pasado le encontraron dos tumores en el pulmón ya operado. Regresó a Barilo-
che, estuvo al borde de la muerte, ya estaba desahuciado, pero de nuevo se levantó en silla de ruedas, 
luego con bastón, y venía a Buenos Aires todos los meses a ver a sus hijos.
Esta vez no pudo más. Tenía ambos pulmones tomados. Hasta el día anterior a su partida, estaba 

los gastos de explotación y mantenimiento a cargo de los ex accionistas (constituidos al efecto en 
una U.T.E.), y con una participación de la M.C.B.A. en las ganancias que arrojare la explotación 
(que fueron muy significativas a los pocos meses de comenzado a operar el nuevo sistema). 

La adquisición de las acciones le costó a la Municipalidad la cuarta parte de lo que hubiera 
debido pagar en caso de haber obtenido el mejor de los resultados por vía judicial y sin tener 
nada a cambio. La tarifa que originalmente se estableció era de un Austral (A 1), equivalente a 
aproximadamente un Dólar.

La propuesta de acuerdo fue aprobada por el H. Concejo Deliberante, previo despacho de 
comisiones con la firma favorable de integrantes de todos los bloques representados en ese 
entonces.

LA PROCURACIÓN GENERAL DE VUELTA A LA DEMOCRACIA (2)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

En diciembre de 1983 el Intendente Dr. Julio C. Saguier me designó al frente del organismo en 
el que, como funcionario de carrera, ocupaba la Dirección de Juicios Especiales, área que tenía 
a su cargo la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica o institucional. 

La estructura de la Procuración General y su función como órgano de asesoramiento del Inten-
dente en ese momento era muy diferente a la que organizamos a partir de enero de 1984 
(Decreto 202/84) que en líneas generales se parece a la actual.

El formato que le dimos constituyó una innovación, pero no una novedad (por lo menos en sus 
aspectos primordiales). Se trató de una innovación porque el antecedente inmediato 
(considerado como un organismo asesor de la Comuna), la Procuración General que estable-
ciese el Decreto 1743/83, pese a la homonimia resulta de una funcionalidad fundamentalmente 
diferenciada de la que nos ocupa, la del Decreto 202/84. 

Obsérvese que aquel Decreto 1743/83, dictado apenas nueve meses antes de instalarse el gobier-
no democrático elegido el 30 de octubre, establecía una competencia restringida: 
a) la Procuración General sólo intervenía en un centenar de juicios, los de mayor trascendencia 
(los 9.100 restantes eran derivados a organismos descentralizados -Sectores Legales creados en 
cada Secretaría del Gabinete-, previstos en la misma norma e implementados precariamente); 
b) la Procuración General sólo emitía opinión en temas de materia administrativa que específi-
camente le fueran llevados a su consideración; el resto -el abrumador resto- era resuelto por los 
ya mencionados Sectores Legales. 

En resumen el esquema vigente cuando asumimos era de descentralización en cuanto a la 
actividad jurídica y judicial vinculada por la administración comunal; en antípoda, el creado 
por la Administración Saguier estableció un sistema centralizado e integral, a la manera en que 
operaban las dependencias asesoras anteriores.

Razones para un sistema centralizado: ¿Por qué escoger un sistema centralizado y no uno 
descentralizado? 

Diremos que el sistema descentralizado presenta, a priori, una dificultad de orden práctico 
evidente: una dispersión de estructuras similares, cuya materia es escindida por vía de matices 
convencionales que en algunos casos rayaban en el absurdo: si un vehículo municipal era 
chocado el juicio era derivado a la Secretaría a cuyo patrimonio pertenecía el rodado. 

De tal suerte, nos encontrábamos con que la imagen de la burocracia se plasmaba en forma 
irritante en dicha arbitraria diseminación de funciones. Pero, amén de la dificultad de orden 
práctico, existía otra -inmensa, por cierto- de orden jurídico: la posible contradicción entre los 
criterios jurídicos que sustentasen los diversos Sectores Legales, con lo que se produciría una 
descastación de la imagen de la Comuna en cuanto la fundamentación legal de sus actos. 

Además, la descentralización impedía consolidar una estrategia global de la defensa de los 
intereses municipales en litigio; es más, en alguna manera cada Sector Legal quedaba librado 
a efectuar reconocimientos que pudieren perjudicar la estrategia perfilada en otro Sector. 

Por último, resta considerar el aspecto político del problema: la administración comunal deter-
minada por el gobierno elegido el 30 de octubre de 1983 contaría, desde el vamos, con un 
importante déficit de operatividad, pues su "pulmón jurídico" (valga la imagen) se encontraba 
a priori harto debilitado. Tal lo entendió, personalmente, el Intendente Saguier, quien impartió 
instrucciones para revertir la situación asumida el 10 de diciembre de 1983; de ese modo, 
apenas 47 días después, el 17 de enero de 1984, quedó reimplantado, con el Decreto 202/84, 
un sistema centralizado de asesoría. 

Otras dificultades: Suponer que las dificultades encontradas por las autoridades comunales al 
asumir en diciembre del 83 estribaban, en la faz jurídica, en restablecer un sistema centralizado 
es harto simplificar la cuestión. 

Existían, además, innúmeros escollos, entre los que ejemplificaremos: 9.219 juicios por aten-
der (tardamos muchos meses en hacer el balance y nómina completas) con un plantel profesio-
nal insuficiente en número y desmoralizado, un desprestigio (bien ganado y mal merecido, si 
se quiere) en sede judicial, una rémora de miles y miles de expedientes administrativos con 
retraso para expedirse mediante dictamen, la inmensa envergadura de pleitos nacidos a raíz de 
la ilegítima conducción comunal anterior, la absoluta carencia de una estrategia global en 
materia judicial, etc.

Explicar tales deterioros compele a historiar, a no ser que nos contentemos con admitir lo 
incomprensible sin siquiera investigarlo. No es este el caso, ni debe serlo; pues señalar los 
errores del pasado nos ha de servir para sortear los que nos tiente el futuro.

(1) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 1 | 18 de Febrero de 2013, pág.7)
(2) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 2 | 18 de Marzo de 2013, págs. 8 / 9)
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Dr. Ricardo Mario Busso fue el Primer Procurador General designado con el 
regreso a la democracia en Argentina. Se desempeñó en este cargo desde 
el año 1984 hasta 1987.

 

Nacido el 16 de mayo de 1940, el Dr. Busso comenzó a trabajar en la Comuna de la Capital Fede-
ral en 1958, mientras iniciaba sus estudios en Derecho.

Ya graduado como abogado -en 1964- recorrió todos los estamentos del escalafón municipal y 
llegó a ser Director de Juicios Especiales de la Procuración General de la Municipalidad de 
Buenos Aires; área responsable de la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica 
o institucional. Además, el Dr. Busso fue designado por concurso, miembro de la cátedra de 
Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; cargo al que renun-
ció por problemas de la política universitaria en 1973.

Con la recuperación de la democracia en el país, el entonces Intendente de la Ciudad de Buenos 
Aires, Julio César Saguier (1) lo nombró Procurador General, en diciembre de 1983.

El Doctor Ricardo M. Busso asumió así el desafío de realizar todo lo posible en pos de la 
Comuna que, después de la última dictadura militar (1976-1983), había quedado "endeudada, 
empobrecida y con los pleitos más serios y numerosos de su historia", según destacó el propio 
Intendente Saguier ante la prensa local.

La Municipalidad porteña tenía en ese momento nada menos que 9.219 juicios; cifra que dismi-
nuyó a 4.200 pleitos, gracias a su exitosa gestión.

 "¡Cómo se había llegado a tales extremos! ¿Cómo...? Acaso muy simplemente: con ineptitud de 
origen en ciertos casos, con espíritu avieso en otros, y por supuesto, con la consabida ineficacia 
que todo régimen despótico conlleva, pues, como es sabido por todo aquel que haya transitado la 
función pública, el rigor sólo recoge como fruto, un orden aparente, un programa a la postre 
inconvincente, pero nunca asegura la clara concreción de un resultado", explicó el Dr. Busso en 
el informe La Procuración General: Balance de su actuación durante el período 1984-1987 
(de consulta en los archivos de la Casa, N.D.R.).

Colaboraciones del Dr. Ricardo M. Busso 
para Carta de Noticias

(N.D.R.) Los artículos del Dr. Ricardo Busso a continuación, aluden, en el primer caso, a uno 
de los pleitos más resonantes que debió encarar -y logró resolver- durante su gestión al 
frente de la Procuración General: el de las Autopistas 25 de Mayo y Perito Moreno. Y en el 
segundo, a una cuestión que adquiere hoy significativa importancia en 2013, año del trigési-
mo aniversario de la recuperación de la democracia en nuestro país, con los cambios impul-
sados por el Dr. Busso en la Casa, luego de la última dictadura militar (1976-1983).

lúcido y esperando a que volviera a uno de sus hijos, en Barcelona, hasta que llegó. 
Se fue como un guerrero, peleándola hasta el último momento.

Como compañero de trabajo fue un hombre muy profundo en su saber jurídico, muy formado; gene-
roso con el conocimiento; muy cálido y siempre comunicativo. El mayor aporte que dejó a la Procu-
ración fue que designó a los titulares de las siete Direcciones que se crearon e integró toda la estruc-
tura con gente de carrera. Acá marcó escuela. 

(1): Ópera con música de Giuseppe Verdi y libreto de Francesco Maria Piave

NUNCA DEJÓ DE SER AQUEL COMPAÑERO INCLAUDICABLE

Por Miguel Rosenblum
Jefe de Departamento Información Jurídica

Para quienes no tuvieron la oportunidad de compartir funciones con el Doctor Ricardo Busso 
puede sorprender la trascendencia de su paso por la Procuración. 
Más que un recuerdo, su presencia constante luego del alejamiento la cristaliza una simple 
pero nada común bonhomía.

Llegó a primer Procurador General y desde su cargo nunca dejó de ser aquel compañero 
inclaudicable, gestor de un clima laboral basado en el respeto. Prestigió el sentido de pertenen-
cia a la Casa valorizando con calidad humana cada una de las funciones asignadas. 
Como resultado obtuvo la participación activa de una planta permanente de la que no tuvo 
dudas de valerse para reposicionar con su impronta a una unidad organizativa de prestigioso 
historial. En una mirada retrospectiva, sin hesitación puedo afirmar que sabía apreciar muy 
bien que contaba con funcionarios idóneos, probos y calificados.

Su gestión se caracterizó por reafirmar como concepción que no se podía improvisar ni experi-
mentar con la función pública, y que debía conocerse el rol del Organismo frente a la proble-
mática del municipio como eje central para el ejercicio de la defensa de sus intereses. Todo esto 
en un marco de alta judicialización que debió afrontarse como residual de la secuela de conflic-
tividad dejada por el proceso militar que le precediera.
Por esa natural aptitud para resolver los problemas de manera de no provocar tensiones, no 
dudo en señalar que tuve el orgullo de acompañar su gestión. Y por su valor y mérito personal, 
el privilegio de saber de él más allá de terminada su gestión. 

Finalmente, parafraseando a François Fénelon (1), diría de Ricardo: huyó de los elogios pero 
hizo lo necesario para merecerlos.

(1) François de Salignac de la Mothe, más comúnmente conocido como François Fénelon (Château de Fénelon, Sainte-Mondane, 
6 de agosto de 1651 - Cambrai, 7 de enero de 1715) fue un teólogo católico, poeta y escritor francés.

EL CASO DE LAS AUTOPISTAS: EL JUICIO Y SU SOLUCIÓN (1)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

La tan discutida cuestión de la construcción de las Autopistas 25 DE MAYO y PERITO 
MORENO por el sistema de concesión de obra pública, con garantía de tránsito mínimo y 
avales del Estado (Nacional y Municipal) por un monto cercano a los MIL MILLONES DE 
DÓLARES, concluyó con una serie de juicios, el principal de los cuales -promovido por la 
concesionaria Autopistas Urbanas S.A. (AUSA)- procuraba el reajuste de la tarifa o la resci-
sión del contrato. 

El cálculo realizado entonces indicaba que para amortizar el capital y saldar los intereses, era 
necesario fijar una tarifa de peaje que superaba los cinco (dólares) por vehículo, lo que forzo-
samente haría que el uso fuera muy escaso o nulo. Pero si no se cumplía con el tránsito mínimo 
garantizado (que variaba con los años, pero promediaban 50.000 vehículos diarios) la Munici-
palidad debía pagar la diferencia.

Más allá de ese irremediable quebranto, las dos alternativas posibles en un juicio eran desfavo-
rables para la Comuna: si ganaba el pleito tendría que soportar costas periciales por alrededor 
de DOSCIENTOS MILLONES DE DÓLARES. Si, en cambio, lo perdía, la condena duplicaría 
ese importe al adicionarse los honorarios de los abogados de la actora. 

Para comprender mejor la cuestión es necesario recordar que el único patrimonio de AUSA era 
la concesión, y que perdida, iría a la quiebra, siendo ante los peritos intervinientes –según el 
régimen vigente entonces– las dos partes solidariamente responsables del pago de sus honora-
rios y gastos. Y como dije antes, en cualquiera de los casos tendría que afrontar la deuda avala-
da, sea porque debía hacerse cargo de la garantía de tráfico mínimo garantiza- do conforme la 
tarifa que se fijara judicialmente, o por la quiebra de la deudora principal.

A fines de 1985 se llegó a una solución transaccional consistente, básicamente, en la compra del 
paquete accionario a los accionistas de AUSA (la compraron mayoritariamente la Municipalidad 
y en una mínima proporción, para que tuviera dos accionistas, la empresa de subterráneos 
SBASE), a pagar con la explotación de las autopistas durante cinco años o el tiempo necesario 
para el paso de ochenta millones de vehículos (lo que ocurriera antes), siendo durante ese lapso 

El ex Procurador -alejado de su cargo en mayo de 1987- tuvo en sus manos casos resonantes, 
como el de las autopistas urbanas, un pleito por 1.000 millones de dólares, conciliado mediante 
un acuerdo que mereció la aprobación de las cuatro bancadas de concejales.

"No someter nunca el enfoque jurídico al político" fue uno de los principios que guiaron el trabajo 
del Procurador Ricardo Mario Busso, quien permaneció siempre atento las novedades de la Casa.

(1) Julio César Saguier (1935-1987): Abogado; 64º Intendente de la Ciudad de Buenos Aires, desde el 10 de diciembre de 
1983 hasta el 13 de enero de 1987.

SE FUE COMO UN GUERRERO

Por Alicia Arból 
Procuradora General Adjunta 

Conocí a Ricardo y a toda su familia antes de trabajar juntos, a los 16 años. Nos volvimos a encon-
trar aquí, en la Procuración General, trabajando en Asistencia Jurídica (actual Servicios Jurídicos a 
la Comunidad). Quien hoy es mi marido también era su amigo y trabajaban  juntos en su estudio 
(donde trabajé desde 1974 hasta 2003, cuando Ricardo se fue a vivir en Bariloche).

Luego ingresamos a la Dirección General de Asuntos Jurídicos. Ricardo era abogado sumariante y 
después, Director judicial hasta que fue designado Procurador. Al poco tiempo, organizó la Procura-
ción General con las direcciones, con especialidades. Éramos 50 abogados y 30 que acompañába-
mos, había muchísimos juicios. Cada abogado llevaba 300 juicios. No existían las computadoras 
sino máquinas de escribir y el papel carbónico. 
  
Al partir a Bariloche, donde vivió los últimos 10 años, se matriculó y ejercía allá y en Buenos Aires, 
gracias a la tecnología de Internet, a través de donde mandaba los escritos. 
  
En 1991 le diagnosticaron cáncer de pulmón. El oncólogo le daba un año de vida. Le suministraron 
quimio y radio terapia y en agosto de 1992 se fue a esquiar. Cuando regresó estaba brillante y me 
dijo que lo iban a operar de una metástasis suprarenal. 
Le advirtieron entonces que no sobreviviría más de ocho meses. Pero cuatro meses más tarde, al 
volver de la rehabilitación, dijo que no le tenía miedo al cáncer y que no se dejaría vencer.
Ricardo fue mejorando y se convirtió en un caso inédito. Un día sentenció: “si llego a los cinco años 
hago una fiesta con todos mis amigos”…e hizo la fiesta. Recuerdo que brindó con La Traviata (1), 
porque le gustaba muchísimo la ópera, y así fue pasando el tiempo.
 
Luego tuvo un ACV leve que superó inmediato y después, como consecuencia tantos rayos y quimio-
terapia, una perforación de duodeno. Fue operado entonces dos veces en diez días. Permaneció 35 días 
internado y a los tres meses estábamos brindando con él otra vez. Siempre fue muy vital, muy alegre.
En diciembre del año pasado le encontraron dos tumores en el pulmón ya operado. Regresó a Barilo-
che, estuvo al borde de la muerte, ya estaba desahuciado, pero de nuevo se levantó en silla de ruedas, 
luego con bastón, y venía a Buenos Aires todos los meses a ver a sus hijos.
Esta vez no pudo más. Tenía ambos pulmones tomados. Hasta el día anterior a su partida, estaba 

los gastos de explotación y mantenimiento a cargo de los ex accionistas (constituidos al efecto en 
una U.T.E.), y con una participación de la M.C.B.A. en las ganancias que arrojare la explotación 
(que fueron muy significativas a los pocos meses de comenzado a operar el nuevo sistema). 

La adquisición de las acciones le costó a la Municipalidad la cuarta parte de lo que hubiera 
debido pagar en caso de haber obtenido el mejor de los resultados por vía judicial y sin tener 
nada a cambio. La tarifa que originalmente se estableció era de un Austral (A 1), equivalente a 
aproximadamente un Dólar.

La propuesta de acuerdo fue aprobada por el H. Concejo Deliberante, previo despacho de 
comisiones con la firma favorable de integrantes de todos los bloques representados en ese 
entonces.

LA PROCURACIÓN GENERAL DE VUELTA A LA DEMOCRACIA (2)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

En diciembre de 1983 el Intendente Dr. Julio C. Saguier me designó al frente del organismo en 
el que, como funcionario de carrera, ocupaba la Dirección de Juicios Especiales, área que tenía 
a su cargo la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica o institucional. 

La estructura de la Procuración General y su función como órgano de asesoramiento del Inten-
dente en ese momento era muy diferente a la que organizamos a partir de enero de 1984 
(Decreto 202/84) que en líneas generales se parece a la actual.

El formato que le dimos constituyó una innovación, pero no una novedad (por lo menos en sus 
aspectos primordiales). Se trató de una innovación porque el antecedente inmediato 
(considerado como un organismo asesor de la Comuna), la Procuración General que estable-
ciese el Decreto 1743/83, pese a la homonimia resulta de una funcionalidad fundamentalmente 
diferenciada de la que nos ocupa, la del Decreto 202/84. 

Obsérvese que aquel Decreto 1743/83, dictado apenas nueve meses antes de instalarse el gobier-
no democrático elegido el 30 de octubre, establecía una competencia restringida: 
a) la Procuración General sólo intervenía en un centenar de juicios, los de mayor trascendencia 
(los 9.100 restantes eran derivados a organismos descentralizados -Sectores Legales creados en 
cada Secretaría del Gabinete-, previstos en la misma norma e implementados precariamente); 
b) la Procuración General sólo emitía opinión en temas de materia administrativa que específi-
camente le fueran llevados a su consideración; el resto -el abrumador resto- era resuelto por los 
ya mencionados Sectores Legales. 

En resumen el esquema vigente cuando asumimos era de descentralización en cuanto a la 
actividad jurídica y judicial vinculada por la administración comunal; en antípoda, el creado 
por la Administración Saguier estableció un sistema centralizado e integral, a la manera en que 
operaban las dependencias asesoras anteriores.

Razones para un sistema centralizado: ¿Por qué escoger un sistema centralizado y no uno 
descentralizado? 

Diremos que el sistema descentralizado presenta, a priori, una dificultad de orden práctico 
evidente: una dispersión de estructuras similares, cuya materia es escindida por vía de matices 
convencionales que en algunos casos rayaban en el absurdo: si un vehículo municipal era 
chocado el juicio era derivado a la Secretaría a cuyo patrimonio pertenecía el rodado. 

De tal suerte, nos encontrábamos con que la imagen de la burocracia se plasmaba en forma 
irritante en dicha arbitraria diseminación de funciones. Pero, amén de la dificultad de orden 
práctico, existía otra -inmensa, por cierto- de orden jurídico: la posible contradicción entre los 
criterios jurídicos que sustentasen los diversos Sectores Legales, con lo que se produciría una 
descastación de la imagen de la Comuna en cuanto la fundamentación legal de sus actos. 

Además, la descentralización impedía consolidar una estrategia global de la defensa de los 
intereses municipales en litigio; es más, en alguna manera cada Sector Legal quedaba librado 
a efectuar reconocimientos que pudieren perjudicar la estrategia perfilada en otro Sector. 

Por último, resta considerar el aspecto político del problema: la administración comunal deter-
minada por el gobierno elegido el 30 de octubre de 1983 contaría, desde el vamos, con un 
importante déficit de operatividad, pues su "pulmón jurídico" (valga la imagen) se encontraba 
a priori harto debilitado. Tal lo entendió, personalmente, el Intendente Saguier, quien impartió 
instrucciones para revertir la situación asumida el 10 de diciembre de 1983; de ese modo, 
apenas 47 días después, el 17 de enero de 1984, quedó reimplantado, con el Decreto 202/84, 
un sistema centralizado de asesoría. 

Otras dificultades: Suponer que las dificultades encontradas por las autoridades comunales al 
asumir en diciembre del 83 estribaban, en la faz jurídica, en restablecer un sistema centralizado 
es harto simplificar la cuestión. 

Existían, además, innúmeros escollos, entre los que ejemplificaremos: 9.219 juicios por aten-
der (tardamos muchos meses en hacer el balance y nómina completas) con un plantel profesio-
nal insuficiente en número y desmoralizado, un desprestigio (bien ganado y mal merecido, si 
se quiere) en sede judicial, una rémora de miles y miles de expedientes administrativos con 
retraso para expedirse mediante dictamen, la inmensa envergadura de pleitos nacidos a raíz de 
la ilegítima conducción comunal anterior, la absoluta carencia de una estrategia global en 
materia judicial, etc.

Explicar tales deterioros compele a historiar, a no ser que nos contentemos con admitir lo 
incomprensible sin siquiera investigarlo. No es este el caso, ni debe serlo; pues señalar los 
errores del pasado nos ha de servir para sortear los que nos tiente el futuro.

(1) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 1 | 18 de Febrero de 2013, pág.7)
(2) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 2 | 18 de Marzo de 2013, págs. 8 / 9)
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Dr. Ricardo Mario Busso fue el Primer Procurador General designado con el 
regreso a la democracia en Argentina. Se desempeñó en este cargo desde 
el año 1984 hasta 1987.

 

Nacido el 16 de mayo de 1940, el Dr. Busso comenzó a trabajar en la Comuna de la Capital Fede-
ral en 1958, mientras iniciaba sus estudios en Derecho.

Ya graduado como abogado -en 1964- recorrió todos los estamentos del escalafón municipal y 
llegó a ser Director de Juicios Especiales de la Procuración General de la Municipalidad de 
Buenos Aires; área responsable de la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica 
o institucional. Además, el Dr. Busso fue designado por concurso, miembro de la cátedra de 
Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; cargo al que renun-
ció por problemas de la política universitaria en 1973.

Con la recuperación de la democracia en el país, el entonces Intendente de la Ciudad de Buenos 
Aires, Julio César Saguier (1) lo nombró Procurador General, en diciembre de 1983.

El Doctor Ricardo M. Busso asumió así el desafío de realizar todo lo posible en pos de la 
Comuna que, después de la última dictadura militar (1976-1983), había quedado "endeudada, 
empobrecida y con los pleitos más serios y numerosos de su historia", según destacó el propio 
Intendente Saguier ante la prensa local.

La Municipalidad porteña tenía en ese momento nada menos que 9.219 juicios; cifra que dismi-
nuyó a 4.200 pleitos, gracias a su exitosa gestión.

 "¡Cómo se había llegado a tales extremos! ¿Cómo...? Acaso muy simplemente: con ineptitud de 
origen en ciertos casos, con espíritu avieso en otros, y por supuesto, con la consabida ineficacia 
que todo régimen despótico conlleva, pues, como es sabido por todo aquel que haya transitado la 
función pública, el rigor sólo recoge como fruto, un orden aparente, un programa a la postre 
inconvincente, pero nunca asegura la clara concreción de un resultado", explicó el Dr. Busso en 
el informe La Procuración General: Balance de su actuación durante el período 1984-1987 
(de consulta en los archivos de la Casa, N.D.R.).

lúcido y esperando a que volviera a uno de sus hijos, en Barcelona, hasta que llegó. 
Se fue como un guerrero, peleándola hasta el último momento.

Como compañero de trabajo fue un hombre muy profundo en su saber jurídico, muy formado; gene-
roso con el conocimiento; muy cálido y siempre comunicativo. El mayor aporte que dejó a la Procu-
ración fue que designó a los titulares de las siete Direcciones que se crearon e integró toda la estruc-
tura con gente de carrera. Acá marcó escuela. 

(1): Ópera con música de Giuseppe Verdi y libreto de Francesco Maria Piave

NUNCA DEJÓ DE SER AQUEL COMPAÑERO INCLAUDICABLE

Por Miguel Rosenblum
Jefe de Departamento Información Jurídica

Para quienes no tuvieron la oportunidad de compartir funciones con el Doctor Ricardo Busso 
puede sorprender la trascendencia de su paso por la Procuración. 
Más que un recuerdo, su presencia constante luego del alejamiento la cristaliza una simple 
pero nada común bonhomía.

Llegó a primer Procurador General y desde su cargo nunca dejó de ser aquel compañero 
inclaudicable, gestor de un clima laboral basado en el respeto. Prestigió el sentido de pertenen-
cia a la Casa valorizando con calidad humana cada una de las funciones asignadas. 
Como resultado obtuvo la participación activa de una planta permanente de la que no tuvo 
dudas de valerse para reposicionar con su impronta a una unidad organizativa de prestigioso 
historial. En una mirada retrospectiva, sin hesitación puedo afirmar que sabía apreciar muy 
bien que contaba con funcionarios idóneos, probos y calificados.

Su gestión se caracterizó por reafirmar como concepción que no se podía improvisar ni experi-
mentar con la función pública, y que debía conocerse el rol del Organismo frente a la proble-
mática del municipio como eje central para el ejercicio de la defensa de sus intereses. Todo esto 
en un marco de alta judicialización que debió afrontarse como residual de la secuela de conflic-
tividad dejada por el proceso militar que le precediera.
Por esa natural aptitud para resolver los problemas de manera de no provocar tensiones, no 
dudo en señalar que tuve el orgullo de acompañar su gestión. Y por su valor y mérito personal, 
el privilegio de saber de él más allá de terminada su gestión. 

Finalmente, parafraseando a François Fénelon (1), diría de Ricardo: huyó de los elogios pero 
hizo lo necesario para merecerlos.

(1) François de Salignac de la Mothe, más comúnmente conocido como François Fénelon (Château de Fénelon, Sainte-Mondane, 
6 de agosto de 1651 - Cambrai, 7 de enero de 1715) fue un teólogo católico, poeta y escritor francés.

EL CASO DE LAS AUTOPISTAS: EL JUICIO Y SU SOLUCIÓN (1)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

La tan discutida cuestión de la construcción de las Autopistas 25 DE MAYO y PERITO 
MORENO por el sistema de concesión de obra pública, con garantía de tránsito mínimo y 
avales del Estado (Nacional y Municipal) por un monto cercano a los MIL MILLONES DE 
DÓLARES, concluyó con una serie de juicios, el principal de los cuales -promovido por la 
concesionaria Autopistas Urbanas S.A. (AUSA)- procuraba el reajuste de la tarifa o la resci-
sión del contrato. 

El cálculo realizado entonces indicaba que para amortizar el capital y saldar los intereses, era 
necesario fijar una tarifa de peaje que superaba los cinco (dólares) por vehículo, lo que forzo-
samente haría que el uso fuera muy escaso o nulo. Pero si no se cumplía con el tránsito mínimo 
garantizado (que variaba con los años, pero promediaban 50.000 vehículos diarios) la Munici-
palidad debía pagar la diferencia.

Más allá de ese irremediable quebranto, las dos alternativas posibles en un juicio eran desfavo-
rables para la Comuna: si ganaba el pleito tendría que soportar costas periciales por alrededor 
de DOSCIENTOS MILLONES DE DÓLARES. Si, en cambio, lo perdía, la condena duplicaría 
ese importe al adicionarse los honorarios de los abogados de la actora. 

Para comprender mejor la cuestión es necesario recordar que el único patrimonio de AUSA era 
la concesión, y que perdida, iría a la quiebra, siendo ante los peritos intervinientes –según el 
régimen vigente entonces– las dos partes solidariamente responsables del pago de sus honora-
rios y gastos. Y como dije antes, en cualquiera de los casos tendría que afrontar la deuda avala-
da, sea porque debía hacerse cargo de la garantía de tráfico mínimo garantiza- do conforme la 
tarifa que se fijara judicialmente, o por la quiebra de la deudora principal.

A fines de 1985 se llegó a una solución transaccional consistente, básicamente, en la compra del 
paquete accionario a los accionistas de AUSA (la compraron mayoritariamente la Municipalidad 
y en una mínima proporción, para que tuviera dos accionistas, la empresa de subterráneos 
SBASE), a pagar con la explotación de las autopistas durante cinco años o el tiempo necesario 
para el paso de ochenta millones de vehículos (lo que ocurriera antes), siendo durante ese lapso 

El ex Procurador -alejado de su cargo en mayo de 1987- tuvo en sus manos casos resonantes, 
como el de las autopistas urbanas, un pleito por 1.000 millones de dólares, conciliado mediante 
un acuerdo que mereció la aprobación de las cuatro bancadas de concejales.

"No someter nunca el enfoque jurídico al político" fue uno de los principios que guiaron el trabajo 
del Procurador Ricardo Mario Busso, quien permaneció siempre atento las novedades de la Casa.

(1) Julio César Saguier (1935-1987): Abogado; 64º Intendente de la Ciudad de Buenos Aires, desde el 10 de diciembre de 
1983 hasta el 13 de enero de 1987.

SE FUE COMO UN GUERRERO

Por Alicia Arból 
Procuradora General Adjunta 

Conocí a Ricardo y a toda su familia antes de trabajar juntos, a los 16 años. Nos volvimos a encon-
trar aquí, en la Procuración General, trabajando en Asistencia Jurídica (actual Servicios Jurídicos a 
la Comunidad). Quien hoy es mi marido también era su amigo y trabajaban  juntos en su estudio 
(donde trabajé desde 1974 hasta 2003, cuando Ricardo se fue a vivir en Bariloche).

Luego ingresamos a la Dirección General de Asuntos Jurídicos. Ricardo era abogado sumariante y 
después, Director judicial hasta que fue designado Procurador. Al poco tiempo, organizó la Procura-
ción General con las direcciones, con especialidades. Éramos 50 abogados y 30 que acompañába-
mos, había muchísimos juicios. Cada abogado llevaba 300 juicios. No existían las computadoras 
sino máquinas de escribir y el papel carbónico. 
  
Al partir a Bariloche, donde vivió los últimos 10 años, se matriculó y ejercía allá y en Buenos Aires, 
gracias a la tecnología de Internet, a través de donde mandaba los escritos. 
  
En 1991 le diagnosticaron cáncer de pulmón. El oncólogo le daba un año de vida. Le suministraron 
quimio y radio terapia y en agosto de 1992 se fue a esquiar. Cuando regresó estaba brillante y me 
dijo que lo iban a operar de una metástasis suprarenal. 
Le advirtieron entonces que no sobreviviría más de ocho meses. Pero cuatro meses más tarde, al 
volver de la rehabilitación, dijo que no le tenía miedo al cáncer y que no se dejaría vencer.
Ricardo fue mejorando y se convirtió en un caso inédito. Un día sentenció: “si llego a los cinco años 
hago una fiesta con todos mis amigos”…e hizo la fiesta. Recuerdo que brindó con La Traviata (1), 
porque le gustaba muchísimo la ópera, y así fue pasando el tiempo.
 
Luego tuvo un ACV leve que superó inmediato y después, como consecuencia tantos rayos y quimio-
terapia, una perforación de duodeno. Fue operado entonces dos veces en diez días. Permaneció 35 días 
internado y a los tres meses estábamos brindando con él otra vez. Siempre fue muy vital, muy alegre.
En diciembre del año pasado le encontraron dos tumores en el pulmón ya operado. Regresó a Barilo-
che, estuvo al borde de la muerte, ya estaba desahuciado, pero de nuevo se levantó en silla de ruedas, 
luego con bastón, y venía a Buenos Aires todos los meses a ver a sus hijos.
Esta vez no pudo más. Tenía ambos pulmones tomados. Hasta el día anterior a su partida, estaba 

los gastos de explotación y mantenimiento a cargo de los ex accionistas (constituidos al efecto en 
una U.T.E.), y con una participación de la M.C.B.A. en las ganancias que arrojare la explotación 
(que fueron muy significativas a los pocos meses de comenzado a operar el nuevo sistema). 

La adquisición de las acciones le costó a la Municipalidad la cuarta parte de lo que hubiera 
debido pagar en caso de haber obtenido el mejor de los resultados por vía judicial y sin tener 
nada a cambio. La tarifa que originalmente se estableció era de un Austral (A 1), equivalente a 
aproximadamente un Dólar.

La propuesta de acuerdo fue aprobada por el H. Concejo Deliberante, previo despacho de 
comisiones con la firma favorable de integrantes de todos los bloques representados en ese 
entonces.

LA PROCURACIÓN GENERAL DE VUELTA A LA DEMOCRACIA (2)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

En diciembre de 1983 el Intendente Dr. Julio C. Saguier me designó al frente del organismo en 
el que, como funcionario de carrera, ocupaba la Dirección de Juicios Especiales, área que tenía 
a su cargo la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica o institucional. 

La estructura de la Procuración General y su función como órgano de asesoramiento del Inten-
dente en ese momento era muy diferente a la que organizamos a partir de enero de 1984 
(Decreto 202/84) que en líneas generales se parece a la actual.

El formato que le dimos constituyó una innovación, pero no una novedad (por lo menos en sus 
aspectos primordiales). Se trató de una innovación porque el antecedente inmediato 
(considerado como un organismo asesor de la Comuna), la Procuración General que estable-
ciese el Decreto 1743/83, pese a la homonimia resulta de una funcionalidad fundamentalmente 
diferenciada de la que nos ocupa, la del Decreto 202/84. 

Obsérvese que aquel Decreto 1743/83, dictado apenas nueve meses antes de instalarse el gobier-
no democrático elegido el 30 de octubre, establecía una competencia restringida: 
a) la Procuración General sólo intervenía en un centenar de juicios, los de mayor trascendencia 
(los 9.100 restantes eran derivados a organismos descentralizados -Sectores Legales creados en 
cada Secretaría del Gabinete-, previstos en la misma norma e implementados precariamente); 
b) la Procuración General sólo emitía opinión en temas de materia administrativa que específi-
camente le fueran llevados a su consideración; el resto -el abrumador resto- era resuelto por los 
ya mencionados Sectores Legales. 

En resumen el esquema vigente cuando asumimos era de descentralización en cuanto a la 
actividad jurídica y judicial vinculada por la administración comunal; en antípoda, el creado 
por la Administración Saguier estableció un sistema centralizado e integral, a la manera en que 
operaban las dependencias asesoras anteriores.

Razones para un sistema centralizado: ¿Por qué escoger un sistema centralizado y no uno 
descentralizado? 

Diremos que el sistema descentralizado presenta, a priori, una dificultad de orden práctico 
evidente: una dispersión de estructuras similares, cuya materia es escindida por vía de matices 
convencionales que en algunos casos rayaban en el absurdo: si un vehículo municipal era 
chocado el juicio era derivado a la Secretaría a cuyo patrimonio pertenecía el rodado. 

De tal suerte, nos encontrábamos con que la imagen de la burocracia se plasmaba en forma 
irritante en dicha arbitraria diseminación de funciones. Pero, amén de la dificultad de orden 
práctico, existía otra -inmensa, por cierto- de orden jurídico: la posible contradicción entre los 
criterios jurídicos que sustentasen los diversos Sectores Legales, con lo que se produciría una 
descastación de la imagen de la Comuna en cuanto la fundamentación legal de sus actos. 

Además, la descentralización impedía consolidar una estrategia global de la defensa de los 
intereses municipales en litigio; es más, en alguna manera cada Sector Legal quedaba librado 
a efectuar reconocimientos que pudieren perjudicar la estrategia perfilada en otro Sector. 

Por último, resta considerar el aspecto político del problema: la administración comunal deter-
minada por el gobierno elegido el 30 de octubre de 1983 contaría, desde el vamos, con un 
importante déficit de operatividad, pues su "pulmón jurídico" (valga la imagen) se encontraba 
a priori harto debilitado. Tal lo entendió, personalmente, el Intendente Saguier, quien impartió 
instrucciones para revertir la situación asumida el 10 de diciembre de 1983; de ese modo, 
apenas 47 días después, el 17 de enero de 1984, quedó reimplantado, con el Decreto 202/84, 
un sistema centralizado de asesoría. 

Otras dificultades: Suponer que las dificultades encontradas por las autoridades comunales al 
asumir en diciembre del 83 estribaban, en la faz jurídica, en restablecer un sistema centralizado 
es harto simplificar la cuestión. 

Existían, además, innúmeros escollos, entre los que ejemplificaremos: 9.219 juicios por aten-
der (tardamos muchos meses en hacer el balance y nómina completas) con un plantel profesio-
nal insuficiente en número y desmoralizado, un desprestigio (bien ganado y mal merecido, si 
se quiere) en sede judicial, una rémora de miles y miles de expedientes administrativos con 
retraso para expedirse mediante dictamen, la inmensa envergadura de pleitos nacidos a raíz de 
la ilegítima conducción comunal anterior, la absoluta carencia de una estrategia global en 
materia judicial, etc.

Explicar tales deterioros compele a historiar, a no ser que nos contentemos con admitir lo 
incomprensible sin siquiera investigarlo. No es este el caso, ni debe serlo; pues señalar los 
errores del pasado nos ha de servir para sortear los que nos tiente el futuro.

(1) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 1 | 18 de Febrero de 2013, pág.7)
(2) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 2 | 18 de Marzo de 2013, págs. 8 / 9)
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o institucional. Además, el Dr. Busso fue designado por concurso, miembro de la cátedra de 
Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; cargo al que renun-
ció por problemas de la política universitaria en 1973.

Con la recuperación de la democracia en el país, el entonces Intendente de la Ciudad de Buenos 
Aires, Julio César Saguier (1) lo nombró Procurador General, en diciembre de 1983.

El Doctor Ricardo M. Busso asumió así el desafío de realizar todo lo posible en pos de la 
Comuna que, después de la última dictadura militar (1976-1983), había quedado "endeudada, 
empobrecida y con los pleitos más serios y numerosos de su historia", según destacó el propio 
Intendente Saguier ante la prensa local.

La Municipalidad porteña tenía en ese momento nada menos que 9.219 juicios; cifra que dismi-
nuyó a 4.200 pleitos, gracias a su exitosa gestión.

 "¡Cómo se había llegado a tales extremos! ¿Cómo...? Acaso muy simplemente: con ineptitud de 
origen en ciertos casos, con espíritu avieso en otros, y por supuesto, con la consabida ineficacia 
que todo régimen despótico conlleva, pues, como es sabido por todo aquel que haya transitado la 
función pública, el rigor sólo recoge como fruto, un orden aparente, un programa a la postre 
inconvincente, pero nunca asegura la clara concreción de un resultado", explicó el Dr. Busso en 
el informe La Procuración General: Balance de su actuación durante el período 1984-1987 
(de consulta en los archivos de la Casa, N.D.R.).

lúcido y esperando a que volviera a uno de sus hijos, en Barcelona, hasta que llegó. 
Se fue como un guerrero, peleándola hasta el último momento.

Como compañero de trabajo fue un hombre muy profundo en su saber jurídico, muy formado; gene-
roso con el conocimiento; muy cálido y siempre comunicativo. El mayor aporte que dejó a la Procu-
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tura con gente de carrera. Acá marcó escuela. 

(1): Ópera con música de Giuseppe Verdi y libreto de Francesco Maria Piave

NUNCA DEJÓ DE SER AQUEL COMPAÑERO INCLAUDICABLE

Por Miguel Rosenblum
Jefe de Departamento Información Jurídica

Para quienes no tuvieron la oportunidad de compartir funciones con el Doctor Ricardo Busso 
puede sorprender la trascendencia de su paso por la Procuración. 
Más que un recuerdo, su presencia constante luego del alejamiento la cristaliza una simple 
pero nada común bonhomía.

Llegó a primer Procurador General y desde su cargo nunca dejó de ser aquel compañero 
inclaudicable, gestor de un clima laboral basado en el respeto. Prestigió el sentido de pertenen-
cia a la Casa valorizando con calidad humana cada una de las funciones asignadas. 
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bien que contaba con funcionarios idóneos, probos y calificados.
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mentar con la función pública, y que debía conocerse el rol del Organismo frente a la proble-
mática del municipio como eje central para el ejercicio de la defensa de sus intereses. Todo esto 
en un marco de alta judicialización que debió afrontarse como residual de la secuela de conflic-
tividad dejada por el proceso militar que le precediera.
Por esa natural aptitud para resolver los problemas de manera de no provocar tensiones, no 
dudo en señalar que tuve el orgullo de acompañar su gestión. Y por su valor y mérito personal, 
el privilegio de saber de él más allá de terminada su gestión. 

Finalmente, parafraseando a François Fénelon (1), diría de Ricardo: huyó de los elogios pero 
hizo lo necesario para merecerlos.
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necesario fijar una tarifa de peaje que superaba los cinco (dólares) por vehículo, lo que forzo-
samente haría que el uso fuera muy escaso o nulo. Pero si no se cumplía con el tránsito mínimo 
garantizado (que variaba con los años, pero promediaban 50.000 vehículos diarios) la Munici-
palidad debía pagar la diferencia.

Más allá de ese irremediable quebranto, las dos alternativas posibles en un juicio eran desfavo-
rables para la Comuna: si ganaba el pleito tendría que soportar costas periciales por alrededor 
de DOSCIENTOS MILLONES DE DÓLARES. Si, en cambio, lo perdía, la condena duplicaría 
ese importe al adicionarse los honorarios de los abogados de la actora. 

Para comprender mejor la cuestión es necesario recordar que el único patrimonio de AUSA era 
la concesión, y que perdida, iría a la quiebra, siendo ante los peritos intervinientes –según el 
régimen vigente entonces– las dos partes solidariamente responsables del pago de sus honora-
rios y gastos. Y como dije antes, en cualquiera de los casos tendría que afrontar la deuda avala-
da, sea porque debía hacerse cargo de la garantía de tráfico mínimo garantiza- do conforme la 
tarifa que se fijara judicialmente, o por la quiebra de la deudora principal.

A fines de 1985 se llegó a una solución transaccional consistente, básicamente, en la compra del 
paquete accionario a los accionistas de AUSA (la compraron mayoritariamente la Municipalidad 
y en una mínima proporción, para que tuviera dos accionistas, la empresa de subterráneos 
SBASE), a pagar con la explotación de las autopistas durante cinco años o el tiempo necesario 
para el paso de ochenta millones de vehículos (lo que ocurriera antes), siendo durante ese lapso 

El ex Procurador -alejado de su cargo en mayo de 1987- tuvo en sus manos casos resonantes, 
como el de las autopistas urbanas, un pleito por 1.000 millones de dólares, conciliado mediante 
un acuerdo que mereció la aprobación de las cuatro bancadas de concejales.

"No someter nunca el enfoque jurídico al político" fue uno de los principios que guiaron el trabajo 
del Procurador Ricardo Mario Busso, quien permaneció siempre atento las novedades de la Casa.

(1) Julio César Saguier (1935-1987): Abogado; 64º Intendente de la Ciudad de Buenos Aires, desde el 10 de diciembre de 
1983 hasta el 13 de enero de 1987.

SE FUE COMO UN GUERRERO

Por Alicia Arból 
Procuradora General Adjunta 

Conocí a Ricardo y a toda su familia antes de trabajar juntos, a los 16 años. Nos volvimos a encon-
trar aquí, en la Procuración General, trabajando en Asistencia Jurídica (actual Servicios Jurídicos a 
la Comunidad). Quien hoy es mi marido también era su amigo y trabajaban  juntos en su estudio 
(donde trabajé desde 1974 hasta 2003, cuando Ricardo se fue a vivir en Bariloche).

Luego ingresamos a la Dirección General de Asuntos Jurídicos. Ricardo era abogado sumariante y 
después, Director judicial hasta que fue designado Procurador. Al poco tiempo, organizó la Procura-
ción General con las direcciones, con especialidades. Éramos 50 abogados y 30 que acompañába-
mos, había muchísimos juicios. Cada abogado llevaba 300 juicios. No existían las computadoras 
sino máquinas de escribir y el papel carbónico. 
  
Al partir a Bariloche, donde vivió los últimos 10 años, se matriculó y ejercía allá y en Buenos Aires, 
gracias a la tecnología de Internet, a través de donde mandaba los escritos. 
  
En 1991 le diagnosticaron cáncer de pulmón. El oncólogo le daba un año de vida. Le suministraron 
quimio y radio terapia y en agosto de 1992 se fue a esquiar. Cuando regresó estaba brillante y me 
dijo que lo iban a operar de una metástasis suprarenal. 
Le advirtieron entonces que no sobreviviría más de ocho meses. Pero cuatro meses más tarde, al 
volver de la rehabilitación, dijo que no le tenía miedo al cáncer y que no se dejaría vencer.
Ricardo fue mejorando y se convirtió en un caso inédito. Un día sentenció: “si llego a los cinco años 
hago una fiesta con todos mis amigos”…e hizo la fiesta. Recuerdo que brindó con La Traviata (1), 
porque le gustaba muchísimo la ópera, y así fue pasando el tiempo.
 
Luego tuvo un ACV leve que superó inmediato y después, como consecuencia tantos rayos y quimio-
terapia, una perforación de duodeno. Fue operado entonces dos veces en diez días. Permaneció 35 días 
internado y a los tres meses estábamos brindando con él otra vez. Siempre fue muy vital, muy alegre.
En diciembre del año pasado le encontraron dos tumores en el pulmón ya operado. Regresó a Barilo-
che, estuvo al borde de la muerte, ya estaba desahuciado, pero de nuevo se levantó en silla de ruedas, 
luego con bastón, y venía a Buenos Aires todos los meses a ver a sus hijos.
Esta vez no pudo más. Tenía ambos pulmones tomados. Hasta el día anterior a su partida, estaba 

los gastos de explotación y mantenimiento a cargo de los ex accionistas (constituidos al efecto en 
una U.T.E.), y con una participación de la M.C.B.A. en las ganancias que arrojare la explotación 
(que fueron muy significativas a los pocos meses de comenzado a operar el nuevo sistema). 

La adquisición de las acciones le costó a la Municipalidad la cuarta parte de lo que hubiera 
debido pagar en caso de haber obtenido el mejor de los resultados por vía judicial y sin tener 
nada a cambio. La tarifa que originalmente se estableció era de un Austral (A 1), equivalente a 
aproximadamente un Dólar.

La propuesta de acuerdo fue aprobada por el H. Concejo Deliberante, previo despacho de 
comisiones con la firma favorable de integrantes de todos los bloques representados en ese 
entonces.

LA PROCURACIÓN GENERAL DE VUELTA A LA DEMOCRACIA (2)

Por Ricardo M. Busso, 
desde San Carlos de Bariloche

En diciembre de 1983 el Intendente Dr. Julio C. Saguier me designó al frente del organismo en 
el que, como funcionario de carrera, ocupaba la Dirección de Juicios Especiales, área que tenía 
a su cargo la atención de los cien juicios de mayor relevancia económica o institucional. 

La estructura de la Procuración General y su función como órgano de asesoramiento del Inten-
dente en ese momento era muy diferente a la que organizamos a partir de enero de 1984 
(Decreto 202/84) que en líneas generales se parece a la actual.

El formato que le dimos constituyó una innovación, pero no una novedad (por lo menos en sus 
aspectos primordiales). Se trató de una innovación porque el antecedente inmediato 
(considerado como un organismo asesor de la Comuna), la Procuración General que estable-
ciese el Decreto 1743/83, pese a la homonimia resulta de una funcionalidad fundamentalmente 
diferenciada de la que nos ocupa, la del Decreto 202/84. 

Obsérvese que aquel Decreto 1743/83, dictado apenas nueve meses antes de instalarse el gobier-
no democrático elegido el 30 de octubre, establecía una competencia restringida: 
a) la Procuración General sólo intervenía en un centenar de juicios, los de mayor trascendencia 
(los 9.100 restantes eran derivados a organismos descentralizados -Sectores Legales creados en 
cada Secretaría del Gabinete-, previstos en la misma norma e implementados precariamente); 
b) la Procuración General sólo emitía opinión en temas de materia administrativa que específi-
camente le fueran llevados a su consideración; el resto -el abrumador resto- era resuelto por los 
ya mencionados Sectores Legales. 

En resumen el esquema vigente cuando asumimos era de descentralización en cuanto a la 
actividad jurídica y judicial vinculada por la administración comunal; en antípoda, el creado 
por la Administración Saguier estableció un sistema centralizado e integral, a la manera en que 
operaban las dependencias asesoras anteriores.

Razones para un sistema centralizado: ¿Por qué escoger un sistema centralizado y no uno 
descentralizado? 

Diremos que el sistema descentralizado presenta, a priori, una dificultad de orden práctico 
evidente: una dispersión de estructuras similares, cuya materia es escindida por vía de matices 
convencionales que en algunos casos rayaban en el absurdo: si un vehículo municipal era 
chocado el juicio era derivado a la Secretaría a cuyo patrimonio pertenecía el rodado. 

De tal suerte, nos encontrábamos con que la imagen de la burocracia se plasmaba en forma 
irritante en dicha arbitraria diseminación de funciones. Pero, amén de la dificultad de orden 
práctico, existía otra -inmensa, por cierto- de orden jurídico: la posible contradicción entre los 
criterios jurídicos que sustentasen los diversos Sectores Legales, con lo que se produciría una 
descastación de la imagen de la Comuna en cuanto la fundamentación legal de sus actos. 

Además, la descentralización impedía consolidar una estrategia global de la defensa de los 
intereses municipales en litigio; es más, en alguna manera cada Sector Legal quedaba librado 
a efectuar reconocimientos que pudieren perjudicar la estrategia perfilada en otro Sector. 

Por último, resta considerar el aspecto político del problema: la administración comunal deter-
minada por el gobierno elegido el 30 de octubre de 1983 contaría, desde el vamos, con un 
importante déficit de operatividad, pues su "pulmón jurídico" (valga la imagen) se encontraba 
a priori harto debilitado. Tal lo entendió, personalmente, el Intendente Saguier, quien impartió 
instrucciones para revertir la situación asumida el 10 de diciembre de 1983; de ese modo, 
apenas 47 días después, el 17 de enero de 1984, quedó reimplantado, con el Decreto 202/84, 
un sistema centralizado de asesoría. 

Otras dificultades: Suponer que las dificultades encontradas por las autoridades comunales al 
asumir en diciembre del 83 estribaban, en la faz jurídica, en restablecer un sistema centralizado 
es harto simplificar la cuestión. 

Existían, además, innúmeros escollos, entre los que ejemplificaremos: 9.219 juicios por aten-
der (tardamos muchos meses en hacer el balance y nómina completas) con un plantel profesio-
nal insuficiente en número y desmoralizado, un desprestigio (bien ganado y mal merecido, si 
se quiere) en sede judicial, una rémora de miles y miles de expedientes administrativos con 
retraso para expedirse mediante dictamen, la inmensa envergadura de pleitos nacidos a raíz de 
la ilegítima conducción comunal anterior, la absoluta carencia de una estrategia global en 
materia judicial, etc.

Explicar tales deterioros compele a historiar, a no ser que nos contentemos con admitir lo 
incomprensible sin siquiera investigarlo. No es este el caso, ni debe serlo; pues señalar los 
errores del pasado nos ha de servir para sortear los que nos tiente el futuro.

(1) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 1 | 18 de Febrero de 2013, pág.7)
(2) Columna publicada en Carta de Noticias (Año 1-Número 2 | 18 de Marzo de 2013, págs. 8 / 9)
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Novedades de la Procuración General CABA

La Reunión tuvo por objeto el estudio de un ante-
proyecto normativo propiciado para reemplazar al 
Reglamento de Sumarios Administrativos aprobado 
por el Decreto Nº 3360/ex-MCBA/68 (modificado 
por su similar N° 468/GCBA/2008).

El Procurador General, Dr. Julio CONTE-GRAND, 
advirtió preliminarmente que la normativa que se 
impulse, debe receptar –con las modulaciones que 
la temática específica amerite–, el impacto de la 
nuevas tecnologías electrónicas en las que se 
enmarca hoy la actividad gubernamental de la 
Ciudad, en aras de un gobierno abierto y transparente.

Con la presencia del señor SÍNDICO GENERAL 
DE LA CIUDAD, el Dr. Ignacio Martín RIAL,  el 
pasado miércoles 7 de agosto se realizó en el Salón 
Microcine del Palacio de la Jefatura de Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires -sito en Bolívar 1-, la 
III Reunión Plenaria del Procurador General, Dr. 
Julio CONTE-GRAND, con los Directores Gene-
rales Técnicos Administrativos y Legales de los 
distintos ministerios de la Ciudad.

Ofició como Director General Anfitrión, el Direc-
tor General Técnico Administrativo y Legal de 
Rentas de la Ciudad (AGIP), el Dr. Juan Carlos 
PÉREZ COLMAN.

Abogacía Estatal a Pleno

TERCERA REUNIÓN PLENARIA DEL PROCURADOR GENERAL CON LOS TITULARES DE LAS 
DIRECCIONES GENERALES TÉCNICAS, ADMINISTRATIVAS Y LEGALES
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CONVENIO: PROCURACIÓN 
GENERAL – ADMINISTRACIÓN GUBERNAMENTAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS (AGIP)

El encuentro contó asimismo con la presencia del 
Director General de Sumarios de la Procuración 
General de la Ciudad, el Dr. Ricardo RUGGIERO, 
quien efectuó un pormenorizado análisis de los 
aspectos de la reglamentación vigente que recla-
man ser conciliados con normas más modernas 
vigentes en ámbitos íntimamente ligados, como el 
empleo público y la fisonomía convencionada que 
este exhibe.

A continuación, hizo una descripción del papel de 
trabajo circulado con carácter previo entre los 
señores Directores y entre las consideraciones que 
efectuó, examinó el tenor reglamentario y no legal 
de la norma proyectada.

Por su parte, los directores presentes aportaron las 
experiencias concretas que ha suscitado la aplica-
ción de la normativa actual desde la perspectiva de 
sus respectivas áreas de incumbencias y postularon 
diversas soluciones normativas posibles.

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, representada por el Procurador General, 
Dr. Julio Conte-Grand, y la Administración Guberna-
mental de Ingresos Públicos de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires (AGIP), representada por el Administra-
dor Gubernamental de Ingresos Públicos, Lic. Carlos 
Walter, firmaron un Convenio Marco de Cooperación.

El acuerdo, firmado el pasado 15 de agosto,  destacó 
que ambas Instituciones están al servicio de la comu-
nidad; comprometidas con el desarrollo de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y el bienestar de sus 
habitantes, y que la mutua complementación y cola-
boración sirven al respectivo desenvolvimiento insti-
tucional incrementando sus capacidades de investi-
gación, administración e innovación tecnológica.
 
El objetivo del convenio es establecer relaciones de 
cooperación  y asistencia recíproca en temas de carác-
ter académico, científico, cultural, tecnológico, tribu-
tario, de investigación y de servicio entre las partes.

Esa mutua colaboración se efectivizará mediante la 
adopción de medidas de coordinación y acción 
conjuntas en todas las áreas de sus incumbencias, 

La Reunión tuvo por objeto el estudio de un ante-
proyecto normativo propiciado para reemplazar al 
Reglamento de Sumarios Administrativos aprobado 
por el Decreto Nº 3360/ex-MCBA/68 (modificado 
por su similar N° 468/GCBA/2008).

El Procurador General, Dr. Julio CONTE-GRAND, 
advirtió preliminarmente que la normativa que se 
impulse, debe receptar –con las modulaciones que 
la temática específica amerite–, el impacto de la 
nuevas tecnologías electrónicas en las que se 
enmarca hoy la actividad gubernamental de la 
Ciudad, en aras de un gobierno abierto y transparente.

Con la presencia del señor SÍNDICO GENERAL 
DE LA CIUDAD, el Dr. Ignacio Martín RIAL,  el 
pasado miércoles 7 de agosto se realizó en el Salón 
Microcine del Palacio de la Jefatura de Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires -sito en Bolívar 1-, la 
III Reunión Plenaria del Procurador General, Dr. 
Julio CONTE-GRAND, con los Directores Gene-
rales Técnicos Administrativos y Legales de los 
distintos ministerios de la Ciudad.

Ofició como Director General Anfitrión, el Direc-
tor General Técnico Administrativo y Legal de 
Rentas de la Ciudad (AGIP), el Dr. Juan Carlos 
PÉREZ COLMAN.

Los Dres. Ricardo RUGGIERO y Juan C. PÉREZ COLMAN

El Dr. Ignacio M. RIAL, y el Procurador General Julio CONTE-GRAND

El Dr. Julio CONTE-GRAND y el Lic. Carlos WALTER

Los Dres. María José RODRÍGUEZ y Juan C. PÉREZ COLMAN, en el centro
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cuando las circunstancias así lo permitan y propicien.

El acuerdo -de una duración inicial de cuatro años, 
prorrogables- establece además la realización de 
diversas actividades; entre ellas, trabajo recíproco 
como organismos asesores; colaboración en proyectos 
de investigación y desarrollo, intercambiando infor-
mación y recursos humanos calificados en la materia, 
y organización de conferencias, seminarios, cursos, 
jornadas de capacitación de personal.

NUEVA PÁGINA WEB DE LA PROCURACIÓN 
GENERAL

Invitamos a los lectores de Carta de Noticias a 
visitar la nueva página web de la Procuración 
General, con novedades en su diseño, formato, 
fotografías, enlaces y atajos, entre otros cambios,  
en el siguiente sitio: 
www.buenosaires.gob.ar/procuracion

Desde ese sitio, pueden descargarse rápidamente 
todos los ejemplares de Carta de Noticias de la 
Procuración General así como la Información 

Jurídica; subidos periódicamente (ver botones 
inferiores en el sitio web). 

La nueva página actualiza de forma permanente 
todas las informaciones relevantes de la Procura-
ción General de un modo ágil y dinámico.

A partir del mes de julio hemos incorporado el 
Botón "Actividades Académicas de la Procuración 
General", con un panorama completo de las inicia-
tivas organizadas por la Casa, y sus correspondien-
tes formularios de inscripción.

INVITACIÓN A LOS LECTORES

Una vez más, Carta de Noticias los invita a participar 
activamente en esta publicación de la Dirección 
General de Información Jurídica y Extensión, con el 
envío de sugerencias, informaciones, actividades, 
comentarios, a través del siguiente correo electrónico: 
cartadenoticias_pg_caba@ buenosaires.gob.ar

SERVICIO DE INFORMACIÓN JURÍDICA Y 
OPINIONES ACADÉMICAS
 
Recordamos a las Direcciones Generales de la 
Procuración General, y a las Direcciones Generales 
Técnicas, Administrativas y Legales (DGTALES) 
del Gobierno de la Ciudad, que pueden solicitar 
informes sobre líneas de jurisprudencia administra-
tiva y judicial; doctrina y opiniones académicas a la 
Dirección General de Información Jurídica y Exten-
sión, PG CABA. 

Los pedidos serán recibidos en el correo electrónico 
mjrodriguez@buenosaires.gob.ar, a los efectos 
de la asignación del número de orden respectivo; y 
serán satisfechos en un plazo estimado de quince 
(15) días hábiles, salvo invocación de razones de 
urgencia. 
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Congresos, conferencias, cursos, jornadas, 
presentaciones de libros y seminarios 

PRIMER CONGRESO INTERNACIONAL DE 
TRANSPARENCIA Y GOBIERNO ABIERTO

El Congreso contó con la presencia del Jefe de Gobier-
no, Mauricio Macri, y del ex fiscal italiano Antonio Di 
Pietro, renombrado internacionalmente tras impulsar en 
1992 el proceso judicial Mani pulite (Manos limpias), 
contra una amplia red de corrupción que involucraba a 
los principales grupos políticos, empresariales e indus-
triales de su país.

El Vice-presidente primero de la Legislatura porteña, 
Cristian Ritondo, fue el encargado de dar la bienvenida 
al actual diputado italiano, a quien expresó "no es nece-
sario y, además, sería un gran atrevimiento explicarle a 
usted lo que significa la corrupción; cómo se enquista 
en el sistema político y, desde allí, cómo puede llegar a 

los más recónditos lugares. Sí es apropiado y oportuno 
decirle cómo la percibimos los argentinos y cómo la 
vemos desde esta legislatura".

Principal orador en la apertura del Congreso, Di Pietro 
aseguró que "la corrupción que se observa en estos días es 
sistémica y debemos expulsarla de nuestro sistema político".

"La corrupción subsiste porque no se han adoptado los 
mecanismos de naturaleza administrativa y legislativa 
para pararla definitivamente y para eso, es fundamental 
la actuación de una Justicia absolutamente independien-
te de la política", destacó ante unos trescientos asisten-
tes al Congreso realizado el 1° de agosto en el Salón 
Dorado de la Legislatura.
En cuanto a la experiencia italiana contra la corrupción, 
resaltó lo conveniente que fue "modificar algunos proce-
dimientos de la justicia penal y también, constituciona-
les", mientras advirtió "que los Estados no deben nego-
ciar con empresas que tienen sede en paraísos fiscales”.

 "Cuanto más se acerca la Justicia a los casos de corrup-
ción, más ataca al poder político", insistió el también ex 
senador. Tal como hizo él mismo en su momento, 
recomendó: "los jueces que quieran entrar en temas 
políticos renuncien a sus cargos. Los miembros del 
Poder Judicial no deben en ningún modo ser candidatos 
a un cargo político".

El evento -organizado por el Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires a través del Ministerio de Modernización, 
a cargo de Andrés Ibarra, y la Subsecretaría de Asuntos 
Públicos- presentó además panelistas y autoridades de 
Uruguay, Chile, México, España y de nuestro país; entre 
ellos, el Subsecretario de Políticas Públicas del Ministe-
rio de Modernización de la Ciudad, Álvaro González.

"La transparencia institucional y el gobierno abierto son 
pilares fundamentales en la búsqueda de un mejor 
gobierno y están orientados al fortalecimiento de la 
relación entre el Estado y el ciudadano", subrayó el 
Subsecretario. A su vez, la Defensora del Pueblo, Alicia 
Pierini se refirió a una de las herramientas vinculadas a 
la transparencia: el acceso a la información.

de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, y las revistas 
Argentina del Régimen de la Administración Pública;  
De Derecho Administrativo y El Derecho. 

Para los lectores interesados, el programa completo 
del evento –con paneles, expositores y horarios- es el 
siguiente:

9.30 hs.
Apertura Prof. Guido S. TAWIL 

9.40  a 11.00 hs. 
Primer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (I)

Profesores Jorge ALBERTSEN, Carlos ANDREUCCI, 
Carlos BOTASSI, Juan C. CASSAGNE, Ricardo 
DRUETTA, Ismael MATA y Eduardo MERTEHIKIAN. 
Moderador: Prof. David HALPERÍN 

11 a 11.30 hs. 
Segundo Panel: Semblanza de Julio R. Comadira

Presentación: Prof. Guido S. TAWIL 
El maestro: Profesores Fabián CANDA y Patricio 
M.E.SAMMARTINO 
El recuerdo de la familia: Dra. Cristina COMADIRA 
y Prof. Julio Pablo COMADIRA

11.30 hs. a 11.45 hs. 
Break 

11.45. a 13:00 hs. 
Tercer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (II)
 
Profesores Alberto BIANCHI, Pedro COVIELLO, 
Héctor MAIRAL, Ismael FARRANDO, Pablo 
PERRINO y Alejandro USLENGHI 
Moderador: Prof. Pablo GALLEGOS FEDRIANI 

13:00 a 15.30 hs.
Receso 

15.30 a 16:00 hs.
Cuarto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (I)  

Temas: El concepto de servicio público, la ética en la 
actuación administrativa, la relevancia del interés 

El evento fue organizado por los Dres. Carlos Balbín, 
Pablo Gallegos Fedriani, Fernando Juan Lima y Juan 
G. Corvalán; y el Centro Federal de Estudios de Dere-
cho Público del DPI (Derecho Público Integral) . 

JORNADA EN HOMENAJE AL PROFESOR 
JULIO R. COMADIRA

Organizada por la Cátedra de Derecho Administrativo 
del Prof. Guido S. Tawil, la jornada se celebrará el próxi-
mo día 20, de 9.30 a 19 horas, en el Salón Azul de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

La  actividad académica –entrada gratuita y sin inscripción 
previa- cuenta con las adhesiones Cátedras de Derecho 
Administrativo de la UBA de los Profesores Balbín, 
García Pullés, Hutchinson y Marcer; de la misma cátedra 
de la UNLP de los Prof. Andreucci, Botassi, Hutchinson y 
Mamberti; las facultades de Derecho de las Universidades 
Austral; Pontificia Católica Argentina y Nacional de Cuyo.

También adhieren la Asociación Argentina de Derecho 
Administrativo; los Institutos de Derecho Administrativo 
del Colegio de Abogados de La Plata y de Capital Fede-
ral; la Comisión de Derecho Administrativo del Colegio 

público en el procedimiento administrativo y la 
responsabilidad del Estado
Profesores Oscar AGUILAR VALDEZ, Miriam IVA-
NEGA, Laura MONTI y Oscar CUADROS 
Moderador: Prof. Fernando LAGARDE 

16.30 a 17.30 hs. 
Quinto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (II) 

Temas: La revocación del acto administrativo por ilegitimi-
dad, la licitación pública, la posición de la Administración 
frente a la ley inconstitucional y el acto administrativo. 
Profesores Horacio DIEZ, Jorge MURATORIO, 
María Paula RENNELLA y María José RODRÍGUEZ 
Moderadora: Prof. Alejandra VILLASUR 

17.30 a 17.45 hs. 
Break 

17.45 a 19:00 hs. 
Sexto Panel. El recuerdo de los Profesores Titula-
res de la Universidad

Profesores Carlos BALBÍN, Fernando GARCÍA 
PULLÉS, Tomás HUTCHINSON, Ernesto MARCER y 
Guido S. TAWIL Moderadora: Prof. Gabriela STORTONI 

Presentadores generales. Prof. Marina ÁVILA y Federico 
NIELSEN

CICLO CONFERENCIAS: CONTRATO ADMINISTRATI-
VO DE OBRA OBRA PÚBLICA

La Fundación para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (FECIC) organiza un ciclo de tres conferen-
cias orientado a la Diplomatura Federal en Contrato 
Administrativo de Obra Pública. 

Los encuentros tendrán lugar en la sede de la Funda-
ción, ubicada en Moreno 431, y según sus organizado-
res, "surgió como una necesidad planteada por los 
aspirantes a cursar la Diplomatura a partir del primer 
semestre de de 2014".

Las conferencias están previstas de acuerdo al 
siguiente cronograma:
Lunes 23 de septiembre, 17.00 hs.: 

Aspectos generales de la Obra Pública (Ernesto 
MARCER)

Lunes 28 de noviembre, 17.00 hs.: 
Modalidades de financiación y ejecución de la Obra 
Pública (Rodolfo BARRA)

Lunes 2 de diciembre, 17.00 hs.: 
Cuestiones sobre el nuevo reglamento de contratacio-
nes de la administración nacional aprobado por el dec. 
893/2012 (María José RODRÍGUEZ)

Quienes concurran al ciclo de conferencias podrán deducir 
su costo del precio total de la Diplomatura, y se otorgarán 
certificados tanto por los seminarios individuales como 
por la ronda completa.

Informes e inscripciones:
E-mail: observatorio@fecic.org.ar / Tel: 51993020/21  

CONFERENCIA: "INNOVACIÓN Y REFORMA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO

La temática será abordada por los reconocidos Doctores 
Eberhard Schmidt-Aßmann, Catedrático de Derecho 
Público de la Universidad de Heidelberg (Alemania) y 
Javier Barnés Vázquez, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo en la Universidad de Huelva (España).

El acto académico está organizado por el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.

La cita tendrá lugar el próximo jueves 22, a las 18:30 
horas, en la Facultad de Derecho de la Universidad Católi-
ca, Av. Alicia Moreau de Justo 1400, Edificio Santo Tomás 
Moro, 3º Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

EVENTO: PRIMER ANIVERSARIO ACTA PROMESA 
DE LEALTAD A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Asociación Argentina de Derecho Constitucional 
(Fundaedu) y la Fundación para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura  (FECIC) invitan al evento “A un año 
del Acta propiciando la difusión, enseñanza y compro-
miso con los derechos fundamentales y principios 

democráticos de la Constitución Nacional".
El encuentro se realizará el próximo día 23 a las 16:00 
horas,  en el Centro Cultural Mariano Moreno, 
Moreno 431, CABA, con entrada libre y gratuita.

El Acta conmemorada -propulsada por Fundaedu y 
FECIC- sella el compromiso de más de cuarenta organiza-
ciones de la sociedad civil para difundir los principios 
fundamentales de nuestra Carta Magna.
Una de las principales propuestas del Acta consiste 
en la sanción por parte de las distintas Legislaturas 
provinciales, de una Ley de Promesa de Lealtad a la 
Constitución Nacional por parte de los alumnos del 
último año de la escuela primaria, el 1° de mayo, día 
de la Constitución Nacional.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera en 
sancionar dicha ley el 15 de noviembre de 2012, Ley Nº 4358, 
publicada en el Boletín Oficial del 18 de enero del 2013.

CONFERENCIA: VIOLENCIA DE GÉNERO 
Y PROTECCIÓN FAMILIAR 

La Oficina de Servicio Jurídico de la Comunidad de la 
Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires invita 
al encuentro académico sobre Violencia de Género y 
Protección Familiar, que se realizará el próximo lunes 26 
de agosto en su sede, ubicada en Avenida Córdoba 1235.

La actividad no arancelada comenzará a las 15:00 horas 
con la exposición de la inspectora Mercedes Rebainera 
-segunda jefa del Área de Violencia de Género y Protec-
ción Familiar de la Policía Metropolitana-, quien tratará 
el tema de la violencia de género como una  problemáti-
ca social. A continuación, la comisionada Liliana 
Rubino, jefa de dicha área, abordará la labor de la 
Policía Metropolitana frente a la violencia de género.

Luego de un receso, se presentará una conferencia sobre 
el protocolo de actuación aplicable a la recepción de las 
denuncias de violencia en las comisarías comunales, a 
cargo de la inspectora Cecilia Padilla y la subinspectora 
Vanesa Germano, jefas de Sección del Área de Violen-
cia de Género y Protección Familiar de las comunas 4 y 
12, respectivamente.

Las palabras de cierre estarán a cargo de la comisio-
nada Liliana Rubino. 
La inscripción se debe hacer en el botón Actividades 
Académicas del sitio web de la Procuración General:  
www.buenosaires.gob.ar/procuracion 

Los certificados de asistencia a los inscriptos que 
asistan al evento serán enviados vía internet. 

CONGRESO INTERNACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL

El congreso, organizado por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, se llevará a cabo los días 28, 
29 y 30 del mes en curso, en la mencionada universidad.
Para la inscripción y más información contactarse con el 
Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 
UBA, a través del siguiente correo electrónico: 
cep@derecho.uba.ar

PRIMERA EDICIÓN PREMIOS OBSERVATORIO 
DE LA SALUD

Con motivo de la celebración de su 4to. aniversario, 
el Observatorio de la Salud de la Facultad de Dere-
cho de la UBA convoca a concurso para la presenta-
ción de trabajos sobre temas de actualidad e investi-
gaciones en materia de Derecho de la Salud.

La propuesta está dirigida a alumnos y graduados de 
carreras afines al Derecho de la Salud, cuyos trabajos 
serán analizados por un jurado integrado por las 
Dras. Marisa Aizenberg; María Susana Ciruzzi; 
Viviana Bonpland, y el Lic. Alberto Bozzolo.

La convocatoria –organizada junto con el Seminario de 
Investigaciones en “Derecho y Salud” del Instituto Rioja- 
cierra el 30 del mes en curso y los trabajos deben ser envia-
dos por correo electrónico en la siguiente casilla de correo 
electrónico: observatorioderechoysalud@derecho.uba.ar

Informes: 
http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/
2013_convocatoria-1era-edicion-premios-observa
torio-de-salud-2013.php

NUEVA FECHA: CONFERENCIA DE 
PRESENTACIÓN DE LA MAESTRÍA EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO (ACREDITADA ANTE CONEAU 
POR RESOLUCIÓN 78, del 8 de marzo de 2013)

CLASES MAGISTRALES. 
ACTIVIDAD ACADÉMICA NO ARANCELADA.

La Escuela de Posgrado de la Universidad Nacional de 
la Matanza, sede en Moreno 1623, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, confirmó para el día 4 de noviembre 

próximo el acto de presentación de la Maestría en 
Derecho Administrativo.

Carta de Noticias reitera a los lectores que durante el 
evento expondrán los profesores Patricio SAMMAR-
TINO, Fabián CANDA, Nora VIGNOLO y Eugenio 
PALAZZO. Dado el tenor académico y científico de la 
jornada se expedirán certificados de asistencia a quie-
nes formalicen su inscripción. 

En el caso de que la convocatoria exceda la capacidad 
física del Salón Auditorio, ubicado en el subsuelo, el 
evento también será transmitido a través de una pantalla 
audiovisual en el Aula Principal del piso tercero (v. foto)

CONFERENCIA: LA EFECTIVIDAD DE LOS 
TRIBUNALES INTERNACIONALES

La temática será abordada por el Profesor Yuyal Saín, 
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Hebrea de Jerusalem (Israel), el próximo jueves 22, a 
las 18 horas, en el Salón Azul de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Buenos Aires.

La conferencia está organizada por la Asociación 
Amigos Argentinos de la Universidad Hebrea de 
Jerusalem y la Facultad de Derecho de la UBA.

La entrada es libre y gratuita.
Informes: Teléfono: 4374-7045 
info@huji.org.ar / www.huji.org.ar

CURSO BÁSICO ABOGACÍA ESTATAL 
ORGANIZADO POR LA PROCURACIÓN 
GENERAL DE LA CIUDAD

Cuestiones teórico-prácticas de Asuntos Patrimoniales
Dominio público y privado del Estado: Dra. Daniela 
UGOLINI. La gestión dominial: Dra. Cristina GESTO. 
Herencias vacantes: Dr. Adolfo BOADA UGARTE.

Lunes 23/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico-prácticas relativas al contrato 
administrativo de Empleo Público.
Fisonomía actual de la relación de empleo público: 
Dras. Viviana BONPLAND y Nora VIGNOLO. Cues-
tiones teórico-prácticas de la relación de empleo públi-
co en la Ciudad (aspectos judiciales): Dr. Rodolfo 
MERLINO. Cuestiones teórico-prácticas de la 
relación de empleo público en la Ciudad en la jurispru-
dencia administrativa de la PG CABA:  Dra. María 
Beatriz LESCANO y Dr. Gabriel BERTOZZI

Lunes 30/9 11.00 a 13.00 hs.
Sumarios y Asuntos Penales.
Delitos contra la Administración: Dr. Juan Gustavo COR-
VALÁN. Procedimiento sumarial: Dr. Carlos LO TURCO
Cuestiones penales vinculadas con la ocupación del 
espacio público: Francisco D´ALBORA. El fundamento y 
finalidad del régimen disciplinario: Miriam IVANEGA

Lunes 7/10 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones de Finanzas Públicas, Asuntos Tributa-
rios y Cuestiones de Comunas
Régimen Haciendal: Dr. Antonio PAZ
Cuestiones relativas a Asuntos Tributarios y Recursos 
Fiscales: Dra. Adriana Patricia BOSKOVICH,  Dra. 
María del Pilar OSORIO, Dra. Elena Fabiana 
BEFARO. Cuestiones relativas a Asuntos Comunales: 
Dra. Paola SANTARCÁNGELO 

Conferencia de Cierre, Dr. Pablo GALLEGOS FEDRIANI

Consultas: procuraciongeneral@buenosaires.gob.ar
Teléfono: 4323-9200 (int. 7477 /7397)

Informes e inscripción online:

(1) Programa sujeto a modificaciones
(2) Se otorgarán certificados por clase individual o por curso completo 
(80% de asistencia). Los certificados serán remitidos por  correo 
electrónico, 30 días después de la finalización del curso. 

OBJETIVOS ACADÉMICOS: El CURSO BÁSICO 
DE ABOGACÍA ESTATAL, (1), pretende ofrecer, a 
través de conferencias sobre temas de actualidad, brinda-
das por profesores de acreditado nivel académico y 
trayectoria profesional, una visión panorámica de las 
cuestiones teórico-prácticas más elementales inherentes 
al ejercicio de la abogacía estatal, en especial referencia a 
las competencias de la Procuración General de la Ciudad. 
Las temáticas abordadas, desde la doble perspectiva local 
y federal, serán ulteriormente desarrolladas en un Progra-
ma de Especialización.

DESTINATARIOS: profesionales del derecho, pasan-
tes universitarios que se desempeñan en el ámbito de 
la Procuración General y operadores que interactúan 
con los sistemas de justicia y de abogacía estatal.

ACTIVIDAD NO ARANCELADA
SE OTORGARÁN CERTIFICADOS (2)

PROGRAMA

Lunes 2/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico- prácticas de Abogacía Estatal.
Clase magistral a cargo del Procurador General de la 
Ciudad: Dr. Julio CONTE-GRAND. Cuestiones de 
Procedimiento Administrativo: Dr. Pablo COMADI-
RA. Cuestiones de Acto Administrativo: Dr. Patricio 
SAMMARTINO. Cuestiones de Contratos Adminis-
trativos: Dr. Fernando LAGARDE  

Lunes 9/9 11.00 a 13.00 hs. 
Cuestiones teórico-prácticas relativas a Asuntos Insti-
tucionales.
Cuestiones relativas a responsabilidad estatal: Dr. Oscar 
GIGLIO. Cuestiones relativas a los procesos urgentes: Dr. 
Patricio SAMMARTINO

Lunes 16/9 11.00 a 13.00 hs. 
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"Si bien la Ciudad cuenta con sistemas de difusión y 
acceso a la información cada vez más abiertos, ese 
acceso debe ser limitado ya que existen límites por la 
Norma de Protección de Datos Personales", explicó.

"La publicación de la información tiene que ser revisada 
y cuidada, porque aunque puede ser usada positivamente 
para generar transparencia, también puede ser utilizada 
por redes de crimen organizado e internacional”, afirmó. 
La Defensora del Pueblo precisó que "hay datos sensibles 
de las personas que son parte de los Derechos Humanos, 
como la orientación política, las preferencias sexuales, o 
las enfermedades, que no pueden ser divulgados". 

El Congreso prosiguió con exposiciones de distintos 
especialistas locales y del exterior, como Jesús Sánchez 
Lambas (España); Jorge Jaraquemada, Miguel Paz  
(Chile) y Fabricio Scrollini (Uruguay). También diserta-
ron Fabio Collaba, María Elena Pérez Jaen (México) y 
el periodista y escritor peruano Álvaro Vargas Llosa, 
quien al cierre del Congreso, expuso sobre las acciones 
realizadas por el gobierno de Estados Unidos vincula-
das al fomento de la transparencia y el gobierno abierto.

IV JORNADAS DE DERECHO DE 
ADMINISTRACIÓN Y JUSTICIA

El evento fue inaugurado el martes 13 de este mes,  
por el Jefe de Gobierno de la Ciudad, Lic. Mauricio 
Macri, y la participación de distinguidos especialistas 
argentinos y del exterior.

La primera jornada contó con la conferencia extraor-
dinaria del catedrático alemán Eberhard Schmidt-
Aßmann, quien disertó sobre “El derecho administra-
tivo como sistema”.

Y también, con las exposiciones del profesor Javier 
de Barnés de la Universidad de Huelva (España), 
acerca de las "Transformaciones del derecho admi-
nistrativo", y de los Dres. Agustín Gordillo y Tomás 
Hutchinson sobre “La administración pública del 
siglo XXI ¿hacia un modelo sistémico, dinámico, 
flexible, integral y participativo?”.

La cita -que prosiguió hasta día 15, en el Salón 
"Gaudí" del Hotel NH- convocó a una numerosa 
platea de público y autoridades vinculadas con la 
Justicia. Entre las mismas, el Asesor del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 
Patricio Sammartino, y el Procurador General, Dr. 
Julio Conte-Grand, director del panel integrado por 
los Dres. Agustín Gordillo y Tomás Hutchinson.

de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, y las revistas 
Argentina del Régimen de la Administración Pública;  
De Derecho Administrativo y El Derecho. 

Para los lectores interesados, el programa completo 
del evento –con paneles, expositores y horarios- es el 
siguiente:

9.30 hs.
Apertura Prof. Guido S. TAWIL 

9.40  a 11.00 hs. 
Primer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (I)

Profesores Jorge ALBERTSEN, Carlos ANDREUCCI, 
Carlos BOTASSI, Juan C. CASSAGNE, Ricardo 
DRUETTA, Ismael MATA y Eduardo MERTEHIKIAN. 
Moderador: Prof. David HALPERÍN 

11 a 11.30 hs. 
Segundo Panel: Semblanza de Julio R. Comadira

Presentación: Prof. Guido S. TAWIL 
El maestro: Profesores Fabián CANDA y Patricio 
M.E.SAMMARTINO 
El recuerdo de la familia: Dra. Cristina COMADIRA 
y Prof. Julio Pablo COMADIRA

11.30 hs. a 11.45 hs. 
Break 

11.45. a 13:00 hs. 
Tercer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (II)
 
Profesores Alberto BIANCHI, Pedro COVIELLO, 
Héctor MAIRAL, Ismael FARRANDO, Pablo 
PERRINO y Alejandro USLENGHI 
Moderador: Prof. Pablo GALLEGOS FEDRIANI 

13:00 a 15.30 hs.
Receso 

15.30 a 16:00 hs.
Cuarto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (I)  

Temas: El concepto de servicio público, la ética en la 
actuación administrativa, la relevancia del interés 

El evento fue organizado por los Dres. Carlos Balbín, 
Pablo Gallegos Fedriani, Fernando Juan Lima y Juan 
G. Corvalán; y el Centro Federal de Estudios de Dere-
cho Público del DPI (Derecho Público Integral) . 

JORNADA EN HOMENAJE AL PROFESOR 
JULIO R. COMADIRA

Organizada por la Cátedra de Derecho Administrativo 
del Prof. Guido S. Tawil, la jornada se celebrará el próxi-
mo día 20, de 9.30 a 19 horas, en el Salón Azul de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

La  actividad académica –entrada gratuita y sin inscripción 
previa- cuenta con las adhesiones Cátedras de Derecho 
Administrativo de la UBA de los Profesores Balbín, 
García Pullés, Hutchinson y Marcer; de la misma cátedra 
de la UNLP de los Prof. Andreucci, Botassi, Hutchinson y 
Mamberti; las facultades de Derecho de las Universidades 
Austral; Pontificia Católica Argentina y Nacional de Cuyo.

También adhieren la Asociación Argentina de Derecho 
Administrativo; los Institutos de Derecho Administrativo 
del Colegio de Abogados de La Plata y de Capital Fede-
ral; la Comisión de Derecho Administrativo del Colegio 

público en el procedimiento administrativo y la 
responsabilidad del Estado
Profesores Oscar AGUILAR VALDEZ, Miriam IVA-
NEGA, Laura MONTI y Oscar CUADROS 
Moderador: Prof. Fernando LAGARDE 

16.30 a 17.30 hs. 
Quinto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (II) 

Temas: La revocación del acto administrativo por ilegitimi-
dad, la licitación pública, la posición de la Administración 
frente a la ley inconstitucional y el acto administrativo. 
Profesores Horacio DIEZ, Jorge MURATORIO, 
María Paula RENNELLA y María José RODRÍGUEZ 
Moderadora: Prof. Alejandra VILLASUR 

17.30 a 17.45 hs. 
Break 

17.45 a 19:00 hs. 
Sexto Panel. El recuerdo de los Profesores Titula-
res de la Universidad

Profesores Carlos BALBÍN, Fernando GARCÍA 
PULLÉS, Tomás HUTCHINSON, Ernesto MARCER y 
Guido S. TAWIL Moderadora: Prof. Gabriela STORTONI 

Presentadores generales. Prof. Marina ÁVILA y Federico 
NIELSEN

CICLO CONFERENCIAS: CONTRATO ADMINISTRATI-
VO DE OBRA OBRA PÚBLICA

La Fundación para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (FECIC) organiza un ciclo de tres conferen-
cias orientado a la Diplomatura Federal en Contrato 
Administrativo de Obra Pública. 

Los encuentros tendrán lugar en la sede de la Funda-
ción, ubicada en Moreno 431, y según sus organizado-
res, "surgió como una necesidad planteada por los 
aspirantes a cursar la Diplomatura a partir del primer 
semestre de de 2014".

Las conferencias están previstas de acuerdo al 
siguiente cronograma:
Lunes 23 de septiembre, 17.00 hs.: 

Aspectos generales de la Obra Pública (Ernesto 
MARCER)

Lunes 28 de noviembre, 17.00 hs.: 
Modalidades de financiación y ejecución de la Obra 
Pública (Rodolfo BARRA)

Lunes 2 de diciembre, 17.00 hs.: 
Cuestiones sobre el nuevo reglamento de contratacio-
nes de la administración nacional aprobado por el dec. 
893/2012 (María José RODRÍGUEZ)

Quienes concurran al ciclo de conferencias podrán deducir 
su costo del precio total de la Diplomatura, y se otorgarán 
certificados tanto por los seminarios individuales como 
por la ronda completa.

Informes e inscripciones:
E-mail: observatorio@fecic.org.ar / Tel: 51993020/21  

CONFERENCIA: "INNOVACIÓN Y REFORMA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO

La temática será abordada por los reconocidos Doctores 
Eberhard Schmidt-Aßmann, Catedrático de Derecho 
Público de la Universidad de Heidelberg (Alemania) y 
Javier Barnés Vázquez, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo en la Universidad de Huelva (España).

El acto académico está organizado por el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.

La cita tendrá lugar el próximo jueves 22, a las 18:30 
horas, en la Facultad de Derecho de la Universidad Católi-
ca, Av. Alicia Moreau de Justo 1400, Edificio Santo Tomás 
Moro, 3º Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

EVENTO: PRIMER ANIVERSARIO ACTA PROMESA 
DE LEALTAD A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Asociación Argentina de Derecho Constitucional 
(Fundaedu) y la Fundación para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura  (FECIC) invitan al evento “A un año 
del Acta propiciando la difusión, enseñanza y compro-
miso con los derechos fundamentales y principios 

democráticos de la Constitución Nacional".
El encuentro se realizará el próximo día 23 a las 16:00 
horas,  en el Centro Cultural Mariano Moreno, 
Moreno 431, CABA, con entrada libre y gratuita.

El Acta conmemorada -propulsada por Fundaedu y 
FECIC- sella el compromiso de más de cuarenta organiza-
ciones de la sociedad civil para difundir los principios 
fundamentales de nuestra Carta Magna.
Una de las principales propuestas del Acta consiste 
en la sanción por parte de las distintas Legislaturas 
provinciales, de una Ley de Promesa de Lealtad a la 
Constitución Nacional por parte de los alumnos del 
último año de la escuela primaria, el 1° de mayo, día 
de la Constitución Nacional.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera en 
sancionar dicha ley el 15 de noviembre de 2012, Ley Nº 4358, 
publicada en el Boletín Oficial del 18 de enero del 2013.

CONFERENCIA: VIOLENCIA DE GÉNERO 
Y PROTECCIÓN FAMILIAR 

La Oficina de Servicio Jurídico de la Comunidad de la 
Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires invita 
al encuentro académico sobre Violencia de Género y 
Protección Familiar, que se realizará el próximo lunes 26 
de agosto en su sede, ubicada en Avenida Córdoba 1235.

La actividad no arancelada comenzará a las 15:00 horas 
con la exposición de la inspectora Mercedes Rebainera 
-segunda jefa del Área de Violencia de Género y Protec-
ción Familiar de la Policía Metropolitana-, quien tratará 
el tema de la violencia de género como una  problemáti-
ca social. A continuación, la comisionada Liliana 
Rubino, jefa de dicha área, abordará la labor de la 
Policía Metropolitana frente a la violencia de género.

Luego de un receso, se presentará una conferencia sobre 
el protocolo de actuación aplicable a la recepción de las 
denuncias de violencia en las comisarías comunales, a 
cargo de la inspectora Cecilia Padilla y la subinspectora 
Vanesa Germano, jefas de Sección del Área de Violen-
cia de Género y Protección Familiar de las comunas 4 y 
12, respectivamente.

Las palabras de cierre estarán a cargo de la comisio-
nada Liliana Rubino. 
La inscripción se debe hacer en el botón Actividades 
Académicas del sitio web de la Procuración General:  
www.buenosaires.gob.ar/procuracion 

Los certificados de asistencia a los inscriptos que 
asistan al evento serán enviados vía internet. 

CONGRESO INTERNACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL

El congreso, organizado por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, se llevará a cabo los días 28, 
29 y 30 del mes en curso, en la mencionada universidad.
Para la inscripción y más información contactarse con el 
Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 
UBA, a través del siguiente correo electrónico: 
cep@derecho.uba.ar

PRIMERA EDICIÓN PREMIOS OBSERVATORIO 
DE LA SALUD

Con motivo de la celebración de su 4to. aniversario, 
el Observatorio de la Salud de la Facultad de Dere-
cho de la UBA convoca a concurso para la presenta-
ción de trabajos sobre temas de actualidad e investi-
gaciones en materia de Derecho de la Salud.

La propuesta está dirigida a alumnos y graduados de 
carreras afines al Derecho de la Salud, cuyos trabajos 
serán analizados por un jurado integrado por las 
Dras. Marisa Aizenberg; María Susana Ciruzzi; 
Viviana Bonpland, y el Lic. Alberto Bozzolo.

La convocatoria –organizada junto con el Seminario de 
Investigaciones en “Derecho y Salud” del Instituto Rioja- 
cierra el 30 del mes en curso y los trabajos deben ser envia-
dos por correo electrónico en la siguiente casilla de correo 
electrónico: observatorioderechoysalud@derecho.uba.ar

Informes: 
http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/
2013_convocatoria-1era-edicion-premios-observa
torio-de-salud-2013.php

NUEVA FECHA: CONFERENCIA DE 
PRESENTACIÓN DE LA MAESTRÍA EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO (ACREDITADA ANTE CONEAU 
POR RESOLUCIÓN 78, del 8 de marzo de 2013)

CLASES MAGISTRALES. 
ACTIVIDAD ACADÉMICA NO ARANCELADA.

La Escuela de Posgrado de la Universidad Nacional de 
la Matanza, sede en Moreno 1623, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, confirmó para el día 4 de noviembre 

próximo el acto de presentación de la Maestría en 
Derecho Administrativo.

Carta de Noticias reitera a los lectores que durante el 
evento expondrán los profesores Patricio SAMMAR-
TINO, Fabián CANDA, Nora VIGNOLO y Eugenio 
PALAZZO. Dado el tenor académico y científico de la 
jornada se expedirán certificados de asistencia a quie-
nes formalicen su inscripción. 

En el caso de que la convocatoria exceda la capacidad 
física del Salón Auditorio, ubicado en el subsuelo, el 
evento también será transmitido a través de una pantalla 
audiovisual en el Aula Principal del piso tercero (v. foto)

CONFERENCIA: LA EFECTIVIDAD DE LOS 
TRIBUNALES INTERNACIONALES

La temática será abordada por el Profesor Yuyal Saín, 
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Hebrea de Jerusalem (Israel), el próximo jueves 22, a 
las 18 horas, en el Salón Azul de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Buenos Aires.

La conferencia está organizada por la Asociación 
Amigos Argentinos de la Universidad Hebrea de 
Jerusalem y la Facultad de Derecho de la UBA.

La entrada es libre y gratuita.
Informes: Teléfono: 4374-7045 
info@huji.org.ar / www.huji.org.ar

CURSO BÁSICO ABOGACÍA ESTATAL 
ORGANIZADO POR LA PROCURACIÓN 
GENERAL DE LA CIUDAD

Cuestiones teórico-prácticas de Asuntos Patrimoniales
Dominio público y privado del Estado: Dra. Daniela 
UGOLINI. La gestión dominial: Dra. Cristina GESTO. 
Herencias vacantes: Dr. Adolfo BOADA UGARTE.

Lunes 23/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico-prácticas relativas al contrato 
administrativo de Empleo Público.
Fisonomía actual de la relación de empleo público: 
Dras. Viviana BONPLAND y Nora VIGNOLO. Cues-
tiones teórico-prácticas de la relación de empleo públi-
co en la Ciudad (aspectos judiciales): Dr. Rodolfo 
MERLINO. Cuestiones teórico-prácticas de la 
relación de empleo público en la Ciudad en la jurispru-
dencia administrativa de la PG CABA:  Dra. María 
Beatriz LESCANO y Dr. Gabriel BERTOZZI

Lunes 30/9 11.00 a 13.00 hs.
Sumarios y Asuntos Penales.
Delitos contra la Administración: Dr. Juan Gustavo COR-
VALÁN. Procedimiento sumarial: Dr. Carlos LO TURCO
Cuestiones penales vinculadas con la ocupación del 
espacio público: Francisco D´ALBORA. El fundamento y 
finalidad del régimen disciplinario: Miriam IVANEGA

Lunes 7/10 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones de Finanzas Públicas, Asuntos Tributa-
rios y Cuestiones de Comunas
Régimen Haciendal: Dr. Antonio PAZ
Cuestiones relativas a Asuntos Tributarios y Recursos 
Fiscales: Dra. Adriana Patricia BOSKOVICH,  Dra. 
María del Pilar OSORIO, Dra. Elena Fabiana 
BEFARO. Cuestiones relativas a Asuntos Comunales: 
Dra. Paola SANTARCÁNGELO 

Conferencia de Cierre, Dr. Pablo GALLEGOS FEDRIANI

Consultas: procuraciongeneral@buenosaires.gob.ar
Teléfono: 4323-9200 (int. 7477 /7397)

Informes e inscripción online:

(1) Programa sujeto a modificaciones
(2) Se otorgarán certificados por clase individual o por curso completo 
(80% de asistencia). Los certificados serán remitidos por  correo 
electrónico, 30 días después de la finalización del curso. 

OBJETIVOS ACADÉMICOS: El CURSO BÁSICO 
DE ABOGACÍA ESTATAL, (1), pretende ofrecer, a 
través de conferencias sobre temas de actualidad, brinda-
das por profesores de acreditado nivel académico y 
trayectoria profesional, una visión panorámica de las 
cuestiones teórico-prácticas más elementales inherentes 
al ejercicio de la abogacía estatal, en especial referencia a 
las competencias de la Procuración General de la Ciudad. 
Las temáticas abordadas, desde la doble perspectiva local 
y federal, serán ulteriormente desarrolladas en un Progra-
ma de Especialización.

DESTINATARIOS: profesionales del derecho, pasan-
tes universitarios que se desempeñan en el ámbito de 
la Procuración General y operadores que interactúan 
con los sistemas de justicia y de abogacía estatal.

ACTIVIDAD NO ARANCELADA
SE OTORGARÁN CERTIFICADOS (2)

PROGRAMA

Lunes 2/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico- prácticas de Abogacía Estatal.
Clase magistral a cargo del Procurador General de la 
Ciudad: Dr. Julio CONTE-GRAND. Cuestiones de 
Procedimiento Administrativo: Dr. Pablo COMADI-
RA. Cuestiones de Acto Administrativo: Dr. Patricio 
SAMMARTINO. Cuestiones de Contratos Adminis-
trativos: Dr. Fernando LAGARDE  

Lunes 9/9 11.00 a 13.00 hs. 
Cuestiones teórico-prácticas relativas a Asuntos Insti-
tucionales.
Cuestiones relativas a responsabilidad estatal: Dr. Oscar 
GIGLIO. Cuestiones relativas a los procesos urgentes: Dr. 
Patricio SAMMARTINO

Lunes 16/9 11.00 a 13.00 hs. 

Los Dres. Agustín Gordillo, Julio Conte-Grand y Tomás Hutchinson
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de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, y las revistas 
Argentina del Régimen de la Administración Pública;  
De Derecho Administrativo y El Derecho. 

Para los lectores interesados, el programa completo 
del evento –con paneles, expositores y horarios- es el 
siguiente:

9.30 hs.
Apertura Prof. Guido S. TAWIL 

9.40  a 11.00 hs. 
Primer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (I)

Profesores Jorge ALBERTSEN, Carlos ANDREUCCI, 
Carlos BOTASSI, Juan C. CASSAGNE, Ricardo 
DRUETTA, Ismael MATA y Eduardo MERTEHIKIAN. 
Moderador: Prof. David HALPERÍN 

11 a 11.30 hs. 
Segundo Panel: Semblanza de Julio R. Comadira

Presentación: Prof. Guido S. TAWIL 
El maestro: Profesores Fabián CANDA y Patricio 
M.E.SAMMARTINO 
El recuerdo de la familia: Dra. Cristina COMADIRA 
y Prof. Julio Pablo COMADIRA

11.30 hs. a 11.45 hs. 
Break 

11.45. a 13:00 hs. 
Tercer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (II)
 
Profesores Alberto BIANCHI, Pedro COVIELLO, 
Héctor MAIRAL, Ismael FARRANDO, Pablo 
PERRINO y Alejandro USLENGHI 
Moderador: Prof. Pablo GALLEGOS FEDRIANI 

13:00 a 15.30 hs.
Receso 

15.30 a 16:00 hs.
Cuarto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (I)  

Temas: El concepto de servicio público, la ética en la 
actuación administrativa, la relevancia del interés 

El evento fue organizado por los Dres. Carlos Balbín, 
Pablo Gallegos Fedriani, Fernando Juan Lima y Juan 
G. Corvalán; y el Centro Federal de Estudios de Dere-
cho Público del DPI (Derecho Público Integral) . 

JORNADA EN HOMENAJE AL PROFESOR 
JULIO R. COMADIRA

Organizada por la Cátedra de Derecho Administrativo 
del Prof. Guido S. Tawil, la jornada se celebrará el próxi-
mo día 20, de 9.30 a 19 horas, en el Salón Azul de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

La  actividad académica –entrada gratuita y sin inscripción 
previa- cuenta con las adhesiones Cátedras de Derecho 
Administrativo de la UBA de los Profesores Balbín, 
García Pullés, Hutchinson y Marcer; de la misma cátedra 
de la UNLP de los Prof. Andreucci, Botassi, Hutchinson y 
Mamberti; las facultades de Derecho de las Universidades 
Austral; Pontificia Católica Argentina y Nacional de Cuyo.

También adhieren la Asociación Argentina de Derecho 
Administrativo; los Institutos de Derecho Administrativo 
del Colegio de Abogados de La Plata y de Capital Fede-
ral; la Comisión de Derecho Administrativo del Colegio 

público en el procedimiento administrativo y la 
responsabilidad del Estado
Profesores Oscar AGUILAR VALDEZ, Miriam IVA-
NEGA, Laura MONTI y Oscar CUADROS 
Moderador: Prof. Fernando LAGARDE 

16.30 a 17.30 hs. 
Quinto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (II) 

Temas: La revocación del acto administrativo por ilegitimi-
dad, la licitación pública, la posición de la Administración 
frente a la ley inconstitucional y el acto administrativo. 
Profesores Horacio DIEZ, Jorge MURATORIO, 
María Paula RENNELLA y María José RODRÍGUEZ 
Moderadora: Prof. Alejandra VILLASUR 

17.30 a 17.45 hs. 
Break 

17.45 a 19:00 hs. 
Sexto Panel. El recuerdo de los Profesores Titula-
res de la Universidad

Profesores Carlos BALBÍN, Fernando GARCÍA 
PULLÉS, Tomás HUTCHINSON, Ernesto MARCER y 
Guido S. TAWIL Moderadora: Prof. Gabriela STORTONI 

Presentadores generales. Prof. Marina ÁVILA y Federico 
NIELSEN

CICLO CONFERENCIAS: CONTRATO ADMINISTRATI-
VO DE OBRA OBRA PÚBLICA

La Fundación para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (FECIC) organiza un ciclo de tres conferen-
cias orientado a la Diplomatura Federal en Contrato 
Administrativo de Obra Pública. 

Los encuentros tendrán lugar en la sede de la Funda-
ción, ubicada en Moreno 431, y según sus organizado-
res, "surgió como una necesidad planteada por los 
aspirantes a cursar la Diplomatura a partir del primer 
semestre de de 2014".

Las conferencias están previstas de acuerdo al 
siguiente cronograma:
Lunes 23 de septiembre, 17.00 hs.: 

Aspectos generales de la Obra Pública (Ernesto 
MARCER)

Lunes 28 de noviembre, 17.00 hs.: 
Modalidades de financiación y ejecución de la Obra 
Pública (Rodolfo BARRA)

Lunes 2 de diciembre, 17.00 hs.: 
Cuestiones sobre el nuevo reglamento de contratacio-
nes de la administración nacional aprobado por el dec. 
893/2012 (María José RODRÍGUEZ)

Quienes concurran al ciclo de conferencias podrán deducir 
su costo del precio total de la Diplomatura, y se otorgarán 
certificados tanto por los seminarios individuales como 
por la ronda completa.

Informes e inscripciones:
E-mail: observatorio@fecic.org.ar / Tel: 51993020/21  

CONFERENCIA: "INNOVACIÓN Y REFORMA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO

La temática será abordada por los reconocidos Doctores 
Eberhard Schmidt-Aßmann, Catedrático de Derecho 
Público de la Universidad de Heidelberg (Alemania) y 
Javier Barnés Vázquez, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo en la Universidad de Huelva (España).

El acto académico está organizado por el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.

La cita tendrá lugar el próximo jueves 22, a las 18:30 
horas, en la Facultad de Derecho de la Universidad Católi-
ca, Av. Alicia Moreau de Justo 1400, Edificio Santo Tomás 
Moro, 3º Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

EVENTO: PRIMER ANIVERSARIO ACTA PROMESA 
DE LEALTAD A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Asociación Argentina de Derecho Constitucional 
(Fundaedu) y la Fundación para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura  (FECIC) invitan al evento “A un año 
del Acta propiciando la difusión, enseñanza y compro-
miso con los derechos fundamentales y principios 

democráticos de la Constitución Nacional".
El encuentro se realizará el próximo día 23 a las 16:00 
horas,  en el Centro Cultural Mariano Moreno, 
Moreno 431, CABA, con entrada libre y gratuita.

El Acta conmemorada -propulsada por Fundaedu y 
FECIC- sella el compromiso de más de cuarenta organiza-
ciones de la sociedad civil para difundir los principios 
fundamentales de nuestra Carta Magna.
Una de las principales propuestas del Acta consiste 
en la sanción por parte de las distintas Legislaturas 
provinciales, de una Ley de Promesa de Lealtad a la 
Constitución Nacional por parte de los alumnos del 
último año de la escuela primaria, el 1° de mayo, día 
de la Constitución Nacional.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera en 
sancionar dicha ley el 15 de noviembre de 2012, Ley Nº 4358, 
publicada en el Boletín Oficial del 18 de enero del 2013.

CONFERENCIA: VIOLENCIA DE GÉNERO 
Y PROTECCIÓN FAMILIAR 

La Oficina de Servicio Jurídico de la Comunidad de la 
Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires invita 
al encuentro académico sobre Violencia de Género y 
Protección Familiar, que se realizará el próximo lunes 26 
de agosto en su sede, ubicada en Avenida Córdoba 1235.

La actividad no arancelada comenzará a las 15:00 horas 
con la exposición de la inspectora Mercedes Rebainera 
-segunda jefa del Área de Violencia de Género y Protec-
ción Familiar de la Policía Metropolitana-, quien tratará 
el tema de la violencia de género como una  problemáti-
ca social. A continuación, la comisionada Liliana 
Rubino, jefa de dicha área, abordará la labor de la 
Policía Metropolitana frente a la violencia de género.

Luego de un receso, se presentará una conferencia sobre 
el protocolo de actuación aplicable a la recepción de las 
denuncias de violencia en las comisarías comunales, a 
cargo de la inspectora Cecilia Padilla y la subinspectora 
Vanesa Germano, jefas de Sección del Área de Violen-
cia de Género y Protección Familiar de las comunas 4 y 
12, respectivamente.

Las palabras de cierre estarán a cargo de la comisio-
nada Liliana Rubino. 
La inscripción se debe hacer en el botón Actividades 
Académicas del sitio web de la Procuración General:  
www.buenosaires.gob.ar/procuracion 

Los certificados de asistencia a los inscriptos que 
asistan al evento serán enviados vía internet. 

CONGRESO INTERNACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL

El congreso, organizado por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, se llevará a cabo los días 28, 
29 y 30 del mes en curso, en la mencionada universidad.
Para la inscripción y más información contactarse con el 
Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 
UBA, a través del siguiente correo electrónico: 
cep@derecho.uba.ar

PRIMERA EDICIÓN PREMIOS OBSERVATORIO 
DE LA SALUD

Con motivo de la celebración de su 4to. aniversario, 
el Observatorio de la Salud de la Facultad de Dere-
cho de la UBA convoca a concurso para la presenta-
ción de trabajos sobre temas de actualidad e investi-
gaciones en materia de Derecho de la Salud.

La propuesta está dirigida a alumnos y graduados de 
carreras afines al Derecho de la Salud, cuyos trabajos 
serán analizados por un jurado integrado por las 
Dras. Marisa Aizenberg; María Susana Ciruzzi; 
Viviana Bonpland, y el Lic. Alberto Bozzolo.

La convocatoria –organizada junto con el Seminario de 
Investigaciones en “Derecho y Salud” del Instituto Rioja- 
cierra el 30 del mes en curso y los trabajos deben ser envia-
dos por correo electrónico en la siguiente casilla de correo 
electrónico: observatorioderechoysalud@derecho.uba.ar

Informes: 
http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/
2013_convocatoria-1era-edicion-premios-observa
torio-de-salud-2013.php

NUEVA FECHA: CONFERENCIA DE 
PRESENTACIÓN DE LA MAESTRÍA EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO (ACREDITADA ANTE CONEAU 
POR RESOLUCIÓN 78, del 8 de marzo de 2013)

CLASES MAGISTRALES. 
ACTIVIDAD ACADÉMICA NO ARANCELADA.

La Escuela de Posgrado de la Universidad Nacional de 
la Matanza, sede en Moreno 1623, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, confirmó para el día 4 de noviembre 

próximo el acto de presentación de la Maestría en 
Derecho Administrativo.

Carta de Noticias reitera a los lectores que durante el 
evento expondrán los profesores Patricio SAMMAR-
TINO, Fabián CANDA, Nora VIGNOLO y Eugenio 
PALAZZO. Dado el tenor académico y científico de la 
jornada se expedirán certificados de asistencia a quie-
nes formalicen su inscripción. 

En el caso de que la convocatoria exceda la capacidad 
física del Salón Auditorio, ubicado en el subsuelo, el 
evento también será transmitido a través de una pantalla 
audiovisual en el Aula Principal del piso tercero (v. foto)

CONFERENCIA: LA EFECTIVIDAD DE LOS 
TRIBUNALES INTERNACIONALES

La temática será abordada por el Profesor Yuyal Saín, 
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Hebrea de Jerusalem (Israel), el próximo jueves 22, a 
las 18 horas, en el Salón Azul de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Buenos Aires.

La conferencia está organizada por la Asociación 
Amigos Argentinos de la Universidad Hebrea de 
Jerusalem y la Facultad de Derecho de la UBA.

La entrada es libre y gratuita.
Informes: Teléfono: 4374-7045 
info@huji.org.ar / www.huji.org.ar

CURSO BÁSICO ABOGACÍA ESTATAL 
ORGANIZADO POR LA PROCURACIÓN 
GENERAL DE LA CIUDAD

Cuestiones teórico-prácticas de Asuntos Patrimoniales
Dominio público y privado del Estado: Dra. Daniela 
UGOLINI. La gestión dominial: Dra. Cristina GESTO. 
Herencias vacantes: Dr. Adolfo BOADA UGARTE.

Lunes 23/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico-prácticas relativas al contrato 
administrativo de Empleo Público.
Fisonomía actual de la relación de empleo público: 
Dras. Viviana BONPLAND y Nora VIGNOLO. Cues-
tiones teórico-prácticas de la relación de empleo públi-
co en la Ciudad (aspectos judiciales): Dr. Rodolfo 
MERLINO. Cuestiones teórico-prácticas de la 
relación de empleo público en la Ciudad en la jurispru-
dencia administrativa de la PG CABA:  Dra. María 
Beatriz LESCANO y Dr. Gabriel BERTOZZI

Lunes 30/9 11.00 a 13.00 hs.
Sumarios y Asuntos Penales.
Delitos contra la Administración: Dr. Juan Gustavo COR-
VALÁN. Procedimiento sumarial: Dr. Carlos LO TURCO
Cuestiones penales vinculadas con la ocupación del 
espacio público: Francisco D´ALBORA. El fundamento y 
finalidad del régimen disciplinario: Miriam IVANEGA

Lunes 7/10 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones de Finanzas Públicas, Asuntos Tributa-
rios y Cuestiones de Comunas
Régimen Haciendal: Dr. Antonio PAZ
Cuestiones relativas a Asuntos Tributarios y Recursos 
Fiscales: Dra. Adriana Patricia BOSKOVICH,  Dra. 
María del Pilar OSORIO, Dra. Elena Fabiana 
BEFARO. Cuestiones relativas a Asuntos Comunales: 
Dra. Paola SANTARCÁNGELO 

Conferencia de Cierre, Dr. Pablo GALLEGOS FEDRIANI

Consultas: procuraciongeneral@buenosaires.gob.ar
Teléfono: 4323-9200 (int. 7477 /7397)

Informes e inscripción online:

(1) Programa sujeto a modificaciones
(2) Se otorgarán certificados por clase individual o por curso completo 
(80% de asistencia). Los certificados serán remitidos por  correo 
electrónico, 30 días después de la finalización del curso. 

OBJETIVOS ACADÉMICOS: El CURSO BÁSICO 
DE ABOGACÍA ESTATAL, (1), pretende ofrecer, a 
través de conferencias sobre temas de actualidad, brinda-
das por profesores de acreditado nivel académico y 
trayectoria profesional, una visión panorámica de las 
cuestiones teórico-prácticas más elementales inherentes 
al ejercicio de la abogacía estatal, en especial referencia a 
las competencias de la Procuración General de la Ciudad. 
Las temáticas abordadas, desde la doble perspectiva local 
y federal, serán ulteriormente desarrolladas en un Progra-
ma de Especialización.

DESTINATARIOS: profesionales del derecho, pasan-
tes universitarios que se desempeñan en el ámbito de 
la Procuración General y operadores que interactúan 
con los sistemas de justicia y de abogacía estatal.

ACTIVIDAD NO ARANCELADA
SE OTORGARÁN CERTIFICADOS (2)

PROGRAMA

Lunes 2/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico- prácticas de Abogacía Estatal.
Clase magistral a cargo del Procurador General de la 
Ciudad: Dr. Julio CONTE-GRAND. Cuestiones de 
Procedimiento Administrativo: Dr. Pablo COMADI-
RA. Cuestiones de Acto Administrativo: Dr. Patricio 
SAMMARTINO. Cuestiones de Contratos Adminis-
trativos: Dr. Fernando LAGARDE  

Lunes 9/9 11.00 a 13.00 hs. 
Cuestiones teórico-prácticas relativas a Asuntos Insti-
tucionales.
Cuestiones relativas a responsabilidad estatal: Dr. Oscar 
GIGLIO. Cuestiones relativas a los procesos urgentes: Dr. 
Patricio SAMMARTINO

Lunes 16/9 11.00 a 13.00 hs. 

Los Dres. Patricio Sammartino, Fabián Canda y Eberhard Schmidt-Aßmann
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de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, y las revistas 
Argentina del Régimen de la Administración Pública;  
De Derecho Administrativo y El Derecho. 

Para los lectores interesados, el programa completo 
del evento –con paneles, expositores y horarios- es el 
siguiente:

9.30 hs.
Apertura Prof. Guido S. TAWIL 

9.40  a 11.00 hs. 
Primer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (I)

Profesores Jorge ALBERTSEN, Carlos ANDREUCCI, 
Carlos BOTASSI, Juan C. CASSAGNE, Ricardo 
DRUETTA, Ismael MATA y Eduardo MERTEHIKIAN. 
Moderador: Prof. David HALPERÍN 

11 a 11.30 hs. 
Segundo Panel: Semblanza de Julio R. Comadira

Presentación: Prof. Guido S. TAWIL 
El maestro: Profesores Fabián CANDA y Patricio 
M.E.SAMMARTINO 
El recuerdo de la familia: Dra. Cristina COMADIRA 
y Prof. Julio Pablo COMADIRA

11.30 hs. a 11.45 hs. 
Break 

11.45. a 13:00 hs. 
Tercer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (II)
 
Profesores Alberto BIANCHI, Pedro COVIELLO, 
Héctor MAIRAL, Ismael FARRANDO, Pablo 
PERRINO y Alejandro USLENGHI 
Moderador: Prof. Pablo GALLEGOS FEDRIANI 

13:00 a 15.30 hs.
Receso 

15.30 a 16:00 hs.
Cuarto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (I)  

Temas: El concepto de servicio público, la ética en la 
actuación administrativa, la relevancia del interés 

El evento fue organizado por los Dres. Carlos Balbín, 
Pablo Gallegos Fedriani, Fernando Juan Lima y Juan 
G. Corvalán; y el Centro Federal de Estudios de Dere-
cho Público del DPI (Derecho Público Integral) . 

JORNADA EN HOMENAJE AL PROFESOR 
JULIO R. COMADIRA

Organizada por la Cátedra de Derecho Administrativo 
del Prof. Guido S. Tawil, la jornada se celebrará el próxi-
mo día 20, de 9.30 a 19 horas, en el Salón Azul de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

La  actividad académica –entrada gratuita y sin inscripción 
previa- cuenta con las adhesiones Cátedras de Derecho 
Administrativo de la UBA de los Profesores Balbín, 
García Pullés, Hutchinson y Marcer; de la misma cátedra 
de la UNLP de los Prof. Andreucci, Botassi, Hutchinson y 
Mamberti; las facultades de Derecho de las Universidades 
Austral; Pontificia Católica Argentina y Nacional de Cuyo.

También adhieren la Asociación Argentina de Derecho 
Administrativo; los Institutos de Derecho Administrativo 
del Colegio de Abogados de La Plata y de Capital Fede-
ral; la Comisión de Derecho Administrativo del Colegio 

público en el procedimiento administrativo y la 
responsabilidad del Estado
Profesores Oscar AGUILAR VALDEZ, Miriam IVA-
NEGA, Laura MONTI y Oscar CUADROS 
Moderador: Prof. Fernando LAGARDE 

16.30 a 17.30 hs. 
Quinto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (II) 

Temas: La revocación del acto administrativo por ilegitimi-
dad, la licitación pública, la posición de la Administración 
frente a la ley inconstitucional y el acto administrativo. 
Profesores Horacio DIEZ, Jorge MURATORIO, 
María Paula RENNELLA y María José RODRÍGUEZ 
Moderadora: Prof. Alejandra VILLASUR 

17.30 a 17.45 hs. 
Break 

17.45 a 19:00 hs. 
Sexto Panel. El recuerdo de los Profesores Titula-
res de la Universidad

Profesores Carlos BALBÍN, Fernando GARCÍA 
PULLÉS, Tomás HUTCHINSON, Ernesto MARCER y 
Guido S. TAWIL Moderadora: Prof. Gabriela STORTONI 

Presentadores generales. Prof. Marina ÁVILA y Federico 
NIELSEN

CICLO CONFERENCIAS: CONTRATO ADMINISTRATI-
VO DE OBRA OBRA PÚBLICA

La Fundación para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (FECIC) organiza un ciclo de tres conferen-
cias orientado a la Diplomatura Federal en Contrato 
Administrativo de Obra Pública. 

Los encuentros tendrán lugar en la sede de la Funda-
ción, ubicada en Moreno 431, y según sus organizado-
res, "surgió como una necesidad planteada por los 
aspirantes a cursar la Diplomatura a partir del primer 
semestre de de 2014".

Las conferencias están previstas de acuerdo al 
siguiente cronograma:
Lunes 23 de septiembre, 17.00 hs.: 

Aspectos generales de la Obra Pública (Ernesto 
MARCER)

Lunes 28 de noviembre, 17.00 hs.: 
Modalidades de financiación y ejecución de la Obra 
Pública (Rodolfo BARRA)

Lunes 2 de diciembre, 17.00 hs.: 
Cuestiones sobre el nuevo reglamento de contratacio-
nes de la administración nacional aprobado por el dec. 
893/2012 (María José RODRÍGUEZ)

Quienes concurran al ciclo de conferencias podrán deducir 
su costo del precio total de la Diplomatura, y se otorgarán 
certificados tanto por los seminarios individuales como 
por la ronda completa.

Informes e inscripciones:
E-mail: observatorio@fecic.org.ar / Tel: 51993020/21  

CONFERENCIA: "INNOVACIÓN Y REFORMA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO

La temática será abordada por los reconocidos Doctores 
Eberhard Schmidt-Aßmann, Catedrático de Derecho 
Público de la Universidad de Heidelberg (Alemania) y 
Javier Barnés Vázquez, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo en la Universidad de Huelva (España).

El acto académico está organizado por el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.

La cita tendrá lugar el próximo jueves 22, a las 18:30 
horas, en la Facultad de Derecho de la Universidad Católi-
ca, Av. Alicia Moreau de Justo 1400, Edificio Santo Tomás 
Moro, 3º Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

EVENTO: PRIMER ANIVERSARIO ACTA PROMESA 
DE LEALTAD A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Asociación Argentina de Derecho Constitucional 
(Fundaedu) y la Fundación para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura  (FECIC) invitan al evento “A un año 
del Acta propiciando la difusión, enseñanza y compro-
miso con los derechos fundamentales y principios 

democráticos de la Constitución Nacional".
El encuentro se realizará el próximo día 23 a las 16:00 
horas,  en el Centro Cultural Mariano Moreno, 
Moreno 431, CABA, con entrada libre y gratuita.

El Acta conmemorada -propulsada por Fundaedu y 
FECIC- sella el compromiso de más de cuarenta organiza-
ciones de la sociedad civil para difundir los principios 
fundamentales de nuestra Carta Magna.
Una de las principales propuestas del Acta consiste 
en la sanción por parte de las distintas Legislaturas 
provinciales, de una Ley de Promesa de Lealtad a la 
Constitución Nacional por parte de los alumnos del 
último año de la escuela primaria, el 1° de mayo, día 
de la Constitución Nacional.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera en 
sancionar dicha ley el 15 de noviembre de 2012, Ley Nº 4358, 
publicada en el Boletín Oficial del 18 de enero del 2013.

CONFERENCIA: VIOLENCIA DE GÉNERO 
Y PROTECCIÓN FAMILIAR 

La Oficina de Servicio Jurídico de la Comunidad de la 
Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires invita 
al encuentro académico sobre Violencia de Género y 
Protección Familiar, que se realizará el próximo lunes 26 
de agosto en su sede, ubicada en Avenida Córdoba 1235.

La actividad no arancelada comenzará a las 15:00 horas 
con la exposición de la inspectora Mercedes Rebainera 
-segunda jefa del Área de Violencia de Género y Protec-
ción Familiar de la Policía Metropolitana-, quien tratará 
el tema de la violencia de género como una  problemáti-
ca social. A continuación, la comisionada Liliana 
Rubino, jefa de dicha área, abordará la labor de la 
Policía Metropolitana frente a la violencia de género.

Luego de un receso, se presentará una conferencia sobre 
el protocolo de actuación aplicable a la recepción de las 
denuncias de violencia en las comisarías comunales, a 
cargo de la inspectora Cecilia Padilla y la subinspectora 
Vanesa Germano, jefas de Sección del Área de Violen-
cia de Género y Protección Familiar de las comunas 4 y 
12, respectivamente.

Las palabras de cierre estarán a cargo de la comisio-
nada Liliana Rubino. 
La inscripción se debe hacer en el botón Actividades 
Académicas del sitio web de la Procuración General:  
www.buenosaires.gob.ar/procuracion 

Los certificados de asistencia a los inscriptos que 
asistan al evento serán enviados vía internet. 

CONGRESO INTERNACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL

El congreso, organizado por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, se llevará a cabo los días 28, 
29 y 30 del mes en curso, en la mencionada universidad.
Para la inscripción y más información contactarse con el 
Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 
UBA, a través del siguiente correo electrónico: 
cep@derecho.uba.ar

PRIMERA EDICIÓN PREMIOS OBSERVATORIO 
DE LA SALUD

Con motivo de la celebración de su 4to. aniversario, 
el Observatorio de la Salud de la Facultad de Dere-
cho de la UBA convoca a concurso para la presenta-
ción de trabajos sobre temas de actualidad e investi-
gaciones en materia de Derecho de la Salud.

La propuesta está dirigida a alumnos y graduados de 
carreras afines al Derecho de la Salud, cuyos trabajos 
serán analizados por un jurado integrado por las 
Dras. Marisa Aizenberg; María Susana Ciruzzi; 
Viviana Bonpland, y el Lic. Alberto Bozzolo.

La convocatoria –organizada junto con el Seminario de 
Investigaciones en “Derecho y Salud” del Instituto Rioja- 
cierra el 30 del mes en curso y los trabajos deben ser envia-
dos por correo electrónico en la siguiente casilla de correo 
electrónico: observatorioderechoysalud@derecho.uba.ar

Informes: 
http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/
2013_convocatoria-1era-edicion-premios-observa
torio-de-salud-2013.php

NUEVA FECHA: CONFERENCIA DE 
PRESENTACIÓN DE LA MAESTRÍA EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO (ACREDITADA ANTE CONEAU 
POR RESOLUCIÓN 78, del 8 de marzo de 2013)

CLASES MAGISTRALES. 
ACTIVIDAD ACADÉMICA NO ARANCELADA.

La Escuela de Posgrado de la Universidad Nacional de 
la Matanza, sede en Moreno 1623, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, confirmó para el día 4 de noviembre 

próximo el acto de presentación de la Maestría en 
Derecho Administrativo.

Carta de Noticias reitera a los lectores que durante el 
evento expondrán los profesores Patricio SAMMAR-
TINO, Fabián CANDA, Nora VIGNOLO y Eugenio 
PALAZZO. Dado el tenor académico y científico de la 
jornada se expedirán certificados de asistencia a quie-
nes formalicen su inscripción. 

En el caso de que la convocatoria exceda la capacidad 
física del Salón Auditorio, ubicado en el subsuelo, el 
evento también será transmitido a través de una pantalla 
audiovisual en el Aula Principal del piso tercero (v. foto)

CONFERENCIA: LA EFECTIVIDAD DE LOS 
TRIBUNALES INTERNACIONALES

La temática será abordada por el Profesor Yuyal Saín, 
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Hebrea de Jerusalem (Israel), el próximo jueves 22, a 
las 18 horas, en el Salón Azul de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Buenos Aires.

La conferencia está organizada por la Asociación 
Amigos Argentinos de la Universidad Hebrea de 
Jerusalem y la Facultad de Derecho de la UBA.

La entrada es libre y gratuita.
Informes: Teléfono: 4374-7045 
info@huji.org.ar / www.huji.org.ar

CURSO BÁSICO ABOGACÍA ESTATAL 
ORGANIZADO POR LA PROCURACIÓN 
GENERAL DE LA CIUDAD

Cuestiones teórico-prácticas de Asuntos Patrimoniales
Dominio público y privado del Estado: Dra. Daniela 
UGOLINI. La gestión dominial: Dra. Cristina GESTO. 
Herencias vacantes: Dr. Adolfo BOADA UGARTE.

Lunes 23/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico-prácticas relativas al contrato 
administrativo de Empleo Público.
Fisonomía actual de la relación de empleo público: 
Dras. Viviana BONPLAND y Nora VIGNOLO. Cues-
tiones teórico-prácticas de la relación de empleo públi-
co en la Ciudad (aspectos judiciales): Dr. Rodolfo 
MERLINO. Cuestiones teórico-prácticas de la 
relación de empleo público en la Ciudad en la jurispru-
dencia administrativa de la PG CABA:  Dra. María 
Beatriz LESCANO y Dr. Gabriel BERTOZZI

Lunes 30/9 11.00 a 13.00 hs.
Sumarios y Asuntos Penales.
Delitos contra la Administración: Dr. Juan Gustavo COR-
VALÁN. Procedimiento sumarial: Dr. Carlos LO TURCO
Cuestiones penales vinculadas con la ocupación del 
espacio público: Francisco D´ALBORA. El fundamento y 
finalidad del régimen disciplinario: Miriam IVANEGA

Lunes 7/10 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones de Finanzas Públicas, Asuntos Tributa-
rios y Cuestiones de Comunas
Régimen Haciendal: Dr. Antonio PAZ
Cuestiones relativas a Asuntos Tributarios y Recursos 
Fiscales: Dra. Adriana Patricia BOSKOVICH,  Dra. 
María del Pilar OSORIO, Dra. Elena Fabiana 
BEFARO. Cuestiones relativas a Asuntos Comunales: 
Dra. Paola SANTARCÁNGELO 

Conferencia de Cierre, Dr. Pablo GALLEGOS FEDRIANI

Consultas: procuraciongeneral@buenosaires.gob.ar
Teléfono: 4323-9200 (int. 7477 /7397)

Informes e inscripción online:

(1) Programa sujeto a modificaciones
(2) Se otorgarán certificados por clase individual o por curso completo 
(80% de asistencia). Los certificados serán remitidos por  correo 
electrónico, 30 días después de la finalización del curso. 

OBJETIVOS ACADÉMICOS: El CURSO BÁSICO 
DE ABOGACÍA ESTATAL, (1), pretende ofrecer, a 
través de conferencias sobre temas de actualidad, brinda-
das por profesores de acreditado nivel académico y 
trayectoria profesional, una visión panorámica de las 
cuestiones teórico-prácticas más elementales inherentes 
al ejercicio de la abogacía estatal, en especial referencia a 
las competencias de la Procuración General de la Ciudad. 
Las temáticas abordadas, desde la doble perspectiva local 
y federal, serán ulteriormente desarrolladas en un Progra-
ma de Especialización.

DESTINATARIOS: profesionales del derecho, pasan-
tes universitarios que se desempeñan en el ámbito de 
la Procuración General y operadores que interactúan 
con los sistemas de justicia y de abogacía estatal.

ACTIVIDAD NO ARANCELADA
SE OTORGARÁN CERTIFICADOS (2)

PROGRAMA

Lunes 2/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico- prácticas de Abogacía Estatal.
Clase magistral a cargo del Procurador General de la 
Ciudad: Dr. Julio CONTE-GRAND. Cuestiones de 
Procedimiento Administrativo: Dr. Pablo COMADI-
RA. Cuestiones de Acto Administrativo: Dr. Patricio 
SAMMARTINO. Cuestiones de Contratos Adminis-
trativos: Dr. Fernando LAGARDE  

Lunes 9/9 11.00 a 13.00 hs. 
Cuestiones teórico-prácticas relativas a Asuntos Insti-
tucionales.
Cuestiones relativas a responsabilidad estatal: Dr. Oscar 
GIGLIO. Cuestiones relativas a los procesos urgentes: Dr. 
Patricio SAMMARTINO

Lunes 16/9 11.00 a 13.00 hs. 
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de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, y las revistas 
Argentina del Régimen de la Administración Pública;  
De Derecho Administrativo y El Derecho. 

Para los lectores interesados, el programa completo 
del evento –con paneles, expositores y horarios- es el 
siguiente:

9.30 hs.
Apertura Prof. Guido S. TAWIL 

9.40  a 11.00 hs. 
Primer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (I)

Profesores Jorge ALBERTSEN, Carlos ANDREUCCI, 
Carlos BOTASSI, Juan C. CASSAGNE, Ricardo 
DRUETTA, Ismael MATA y Eduardo MERTEHIKIAN. 
Moderador: Prof. David HALPERÍN 

11 a 11.30 hs. 
Segundo Panel: Semblanza de Julio R. Comadira

Presentación: Prof. Guido S. TAWIL 
El maestro: Profesores Fabián CANDA y Patricio 
M.E.SAMMARTINO 
El recuerdo de la familia: Dra. Cristina COMADIRA 
y Prof. Julio Pablo COMADIRA

11.30 hs. a 11.45 hs. 
Break 

11.45. a 13:00 hs. 
Tercer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (II)
 
Profesores Alberto BIANCHI, Pedro COVIELLO, 
Héctor MAIRAL, Ismael FARRANDO, Pablo 
PERRINO y Alejandro USLENGHI 
Moderador: Prof. Pablo GALLEGOS FEDRIANI 

13:00 a 15.30 hs.
Receso 

15.30 a 16:00 hs.
Cuarto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (I)  

Temas: El concepto de servicio público, la ética en la 
actuación administrativa, la relevancia del interés 

El evento fue organizado por los Dres. Carlos Balbín, 
Pablo Gallegos Fedriani, Fernando Juan Lima y Juan 
G. Corvalán; y el Centro Federal de Estudios de Dere-
cho Público del DPI (Derecho Público Integral) . 

JORNADA EN HOMENAJE AL PROFESOR 
JULIO R. COMADIRA

Organizada por la Cátedra de Derecho Administrativo 
del Prof. Guido S. Tawil, la jornada se celebrará el próxi-
mo día 20, de 9.30 a 19 horas, en el Salón Azul de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

La  actividad académica –entrada gratuita y sin inscripción 
previa- cuenta con las adhesiones Cátedras de Derecho 
Administrativo de la UBA de los Profesores Balbín, 
García Pullés, Hutchinson y Marcer; de la misma cátedra 
de la UNLP de los Prof. Andreucci, Botassi, Hutchinson y 
Mamberti; las facultades de Derecho de las Universidades 
Austral; Pontificia Católica Argentina y Nacional de Cuyo.

También adhieren la Asociación Argentina de Derecho 
Administrativo; los Institutos de Derecho Administrativo 
del Colegio de Abogados de La Plata y de Capital Fede-
ral; la Comisión de Derecho Administrativo del Colegio 

público en el procedimiento administrativo y la 
responsabilidad del Estado
Profesores Oscar AGUILAR VALDEZ, Miriam IVA-
NEGA, Laura MONTI y Oscar CUADROS 
Moderador: Prof. Fernando LAGARDE 

16.30 a 17.30 hs. 
Quinto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (II) 

Temas: La revocación del acto administrativo por ilegitimi-
dad, la licitación pública, la posición de la Administración 
frente a la ley inconstitucional y el acto administrativo. 
Profesores Horacio DIEZ, Jorge MURATORIO, 
María Paula RENNELLA y María José RODRÍGUEZ 
Moderadora: Prof. Alejandra VILLASUR 

17.30 a 17.45 hs. 
Break 

17.45 a 19:00 hs. 
Sexto Panel. El recuerdo de los Profesores Titula-
res de la Universidad

Profesores Carlos BALBÍN, Fernando GARCÍA 
PULLÉS, Tomás HUTCHINSON, Ernesto MARCER y 
Guido S. TAWIL Moderadora: Prof. Gabriela STORTONI 

Presentadores generales. Prof. Marina ÁVILA y Federico 
NIELSEN

CICLO CONFERENCIAS: CONTRATO ADMINISTRATI-
VO DE OBRA OBRA PÚBLICA

La Fundación para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (FECIC) organiza un ciclo de tres conferen-
cias orientado a la Diplomatura Federal en Contrato 
Administrativo de Obra Pública. 

Los encuentros tendrán lugar en la sede de la Funda-
ción, ubicada en Moreno 431, y según sus organizado-
res, "surgió como una necesidad planteada por los 
aspirantes a cursar la Diplomatura a partir del primer 
semestre de de 2014".

Las conferencias están previstas de acuerdo al 
siguiente cronograma:
Lunes 23 de septiembre, 17.00 hs.: 

Aspectos generales de la Obra Pública (Ernesto 
MARCER)

Lunes 28 de noviembre, 17.00 hs.: 
Modalidades de financiación y ejecución de la Obra 
Pública (Rodolfo BARRA)

Lunes 2 de diciembre, 17.00 hs.: 
Cuestiones sobre el nuevo reglamento de contratacio-
nes de la administración nacional aprobado por el dec. 
893/2012 (María José RODRÍGUEZ)

Quienes concurran al ciclo de conferencias podrán deducir 
su costo del precio total de la Diplomatura, y se otorgarán 
certificados tanto por los seminarios individuales como 
por la ronda completa.

Informes e inscripciones:
E-mail: observatorio@fecic.org.ar / Tel: 51993020/21  

CONFERENCIA: "INNOVACIÓN Y REFORMA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO

La temática será abordada por los reconocidos Doctores 
Eberhard Schmidt-Aßmann, Catedrático de Derecho 
Público de la Universidad de Heidelberg (Alemania) y 
Javier Barnés Vázquez, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo en la Universidad de Huelva (España).

El acto académico está organizado por el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.

La cita tendrá lugar el próximo jueves 22, a las 18:30 
horas, en la Facultad de Derecho de la Universidad Católi-
ca, Av. Alicia Moreau de Justo 1400, Edificio Santo Tomás 
Moro, 3º Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

EVENTO: PRIMER ANIVERSARIO ACTA PROMESA 
DE LEALTAD A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Asociación Argentina de Derecho Constitucional 
(Fundaedu) y la Fundación para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura  (FECIC) invitan al evento “A un año 
del Acta propiciando la difusión, enseñanza y compro-
miso con los derechos fundamentales y principios 

democráticos de la Constitución Nacional".
El encuentro se realizará el próximo día 23 a las 16:00 
horas,  en el Centro Cultural Mariano Moreno, 
Moreno 431, CABA, con entrada libre y gratuita.

El Acta conmemorada -propulsada por Fundaedu y 
FECIC- sella el compromiso de más de cuarenta organiza-
ciones de la sociedad civil para difundir los principios 
fundamentales de nuestra Carta Magna.
Una de las principales propuestas del Acta consiste 
en la sanción por parte de las distintas Legislaturas 
provinciales, de una Ley de Promesa de Lealtad a la 
Constitución Nacional por parte de los alumnos del 
último año de la escuela primaria, el 1° de mayo, día 
de la Constitución Nacional.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera en 
sancionar dicha ley el 15 de noviembre de 2012, Ley Nº 4358, 
publicada en el Boletín Oficial del 18 de enero del 2013.

CONFERENCIA: VIOLENCIA DE GÉNERO 
Y PROTECCIÓN FAMILIAR 

La Oficina de Servicio Jurídico de la Comunidad de la 
Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires invita 
al encuentro académico sobre Violencia de Género y 
Protección Familiar, que se realizará el próximo lunes 26 
de agosto en su sede, ubicada en Avenida Córdoba 1235.

La actividad no arancelada comenzará a las 15:00 horas 
con la exposición de la inspectora Mercedes Rebainera 
-segunda jefa del Área de Violencia de Género y Protec-
ción Familiar de la Policía Metropolitana-, quien tratará 
el tema de la violencia de género como una  problemáti-
ca social. A continuación, la comisionada Liliana 
Rubino, jefa de dicha área, abordará la labor de la 
Policía Metropolitana frente a la violencia de género.

Luego de un receso, se presentará una conferencia sobre 
el protocolo de actuación aplicable a la recepción de las 
denuncias de violencia en las comisarías comunales, a 
cargo de la inspectora Cecilia Padilla y la subinspectora 
Vanesa Germano, jefas de Sección del Área de Violen-
cia de Género y Protección Familiar de las comunas 4 y 
12, respectivamente.

Las palabras de cierre estarán a cargo de la comisio-
nada Liliana Rubino. 
La inscripción se debe hacer en el botón Actividades 
Académicas del sitio web de la Procuración General:  
www.buenosaires.gob.ar/procuracion 

Los certificados de asistencia a los inscriptos que 
asistan al evento serán enviados vía internet. 

CONGRESO INTERNACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL

El congreso, organizado por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, se llevará a cabo los días 28, 
29 y 30 del mes en curso, en la mencionada universidad.
Para la inscripción y más información contactarse con el 
Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 
UBA, a través del siguiente correo electrónico: 
cep@derecho.uba.ar

PRIMERA EDICIÓN PREMIOS OBSERVATORIO 
DE LA SALUD

Con motivo de la celebración de su 4to. aniversario, 
el Observatorio de la Salud de la Facultad de Dere-
cho de la UBA convoca a concurso para la presenta-
ción de trabajos sobre temas de actualidad e investi-
gaciones en materia de Derecho de la Salud.

La propuesta está dirigida a alumnos y graduados de 
carreras afines al Derecho de la Salud, cuyos trabajos 
serán analizados por un jurado integrado por las 
Dras. Marisa Aizenberg; María Susana Ciruzzi; 
Viviana Bonpland, y el Lic. Alberto Bozzolo.

La convocatoria –organizada junto con el Seminario de 
Investigaciones en “Derecho y Salud” del Instituto Rioja- 
cierra el 30 del mes en curso y los trabajos deben ser envia-
dos por correo electrónico en la siguiente casilla de correo 
electrónico: observatorioderechoysalud@derecho.uba.ar

Informes: 
http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/
2013_convocatoria-1era-edicion-premios-observa
torio-de-salud-2013.php

NUEVA FECHA: CONFERENCIA DE 
PRESENTACIÓN DE LA MAESTRÍA EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO (ACREDITADA ANTE CONEAU 
POR RESOLUCIÓN 78, del 8 de marzo de 2013)

CLASES MAGISTRALES. 
ACTIVIDAD ACADÉMICA NO ARANCELADA.

La Escuela de Posgrado de la Universidad Nacional de 
la Matanza, sede en Moreno 1623, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, confirmó para el día 4 de noviembre 

próximo el acto de presentación de la Maestría en 
Derecho Administrativo.

Carta de Noticias reitera a los lectores que durante el 
evento expondrán los profesores Patricio SAMMAR-
TINO, Fabián CANDA, Nora VIGNOLO y Eugenio 
PALAZZO. Dado el tenor académico y científico de la 
jornada se expedirán certificados de asistencia a quie-
nes formalicen su inscripción. 

En el caso de que la convocatoria exceda la capacidad 
física del Salón Auditorio, ubicado en el subsuelo, el 
evento también será transmitido a través de una pantalla 
audiovisual en el Aula Principal del piso tercero (v. foto)

CONFERENCIA: LA EFECTIVIDAD DE LOS 
TRIBUNALES INTERNACIONALES

La temática será abordada por el Profesor Yuyal Saín, 
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Hebrea de Jerusalem (Israel), el próximo jueves 22, a 
las 18 horas, en el Salón Azul de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Buenos Aires.

La conferencia está organizada por la Asociación 
Amigos Argentinos de la Universidad Hebrea de 
Jerusalem y la Facultad de Derecho de la UBA.

La entrada es libre y gratuita.
Informes: Teléfono: 4374-7045 
info@huji.org.ar / www.huji.org.ar

CURSO BÁSICO ABOGACÍA ESTATAL 
ORGANIZADO POR LA PROCURACIÓN 
GENERAL DE LA CIUDAD

Cuestiones teórico-prácticas de Asuntos Patrimoniales
Dominio público y privado del Estado: Dra. Daniela 
UGOLINI. La gestión dominial: Dra. Cristina GESTO. 
Herencias vacantes: Dr. Adolfo BOADA UGARTE.

Lunes 23/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico-prácticas relativas al contrato 
administrativo de Empleo Público.
Fisonomía actual de la relación de empleo público: 
Dras. Viviana BONPLAND y Nora VIGNOLO. Cues-
tiones teórico-prácticas de la relación de empleo públi-
co en la Ciudad (aspectos judiciales): Dr. Rodolfo 
MERLINO. Cuestiones teórico-prácticas de la 
relación de empleo público en la Ciudad en la jurispru-
dencia administrativa de la PG CABA:  Dra. María 
Beatriz LESCANO y Dr. Gabriel BERTOZZI

Lunes 30/9 11.00 a 13.00 hs.
Sumarios y Asuntos Penales.
Delitos contra la Administración: Dr. Juan Gustavo COR-
VALÁN. Procedimiento sumarial: Dr. Carlos LO TURCO
Cuestiones penales vinculadas con la ocupación del 
espacio público: Francisco D´ALBORA. El fundamento y 
finalidad del régimen disciplinario: Miriam IVANEGA

Lunes 7/10 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones de Finanzas Públicas, Asuntos Tributa-
rios y Cuestiones de Comunas
Régimen Haciendal: Dr. Antonio PAZ
Cuestiones relativas a Asuntos Tributarios y Recursos 
Fiscales: Dra. Adriana Patricia BOSKOVICH,  Dra. 
María del Pilar OSORIO, Dra. Elena Fabiana 
BEFARO. Cuestiones relativas a Asuntos Comunales: 
Dra. Paola SANTARCÁNGELO 

Conferencia de Cierre, Dr. Pablo GALLEGOS FEDRIANI

Consultas: procuraciongeneral@buenosaires.gob.ar
Teléfono: 4323-9200 (int. 7477 /7397)

Informes e inscripción online:

(1) Programa sujeto a modificaciones
(2) Se otorgarán certificados por clase individual o por curso completo 
(80% de asistencia). Los certificados serán remitidos por  correo 
electrónico, 30 días después de la finalización del curso. 

OBJETIVOS ACADÉMICOS: El CURSO BÁSICO 
DE ABOGACÍA ESTATAL, (1), pretende ofrecer, a 
través de conferencias sobre temas de actualidad, brinda-
das por profesores de acreditado nivel académico y 
trayectoria profesional, una visión panorámica de las 
cuestiones teórico-prácticas más elementales inherentes 
al ejercicio de la abogacía estatal, en especial referencia a 
las competencias de la Procuración General de la Ciudad. 
Las temáticas abordadas, desde la doble perspectiva local 
y federal, serán ulteriormente desarrolladas en un Progra-
ma de Especialización.

DESTINATARIOS: profesionales del derecho, pasan-
tes universitarios que se desempeñan en el ámbito de 
la Procuración General y operadores que interactúan 
con los sistemas de justicia y de abogacía estatal.

ACTIVIDAD NO ARANCELADA
SE OTORGARÁN CERTIFICADOS (2)

PROGRAMA

Lunes 2/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico- prácticas de Abogacía Estatal.
Clase magistral a cargo del Procurador General de la 
Ciudad: Dr. Julio CONTE-GRAND. Cuestiones de 
Procedimiento Administrativo: Dr. Pablo COMADI-
RA. Cuestiones de Acto Administrativo: Dr. Patricio 
SAMMARTINO. Cuestiones de Contratos Adminis-
trativos: Dr. Fernando LAGARDE  

Lunes 9/9 11.00 a 13.00 hs. 
Cuestiones teórico-prácticas relativas a Asuntos Insti-
tucionales.
Cuestiones relativas a responsabilidad estatal: Dr. Oscar 
GIGLIO. Cuestiones relativas a los procesos urgentes: Dr. 
Patricio SAMMARTINO

Lunes 16/9 11.00 a 13.00 hs. 
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de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, y las revistas 
Argentina del Régimen de la Administración Pública;  
De Derecho Administrativo y El Derecho. 

Para los lectores interesados, el programa completo 
del evento –con paneles, expositores y horarios- es el 
siguiente:

9.30 hs.
Apertura Prof. Guido S. TAWIL 

9.40  a 11.00 hs. 
Primer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (I)

Profesores Jorge ALBERTSEN, Carlos ANDREUCCI, 
Carlos BOTASSI, Juan C. CASSAGNE, Ricardo 
DRUETTA, Ismael MATA y Eduardo MERTEHIKIAN. 
Moderador: Prof. David HALPERÍN 

11 a 11.30 hs. 
Segundo Panel: Semblanza de Julio R. Comadira

Presentación: Prof. Guido S. TAWIL 
El maestro: Profesores Fabián CANDA y Patricio 
M.E.SAMMARTINO 
El recuerdo de la familia: Dra. Cristina COMADIRA 
y Prof. Julio Pablo COMADIRA

11.30 hs. a 11.45 hs. 
Break 

11.45. a 13:00 hs. 
Tercer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (II)
 
Profesores Alberto BIANCHI, Pedro COVIELLO, 
Héctor MAIRAL, Ismael FARRANDO, Pablo 
PERRINO y Alejandro USLENGHI 
Moderador: Prof. Pablo GALLEGOS FEDRIANI 

13:00 a 15.30 hs.
Receso 

15.30 a 16:00 hs.
Cuarto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (I)  

Temas: El concepto de servicio público, la ética en la 
actuación administrativa, la relevancia del interés 

El evento fue organizado por los Dres. Carlos Balbín, 
Pablo Gallegos Fedriani, Fernando Juan Lima y Juan 
G. Corvalán; y el Centro Federal de Estudios de Dere-
cho Público del DPI (Derecho Público Integral) . 

JORNADA EN HOMENAJE AL PROFESOR 
JULIO R. COMADIRA

Organizada por la Cátedra de Derecho Administrativo 
del Prof. Guido S. Tawil, la jornada se celebrará el próxi-
mo día 20, de 9.30 a 19 horas, en el Salón Azul de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

La  actividad académica –entrada gratuita y sin inscripción 
previa- cuenta con las adhesiones Cátedras de Derecho 
Administrativo de la UBA de los Profesores Balbín, 
García Pullés, Hutchinson y Marcer; de la misma cátedra 
de la UNLP de los Prof. Andreucci, Botassi, Hutchinson y 
Mamberti; las facultades de Derecho de las Universidades 
Austral; Pontificia Católica Argentina y Nacional de Cuyo.

También adhieren la Asociación Argentina de Derecho 
Administrativo; los Institutos de Derecho Administrativo 
del Colegio de Abogados de La Plata y de Capital Fede-
ral; la Comisión de Derecho Administrativo del Colegio 

público en el procedimiento administrativo y la 
responsabilidad del Estado
Profesores Oscar AGUILAR VALDEZ, Miriam IVA-
NEGA, Laura MONTI y Oscar CUADROS 
Moderador: Prof. Fernando LAGARDE 

16.30 a 17.30 hs. 
Quinto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (II) 

Temas: La revocación del acto administrativo por ilegitimi-
dad, la licitación pública, la posición de la Administración 
frente a la ley inconstitucional y el acto administrativo. 
Profesores Horacio DIEZ, Jorge MURATORIO, 
María Paula RENNELLA y María José RODRÍGUEZ 
Moderadora: Prof. Alejandra VILLASUR 

17.30 a 17.45 hs. 
Break 

17.45 a 19:00 hs. 
Sexto Panel. El recuerdo de los Profesores Titula-
res de la Universidad

Profesores Carlos BALBÍN, Fernando GARCÍA 
PULLÉS, Tomás HUTCHINSON, Ernesto MARCER y 
Guido S. TAWIL Moderadora: Prof. Gabriela STORTONI 

Presentadores generales. Prof. Marina ÁVILA y Federico 
NIELSEN

CICLO CONFERENCIAS: CONTRATO ADMINISTRATI-
VO DE OBRA OBRA PÚBLICA

La Fundación para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (FECIC) organiza un ciclo de tres conferen-
cias orientado a la Diplomatura Federal en Contrato 
Administrativo de Obra Pública. 

Los encuentros tendrán lugar en la sede de la Funda-
ción, ubicada en Moreno 431, y según sus organizado-
res, "surgió como una necesidad planteada por los 
aspirantes a cursar la Diplomatura a partir del primer 
semestre de de 2014".

Las conferencias están previstas de acuerdo al 
siguiente cronograma:
Lunes 23 de septiembre, 17.00 hs.: 

Aspectos generales de la Obra Pública (Ernesto 
MARCER)

Lunes 28 de noviembre, 17.00 hs.: 
Modalidades de financiación y ejecución de la Obra 
Pública (Rodolfo BARRA)

Lunes 2 de diciembre, 17.00 hs.: 
Cuestiones sobre el nuevo reglamento de contratacio-
nes de la administración nacional aprobado por el dec. 
893/2012 (María José RODRÍGUEZ)

Quienes concurran al ciclo de conferencias podrán deducir 
su costo del precio total de la Diplomatura, y se otorgarán 
certificados tanto por los seminarios individuales como 
por la ronda completa.

Informes e inscripciones:
E-mail: observatorio@fecic.org.ar / Tel: 51993020/21  

CONFERENCIA: "INNOVACIÓN Y REFORMA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO

La temática será abordada por los reconocidos Doctores 
Eberhard Schmidt-Aßmann, Catedrático de Derecho 
Público de la Universidad de Heidelberg (Alemania) y 
Javier Barnés Vázquez, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo en la Universidad de Huelva (España).

El acto académico está organizado por el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.

La cita tendrá lugar el próximo jueves 22, a las 18:30 
horas, en la Facultad de Derecho de la Universidad Católi-
ca, Av. Alicia Moreau de Justo 1400, Edificio Santo Tomás 
Moro, 3º Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

EVENTO: PRIMER ANIVERSARIO ACTA PROMESA 
DE LEALTAD A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Asociación Argentina de Derecho Constitucional 
(Fundaedu) y la Fundación para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura  (FECIC) invitan al evento “A un año 
del Acta propiciando la difusión, enseñanza y compro-
miso con los derechos fundamentales y principios 

democráticos de la Constitución Nacional".
El encuentro se realizará el próximo día 23 a las 16:00 
horas,  en el Centro Cultural Mariano Moreno, 
Moreno 431, CABA, con entrada libre y gratuita.

El Acta conmemorada -propulsada por Fundaedu y 
FECIC- sella el compromiso de más de cuarenta organiza-
ciones de la sociedad civil para difundir los principios 
fundamentales de nuestra Carta Magna.
Una de las principales propuestas del Acta consiste 
en la sanción por parte de las distintas Legislaturas 
provinciales, de una Ley de Promesa de Lealtad a la 
Constitución Nacional por parte de los alumnos del 
último año de la escuela primaria, el 1° de mayo, día 
de la Constitución Nacional.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera en 
sancionar dicha ley el 15 de noviembre de 2012, Ley Nº 4358, 
publicada en el Boletín Oficial del 18 de enero del 2013.

CONFERENCIA: VIOLENCIA DE GÉNERO 
Y PROTECCIÓN FAMILIAR 

La Oficina de Servicio Jurídico de la Comunidad de la 
Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires invita 
al encuentro académico sobre Violencia de Género y 
Protección Familiar, que se realizará el próximo lunes 26 
de agosto en su sede, ubicada en Avenida Córdoba 1235.

La actividad no arancelada comenzará a las 15:00 horas 
con la exposición de la inspectora Mercedes Rebainera 
-segunda jefa del Área de Violencia de Género y Protec-
ción Familiar de la Policía Metropolitana-, quien tratará 
el tema de la violencia de género como una  problemáti-
ca social. A continuación, la comisionada Liliana 
Rubino, jefa de dicha área, abordará la labor de la 
Policía Metropolitana frente a la violencia de género.

Luego de un receso, se presentará una conferencia sobre 
el protocolo de actuación aplicable a la recepción de las 
denuncias de violencia en las comisarías comunales, a 
cargo de la inspectora Cecilia Padilla y la subinspectora 
Vanesa Germano, jefas de Sección del Área de Violen-
cia de Género y Protección Familiar de las comunas 4 y 
12, respectivamente.

Las palabras de cierre estarán a cargo de la comisio-
nada Liliana Rubino. 
La inscripción se debe hacer en el botón Actividades 
Académicas del sitio web de la Procuración General:  
www.buenosaires.gob.ar/procuracion 

Los certificados de asistencia a los inscriptos que 
asistan al evento serán enviados vía internet. 

CONGRESO INTERNACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL

El congreso, organizado por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, se llevará a cabo los días 28, 
29 y 30 del mes en curso, en la mencionada universidad.
Para la inscripción y más información contactarse con el 
Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 
UBA, a través del siguiente correo electrónico: 
cep@derecho.uba.ar

PRIMERA EDICIÓN PREMIOS OBSERVATORIO 
DE LA SALUD

Con motivo de la celebración de su 4to. aniversario, 
el Observatorio de la Salud de la Facultad de Dere-
cho de la UBA convoca a concurso para la presenta-
ción de trabajos sobre temas de actualidad e investi-
gaciones en materia de Derecho de la Salud.

La propuesta está dirigida a alumnos y graduados de 
carreras afines al Derecho de la Salud, cuyos trabajos 
serán analizados por un jurado integrado por las 
Dras. Marisa Aizenberg; María Susana Ciruzzi; 
Viviana Bonpland, y el Lic. Alberto Bozzolo.

La convocatoria –organizada junto con el Seminario de 
Investigaciones en “Derecho y Salud” del Instituto Rioja- 
cierra el 30 del mes en curso y los trabajos deben ser envia-
dos por correo electrónico en la siguiente casilla de correo 
electrónico: observatorioderechoysalud@derecho.uba.ar

Informes: 
http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/
2013_convocatoria-1era-edicion-premios-observa
torio-de-salud-2013.php

NUEVA FECHA: CONFERENCIA DE 
PRESENTACIÓN DE LA MAESTRÍA EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO (ACREDITADA ANTE CONEAU 
POR RESOLUCIÓN 78, del 8 de marzo de 2013)

CLASES MAGISTRALES. 
ACTIVIDAD ACADÉMICA NO ARANCELADA.

La Escuela de Posgrado de la Universidad Nacional de 
la Matanza, sede en Moreno 1623, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, confirmó para el día 4 de noviembre 

próximo el acto de presentación de la Maestría en 
Derecho Administrativo.

Carta de Noticias reitera a los lectores que durante el 
evento expondrán los profesores Patricio SAMMAR-
TINO, Fabián CANDA, Nora VIGNOLO y Eugenio 
PALAZZO. Dado el tenor académico y científico de la 
jornada se expedirán certificados de asistencia a quie-
nes formalicen su inscripción. 

En el caso de que la convocatoria exceda la capacidad 
física del Salón Auditorio, ubicado en el subsuelo, el 
evento también será transmitido a través de una pantalla 
audiovisual en el Aula Principal del piso tercero (v. foto)

CONFERENCIA: LA EFECTIVIDAD DE LOS 
TRIBUNALES INTERNACIONALES

La temática será abordada por el Profesor Yuyal Saín, 
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Hebrea de Jerusalem (Israel), el próximo jueves 22, a 
las 18 horas, en el Salón Azul de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Buenos Aires.

La conferencia está organizada por la Asociación 
Amigos Argentinos de la Universidad Hebrea de 
Jerusalem y la Facultad de Derecho de la UBA.

La entrada es libre y gratuita.
Informes: Teléfono: 4374-7045 
info@huji.org.ar / www.huji.org.ar

CURSO BÁSICO ABOGACÍA ESTATAL 
ORGANIZADO POR LA PROCURACIÓN 
GENERAL DE LA CIUDAD

Cuestiones teórico-prácticas de Asuntos Patrimoniales
Dominio público y privado del Estado: Dra. Daniela 
UGOLINI. La gestión dominial: Dra. Cristina GESTO. 
Herencias vacantes: Dr. Adolfo BOADA UGARTE.

Lunes 23/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico-prácticas relativas al contrato 
administrativo de Empleo Público.
Fisonomía actual de la relación de empleo público: 
Dras. Viviana BONPLAND y Nora VIGNOLO. Cues-
tiones teórico-prácticas de la relación de empleo públi-
co en la Ciudad (aspectos judiciales): Dr. Rodolfo 
MERLINO. Cuestiones teórico-prácticas de la 
relación de empleo público en la Ciudad en la jurispru-
dencia administrativa de la PG CABA:  Dra. María 
Beatriz LESCANO y Dr. Gabriel BERTOZZI

Lunes 30/9 11.00 a 13.00 hs.
Sumarios y Asuntos Penales.
Delitos contra la Administración: Dr. Juan Gustavo COR-
VALÁN. Procedimiento sumarial: Dr. Carlos LO TURCO
Cuestiones penales vinculadas con la ocupación del 
espacio público: Francisco D´ALBORA. El fundamento y 
finalidad del régimen disciplinario: Miriam IVANEGA

Lunes 7/10 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones de Finanzas Públicas, Asuntos Tributa-
rios y Cuestiones de Comunas
Régimen Haciendal: Dr. Antonio PAZ
Cuestiones relativas a Asuntos Tributarios y Recursos 
Fiscales: Dra. Adriana Patricia BOSKOVICH,  Dra. 
María del Pilar OSORIO, Dra. Elena Fabiana 
BEFARO. Cuestiones relativas a Asuntos Comunales: 
Dra. Paola SANTARCÁNGELO 

Conferencia de Cierre, Dr. Pablo GALLEGOS FEDRIANI

Consultas: procuraciongeneral@buenosaires.gob.ar
Teléfono: 4323-9200 (int. 7477 /7397)

Informes e inscripción online:

(1) Programa sujeto a modificaciones
(2) Se otorgarán certificados por clase individual o por curso completo 
(80% de asistencia). Los certificados serán remitidos por  correo 
electrónico, 30 días después de la finalización del curso. 

OBJETIVOS ACADÉMICOS: El CURSO BÁSICO 
DE ABOGACÍA ESTATAL, (1), pretende ofrecer, a 
través de conferencias sobre temas de actualidad, brinda-
das por profesores de acreditado nivel académico y 
trayectoria profesional, una visión panorámica de las 
cuestiones teórico-prácticas más elementales inherentes 
al ejercicio de la abogacía estatal, en especial referencia a 
las competencias de la Procuración General de la Ciudad. 
Las temáticas abordadas, desde la doble perspectiva local 
y federal, serán ulteriormente desarrolladas en un Progra-
ma de Especialización.

DESTINATARIOS: profesionales del derecho, pasan-
tes universitarios que se desempeñan en el ámbito de 
la Procuración General y operadores que interactúan 
con los sistemas de justicia y de abogacía estatal.

ACTIVIDAD NO ARANCELADA
SE OTORGARÁN CERTIFICADOS (2)

PROGRAMA

Lunes 2/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico- prácticas de Abogacía Estatal.
Clase magistral a cargo del Procurador General de la 
Ciudad: Dr. Julio CONTE-GRAND. Cuestiones de 
Procedimiento Administrativo: Dr. Pablo COMADI-
RA. Cuestiones de Acto Administrativo: Dr. Patricio 
SAMMARTINO. Cuestiones de Contratos Adminis-
trativos: Dr. Fernando LAGARDE  

Lunes 9/9 11.00 a 13.00 hs. 
Cuestiones teórico-prácticas relativas a Asuntos Insti-
tucionales.
Cuestiones relativas a responsabilidad estatal: Dr. Oscar 
GIGLIO. Cuestiones relativas a los procesos urgentes: Dr. 
Patricio SAMMARTINO

Lunes 16/9 11.00 a 13.00 hs. 
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de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, y las revistas 
Argentina del Régimen de la Administración Pública;  
De Derecho Administrativo y El Derecho. 

Para los lectores interesados, el programa completo 
del evento –con paneles, expositores y horarios- es el 
siguiente:

9.30 hs.
Apertura Prof. Guido S. TAWIL 

9.40  a 11.00 hs. 
Primer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (I)

Profesores Jorge ALBERTSEN, Carlos ANDREUCCI, 
Carlos BOTASSI, Juan C. CASSAGNE, Ricardo 
DRUETTA, Ismael MATA y Eduardo MERTEHIKIAN. 
Moderador: Prof. David HALPERÍN 

11 a 11.30 hs. 
Segundo Panel: Semblanza de Julio R. Comadira

Presentación: Prof. Guido S. TAWIL 
El maestro: Profesores Fabián CANDA y Patricio 
M.E.SAMMARTINO 
El recuerdo de la familia: Dra. Cristina COMADIRA 
y Prof. Julio Pablo COMADIRA

11.30 hs. a 11.45 hs. 
Break 

11.45. a 13:00 hs. 
Tercer Panel: Julio R. Comadira. Testimonio de 
sus colegas y amigos (II)
 
Profesores Alberto BIANCHI, Pedro COVIELLO, 
Héctor MAIRAL, Ismael FARRANDO, Pablo 
PERRINO y Alejandro USLENGHI 
Moderador: Prof. Pablo GALLEGOS FEDRIANI 

13:00 a 15.30 hs.
Receso 

15.30 a 16:00 hs.
Cuarto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (I)  

Temas: El concepto de servicio público, la ética en la 
actuación administrativa, la relevancia del interés 

El evento fue organizado por los Dres. Carlos Balbín, 
Pablo Gallegos Fedriani, Fernando Juan Lima y Juan 
G. Corvalán; y el Centro Federal de Estudios de Dere-
cho Público del DPI (Derecho Público Integral) . 

JORNADA EN HOMENAJE AL PROFESOR 
JULIO R. COMADIRA

Organizada por la Cátedra de Derecho Administrativo 
del Prof. Guido S. Tawil, la jornada se celebrará el próxi-
mo día 20, de 9.30 a 19 horas, en el Salón Azul de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

La  actividad académica –entrada gratuita y sin inscripción 
previa- cuenta con las adhesiones Cátedras de Derecho 
Administrativo de la UBA de los Profesores Balbín, 
García Pullés, Hutchinson y Marcer; de la misma cátedra 
de la UNLP de los Prof. Andreucci, Botassi, Hutchinson y 
Mamberti; las facultades de Derecho de las Universidades 
Austral; Pontificia Católica Argentina y Nacional de Cuyo.

También adhieren la Asociación Argentina de Derecho 
Administrativo; los Institutos de Derecho Administrativo 
del Colegio de Abogados de La Plata y de Capital Fede-
ral; la Comisión de Derecho Administrativo del Colegio 

público en el procedimiento administrativo y la 
responsabilidad del Estado
Profesores Oscar AGUILAR VALDEZ, Miriam IVA-
NEGA, Laura MONTI y Oscar CUADROS 
Moderador: Prof. Fernando LAGARDE 

16.30 a 17.30 hs. 
Quinto Panel: La obra de Julio R. Comadira en la 
visión sus discípulos (II) 

Temas: La revocación del acto administrativo por ilegitimi-
dad, la licitación pública, la posición de la Administración 
frente a la ley inconstitucional y el acto administrativo. 
Profesores Horacio DIEZ, Jorge MURATORIO, 
María Paula RENNELLA y María José RODRÍGUEZ 
Moderadora: Prof. Alejandra VILLASUR 

17.30 a 17.45 hs. 
Break 

17.45 a 19:00 hs. 
Sexto Panel. El recuerdo de los Profesores Titula-
res de la Universidad

Profesores Carlos BALBÍN, Fernando GARCÍA 
PULLÉS, Tomás HUTCHINSON, Ernesto MARCER y 
Guido S. TAWIL Moderadora: Prof. Gabriela STORTONI 

Presentadores generales. Prof. Marina ÁVILA y Federico 
NIELSEN

CICLO CONFERENCIAS: CONTRATO ADMINISTRATI-
VO DE OBRA OBRA PÚBLICA

La Fundación para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (FECIC) organiza un ciclo de tres conferen-
cias orientado a la Diplomatura Federal en Contrato 
Administrativo de Obra Pública. 

Los encuentros tendrán lugar en la sede de la Funda-
ción, ubicada en Moreno 431, y según sus organizado-
res, "surgió como una necesidad planteada por los 
aspirantes a cursar la Diplomatura a partir del primer 
semestre de de 2014".

Las conferencias están previstas de acuerdo al 
siguiente cronograma:
Lunes 23 de septiembre, 17.00 hs.: 

Aspectos generales de la Obra Pública (Ernesto 
MARCER)

Lunes 28 de noviembre, 17.00 hs.: 
Modalidades de financiación y ejecución de la Obra 
Pública (Rodolfo BARRA)

Lunes 2 de diciembre, 17.00 hs.: 
Cuestiones sobre el nuevo reglamento de contratacio-
nes de la administración nacional aprobado por el dec. 
893/2012 (María José RODRÍGUEZ)

Quienes concurran al ciclo de conferencias podrán deducir 
su costo del precio total de la Diplomatura, y se otorgarán 
certificados tanto por los seminarios individuales como 
por la ronda completa.

Informes e inscripciones:
E-mail: observatorio@fecic.org.ar / Tel: 51993020/21  

CONFERENCIA: "INNOVACIÓN Y REFORMA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO

La temática será abordada por los reconocidos Doctores 
Eberhard Schmidt-Aßmann, Catedrático de Derecho 
Público de la Universidad de Heidelberg (Alemania) y 
Javier Barnés Vázquez, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo en la Universidad de Huelva (España).

El acto académico está organizado por el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.

La cita tendrá lugar el próximo jueves 22, a las 18:30 
horas, en la Facultad de Derecho de la Universidad Católi-
ca, Av. Alicia Moreau de Justo 1400, Edificio Santo Tomás 
Moro, 3º Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

EVENTO: PRIMER ANIVERSARIO ACTA PROMESA 
DE LEALTAD A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Asociación Argentina de Derecho Constitucional 
(Fundaedu) y la Fundación para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura  (FECIC) invitan al evento “A un año 
del Acta propiciando la difusión, enseñanza y compro-
miso con los derechos fundamentales y principios 

democráticos de la Constitución Nacional".
El encuentro se realizará el próximo día 23 a las 16:00 
horas,  en el Centro Cultural Mariano Moreno, 
Moreno 431, CABA, con entrada libre y gratuita.

El Acta conmemorada -propulsada por Fundaedu y 
FECIC- sella el compromiso de más de cuarenta organiza-
ciones de la sociedad civil para difundir los principios 
fundamentales de nuestra Carta Magna.
Una de las principales propuestas del Acta consiste 
en la sanción por parte de las distintas Legislaturas 
provinciales, de una Ley de Promesa de Lealtad a la 
Constitución Nacional por parte de los alumnos del 
último año de la escuela primaria, el 1° de mayo, día 
de la Constitución Nacional.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera en 
sancionar dicha ley el 15 de noviembre de 2012, Ley Nº 4358, 
publicada en el Boletín Oficial del 18 de enero del 2013.

CONFERENCIA: VIOLENCIA DE GÉNERO 
Y PROTECCIÓN FAMILIAR 

La Oficina de Servicio Jurídico de la Comunidad de la 
Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires invita 
al encuentro académico sobre Violencia de Género y 
Protección Familiar, que se realizará el próximo lunes 26 
de agosto en su sede, ubicada en Avenida Córdoba 1235.

La actividad no arancelada comenzará a las 15:00 horas 
con la exposición de la inspectora Mercedes Rebainera 
-segunda jefa del Área de Violencia de Género y Protec-
ción Familiar de la Policía Metropolitana-, quien tratará 
el tema de la violencia de género como una  problemáti-
ca social. A continuación, la comisionada Liliana 
Rubino, jefa de dicha área, abordará la labor de la 
Policía Metropolitana frente a la violencia de género.

Luego de un receso, se presentará una conferencia sobre 
el protocolo de actuación aplicable a la recepción de las 
denuncias de violencia en las comisarías comunales, a 
cargo de la inspectora Cecilia Padilla y la subinspectora 
Vanesa Germano, jefas de Sección del Área de Violen-
cia de Género y Protección Familiar de las comunas 4 y 
12, respectivamente.

Las palabras de cierre estarán a cargo de la comisio-
nada Liliana Rubino. 
La inscripción se debe hacer en el botón Actividades 
Académicas del sitio web de la Procuración General:  
www.buenosaires.gob.ar/procuracion 

Los certificados de asistencia a los inscriptos que 
asistan al evento serán enviados vía internet. 

CONGRESO INTERNACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL

El congreso, organizado por la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires, se llevará a cabo los días 28, 
29 y 30 del mes en curso, en la mencionada universidad.
Para la inscripción y más información contactarse con el 
Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 
UBA, a través del siguiente correo electrónico: 
cep@derecho.uba.ar

PRIMERA EDICIÓN PREMIOS OBSERVATORIO 
DE LA SALUD

Con motivo de la celebración de su 4to. aniversario, 
el Observatorio de la Salud de la Facultad de Dere-
cho de la UBA convoca a concurso para la presenta-
ción de trabajos sobre temas de actualidad e investi-
gaciones en materia de Derecho de la Salud.

La propuesta está dirigida a alumnos y graduados de 
carreras afines al Derecho de la Salud, cuyos trabajos 
serán analizados por un jurado integrado por las 
Dras. Marisa Aizenberg; María Susana Ciruzzi; 
Viviana Bonpland, y el Lic. Alberto Bozzolo.

La convocatoria –organizada junto con el Seminario de 
Investigaciones en “Derecho y Salud” del Instituto Rioja- 
cierra el 30 del mes en curso y los trabajos deben ser envia-
dos por correo electrónico en la siguiente casilla de correo 
electrónico: observatorioderechoysalud@derecho.uba.ar

Informes: 
http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/
2013_convocatoria-1era-edicion-premios-observa
torio-de-salud-2013.php

NUEVA FECHA: CONFERENCIA DE 
PRESENTACIÓN DE LA MAESTRÍA EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO (ACREDITADA ANTE CONEAU 
POR RESOLUCIÓN 78, del 8 de marzo de 2013)

CLASES MAGISTRALES. 
ACTIVIDAD ACADÉMICA NO ARANCELADA.

La Escuela de Posgrado de la Universidad Nacional de 
la Matanza, sede en Moreno 1623, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, confirmó para el día 4 de noviembre 

próximo el acto de presentación de la Maestría en 
Derecho Administrativo.

Carta de Noticias reitera a los lectores que durante el 
evento expondrán los profesores Patricio SAMMAR-
TINO, Fabián CANDA, Nora VIGNOLO y Eugenio 
PALAZZO. Dado el tenor académico y científico de la 
jornada se expedirán certificados de asistencia a quie-
nes formalicen su inscripción. 

En el caso de que la convocatoria exceda la capacidad 
física del Salón Auditorio, ubicado en el subsuelo, el 
evento también será transmitido a través de una pantalla 
audiovisual en el Aula Principal del piso tercero (v. foto)

CONFERENCIA: LA EFECTIVIDAD DE LOS 
TRIBUNALES INTERNACIONALES

La temática será abordada por el Profesor Yuyal Saín, 
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Hebrea de Jerusalem (Israel), el próximo jueves 22, a 
las 18 horas, en el Salón Azul de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Buenos Aires.

La conferencia está organizada por la Asociación 
Amigos Argentinos de la Universidad Hebrea de 
Jerusalem y la Facultad de Derecho de la UBA.

La entrada es libre y gratuita.
Informes: Teléfono: 4374-7045 
info@huji.org.ar / www.huji.org.ar

CURSO BÁSICO ABOGACÍA ESTATAL 
ORGANIZADO POR LA PROCURACIÓN 
GENERAL DE LA CIUDAD

Click aquí ó ingresando en 
Actividades Académicas en: 
buenosaires.gob.ar/procuración

Cuestiones teórico-prácticas de Asuntos Patrimoniales
Dominio público y privado del Estado: Dra. Daniela 
UGOLINI. La gestión dominial: Dra. Cristina GESTO. 
Herencias vacantes: Dr. Adolfo BOADA UGARTE.

Lunes 23/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico-prácticas relativas al contrato 
administrativo de Empleo Público.
Fisonomía actual de la relación de empleo público: 
Dras. Viviana BONPLAND y Nora VIGNOLO. Cues-
tiones teórico-prácticas de la relación de empleo públi-
co en la Ciudad (aspectos judiciales): Dr. Rodolfo 
MERLINO. Cuestiones teórico-prácticas de la 
relación de empleo público en la Ciudad en la jurispru-
dencia administrativa de la PG CABA:  Dra. María 
Beatriz LESCANO y Dr. Gabriel BERTOZZI

Lunes 30/9 11.00 a 13.00 hs.
Sumarios y Asuntos Penales.
Delitos contra la Administración: Dr. Juan Gustavo COR-
VALÁN. Procedimiento sumarial: Dr. Carlos LO TURCO
Cuestiones penales vinculadas con la ocupación del 
espacio público: Francisco D´ALBORA. El fundamento y 
finalidad del régimen disciplinario: Miriam IVANEGA

Lunes 7/10 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones de Finanzas Públicas, Asuntos Tributa-
rios y Cuestiones de Comunas
Régimen Haciendal: Dr. Antonio PAZ
Cuestiones relativas a Asuntos Tributarios y Recursos 
Fiscales: Dra. Adriana Patricia BOSKOVICH,  Dra. 
María del Pilar OSORIO, Dra. Elena Fabiana 
BEFARO. Cuestiones relativas a Asuntos Comunales: 
Dra. Paola SANTARCÁNGELO 

Conferencia de Cierre, Dr. Pablo GALLEGOS FEDRIANI

Consultas: procuraciongeneral@buenosaires.gob.ar
Teléfono: 4323-9200 (int. 7477 /7397)

Informes e inscripción online:

(1) Programa sujeto a modificaciones
(2) Se otorgarán certificados por clase individual o por curso completo 
(80% de asistencia). Los certificados serán remitidos por  correo 
electrónico, 30 días después de la finalización del curso. 

OBJETIVOS ACADÉMICOS: El CURSO BÁSICO 
DE ABOGACÍA ESTATAL, (1), pretende ofrecer, a 
través de conferencias sobre temas de actualidad, brinda-
das por profesores de acreditado nivel académico y 
trayectoria profesional, una visión panorámica de las 
cuestiones teórico-prácticas más elementales inherentes 
al ejercicio de la abogacía estatal, en especial referencia a 
las competencias de la Procuración General de la Ciudad. 
Las temáticas abordadas, desde la doble perspectiva local 
y federal, serán ulteriormente desarrolladas en un Progra-
ma de Especialización.

DESTINATARIOS: profesionales del derecho, pasan-
tes universitarios que se desempeñan en el ámbito de 
la Procuración General y operadores que interactúan 
con los sistemas de justicia y de abogacía estatal.

ACTIVIDAD NO ARANCELADA
SE OTORGARÁN CERTIFICADOS (2)

PROGRAMA

Lunes 2/9 11.00 a 13.00 hs.
Cuestiones teórico- prácticas de Abogacía Estatal.
Clase magistral a cargo del Procurador General de la 
Ciudad: Dr. Julio CONTE-GRAND. Cuestiones de 
Procedimiento Administrativo: Dr. Pablo COMADI-
RA. Cuestiones de Acto Administrativo: Dr. Patricio 
SAMMARTINO. Cuestiones de Contratos Adminis-
trativos: Dr. Fernando LAGARDE  

Lunes 9/9 11.00 a 13.00 hs. 
Cuestiones teórico-prácticas relativas a Asuntos Insti-
tucionales.
Cuestiones relativas a responsabilidad estatal: Dr. Oscar 
GIGLIO. Cuestiones relativas a los procesos urgentes: Dr. 
Patricio SAMMARTINO

Lunes 16/9 11.00 a 13.00 hs. 

http://www.ash.buenosaires.gob.ar/procuracion-general/curso-basico-de-abogacia-estatal
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Columna de Opinión de Ex Procuradores:
Agustín Zbar 

LA PROCURACIÓN GENERAL, MI MAYOR DESAFÍO COMO ABOGADO Y 
FUNCIONARIO

Por Agustín Zbar

La conducción de la Procuración General de la Ciudad fue sin dudas el más importante desafío de los que 
me tocó afrontar como abogado y como funcionario. Puedo decirlo hoy, sin dudarlo, luego de transcurri-
do un lustro desde aquella maravillosa experiencia, y teniendo la perspectiva que los años le agregan a una 
carrera política llamada tempranamente al “retiro activo” a casi treinta años de militancia democrática. 

Desde que, en el ocaso de la dictadura militar, ingresé a la Facultad de Derecho de la UBA entregué 
tiempo y esfuerzo de modo simultáneo al estudio, la docencia y el ejercicio profesional, por un lado; y 
el activismo cívico-partidario por otro. Siempre bajo la mirada y la guía de ese gran hombre que fue 
Raúl Alfonsín (1), a quien antes de asumir la PG consulté en busca de consejo y apoyo. 

Esa vocación dual –que se sintetizaría para siempre en un solo camino- tuvo como punto de culmina-
ción ideal a la Procuración General. Aunque los hombres políticos estamos preparados para soñar desa-
fíos, yo nunca me imaginé que el cargo de Procurador podría ser para mí, y la convocatoria que el Jefe 
de Gobierno Jorge Telerman (2) me formuló, fue completamente inusual, intempestiva e inesperada. 
No me fue sencillo aceptar inmediatamente ese ofrecimiento, con poca claridad en ese momento crítico 
para la ciudad, luego de la destitución del anterior Jefe de Gobierno por juicio político y la consecuente 
incertidumbre que se vivía en la política porteña. 
Mi sentido de la responsabilidad ante la demostración de confianza y la entrañable calidez de Teler-
man, provocaron la aceptación el cargo, decisión de la que nunca me arrepentí sino todo lo contrario. 

Cada momento en el cuarto piso de Uruguay 414, me trajo aprendizajes, nuevas amistades (y a 
veces lo contrario), adrenalina laboral por la toma de resoluciones relevantes para la ciudad y los 

vecinos, desafíos intelectuales y profesionales a cada paso, encrucijadas políticas que no faltaron, 
amenazas y oportunidades para cumplir con deberes para los que pronto me sentí mejor preparado. 

Alguien me recordó que Dios no nos pone por delante desafíos que no podamos afrontar, así que 
con profunda confianza me entregué a un trabajo incesante.
No hay mejor definición del trabajo de Procurador que esa: Incesante. Siempre hay más, siempre 
hay algo nuevo, algo para leer o mirar, revisar, estudiar, escuchar, redactar, discutir, pensar, inno-
var. Siempre espera algo para ser decidido, ¡siempre hay algo para firmar!. 

En la Procuración la rueda nunca puede parar, el flujo de trabajo es interminable. Es que aquí conflu-
yen todos los temas, se dan todos los asuntos que pueden interesar a un abogado formado en el dere-
cho público, que ha ejercido intensamente la profesión y le interesa la vida política desde adentro. 

No hay tiempo de aburrirse, jamás puede dejarse una hora desaprovechada.
Cada día es un desafío: afrontar la rutina -a veces agotadora- pero también estar preparado para lo 
nuevo que no permite relajar la atención. Desde los asuntos fiscales hasta los contravencionales; 
la revisión de cuestiones legislativas o la cobertura de las necesidades de seguridad jurídica del 
Poder Ejecutivo (siempre de apuro) y sus Ministros; los litigios menores que se cuentan de a miles 
y los pocos, pero cruciales, juicios ante la Corte Suprema ya sea por montos multimilonarios o en 
la defensa constitucional de la autonomía porteña, mi gran fijación doctrinaria y práctica.

Cuando me preguntan sobre mi experiencia en la procuración contesto sin dudarlo que fue muy 
divertida. Me divertí mucho en esos desafíos, realmente la pasé muy bien atajando los tiros al arco 
y devolviendo tantas pelotas al campo adversario. 
Y la verdad es que la pasé bien porque estaba integrando un gran equipo, lo pude hacer únicamente 
porque estaba magníficamente rodeado por quienes ya tenían una vasta experiencia en el organismo y 
por quienes llegaron conmigo para aprender juntos y se hicieron amigos de todos, como Alina o Alfredo. 

Desde la lealtad y la confianza absoluta que sentí desde el primer día y hasta el último en la secre-
taría privada, con Angela y Patricia al comienzo, y luego también con Alejandra resolviendo todo 
lo que fuera menester, hasta mis manos ejecutoras impecables que fueron los dos procuradores 
adjuntos. Luego, los directores de las áreas que seguramente se contagiaron de nuestro renovado 
entusiasmo para empujar los asuntos en el sentido de que a veces, con cierto capricho, yo lo pedía, 
aunque fuera contra de los usos y costumbres de “la casa”, y sabiendo que siempre volvería a 
revisar todo, tal vez un poco obsesivamente. ¡Tengo tanto para agradecer!

Todos abogados, los queridos colegas de este gigantesco estudio jurídico con un solo cliente, 
creo que supieron que el Procurador era un trabajador del derecho más. Y los demás trabaja-
dores, no abogados, supieron de mi corazón abierto y sincero y me devolvieron con un trato 
respetuoso siempre, pero de compañero, directo y campechano, del que pude nutrirme huma-
namente en cada momento. 
A todos les estaré por siempre muy agradecido por haberme hecho las cosas más fáciles, 
por ahorrarme disgustos y por los estímulos que me generaron para seguir adelante con la 
misma energía del comienzo. Por todo eso, a todos y cada uno de Uds. desde aquí deseo 
enviarles un saludo muy cariñoso con un “hasta pronto”. 

(1) Raúl Ricardo Alfonsín (1927-2009), ex Presidente de la Nación (diciembre de 1983-julio de 1989)
(2) Jorge AlbertoTelerman, ex Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2006-2007)

(N.D.R.) En una nota exclusiva para Carta de Noticias, el Dr. Zbar narra su 
experiencia como titular de la Casa; un cargo que, según relata, "nunca 
imaginó" desempeñar. 

El Dr. Agustín Zbar fue Diputado Nacional; Subsecretario de Justicia y Coor-
dinación Administrativa de la Ciudad; Legislador porteño; secretario Legal, 
Técnico e Institucional de la Auditoría General de la Nación. Y también, 
Procurador General en el año 2006.
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do un lustro desde aquella maravillosa experiencia, y teniendo la perspectiva que los años le agregan a una 
carrera política llamada tempranamente al “retiro activo” a casi treinta años de militancia democrática. 

Desde que, en el ocaso de la dictadura militar, ingresé a la Facultad de Derecho de la UBA entregué 
tiempo y esfuerzo de modo simultáneo al estudio, la docencia y el ejercicio profesional, por un lado; y 
el activismo cívico-partidario por otro. Siempre bajo la mirada y la guía de ese gran hombre que fue 
Raúl Alfonsín (1), a quien antes de asumir la PG consulté en busca de consejo y apoyo. 

Esa vocación dual –que se sintetizaría para siempre en un solo camino- tuvo como punto de culmina-
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fíos, yo nunca me imaginé que el cargo de Procurador podría ser para mí, y la convocatoria que el Jefe 
de Gobierno Jorge Telerman (2) me formuló, fue completamente inusual, intempestiva e inesperada. 
No me fue sencillo aceptar inmediatamente ese ofrecimiento, con poca claridad en ese momento crítico 
para la ciudad, luego de la destitución del anterior Jefe de Gobierno por juicio político y la consecuente 
incertidumbre que se vivía en la política porteña. 
Mi sentido de la responsabilidad ante la demostración de confianza y la entrañable calidez de Teler-
man, provocaron la aceptación el cargo, decisión de la que nunca me arrepentí sino todo lo contrario. 

Cada momento en el cuarto piso de Uruguay 414, me trajo aprendizajes, nuevas amistades (y a 
veces lo contrario), adrenalina laboral por la toma de resoluciones relevantes para la ciudad y los 

vecinos, desafíos intelectuales y profesionales a cada paso, encrucijadas políticas que no faltaron, 
amenazas y oportunidades para cumplir con deberes para los que pronto me sentí mejor preparado. 

Alguien me recordó que Dios no nos pone por delante desafíos que no podamos afrontar, así que 
con profunda confianza me entregué a un trabajo incesante.
No hay mejor definición del trabajo de Procurador que esa: Incesante. Siempre hay más, siempre 
hay algo nuevo, algo para leer o mirar, revisar, estudiar, escuchar, redactar, discutir, pensar, inno-
var. Siempre espera algo para ser decidido, ¡siempre hay algo para firmar!. 

En la Procuración la rueda nunca puede parar, el flujo de trabajo es interminable. Es que aquí conflu-
yen todos los temas, se dan todos los asuntos que pueden interesar a un abogado formado en el dere-
cho público, que ha ejercido intensamente la profesión y le interesa la vida política desde adentro. 

No hay tiempo de aburrirse, jamás puede dejarse una hora desaprovechada.
Cada día es un desafío: afrontar la rutina -a veces agotadora- pero también estar preparado para lo 
nuevo que no permite relajar la atención. Desde los asuntos fiscales hasta los contravencionales; 
la revisión de cuestiones legislativas o la cobertura de las necesidades de seguridad jurídica del 
Poder Ejecutivo (siempre de apuro) y sus Ministros; los litigios menores que se cuentan de a miles 
y los pocos, pero cruciales, juicios ante la Corte Suprema ya sea por montos multimilonarios o en 
la defensa constitucional de la autonomía porteña, mi gran fijación doctrinaria y práctica.

Cuando me preguntan sobre mi experiencia en la procuración contesto sin dudarlo que fue muy 
divertida. Me divertí mucho en esos desafíos, realmente la pasé muy bien atajando los tiros al arco 
y devolviendo tantas pelotas al campo adversario. 
Y la verdad es que la pasé bien porque estaba integrando un gran equipo, lo pude hacer únicamente 
porque estaba magníficamente rodeado por quienes ya tenían una vasta experiencia en el organismo y 
por quienes llegaron conmigo para aprender juntos y se hicieron amigos de todos, como Alina o Alfredo. 

Desde la lealtad y la confianza absoluta que sentí desde el primer día y hasta el último en la secre-
taría privada, con Angela y Patricia al comienzo, y luego también con Alejandra resolviendo todo 
lo que fuera menester, hasta mis manos ejecutoras impecables que fueron los dos procuradores 
adjuntos. Luego, los directores de las áreas que seguramente se contagiaron de nuestro renovado 
entusiasmo para empujar los asuntos en el sentido de que a veces, con cierto capricho, yo lo pedía, 
aunque fuera contra de los usos y costumbres de “la casa”, y sabiendo que siempre volvería a 
revisar todo, tal vez un poco obsesivamente. ¡Tengo tanto para agradecer!

Todos abogados, los queridos colegas de este gigantesco estudio jurídico con un solo cliente, 
creo que supieron que el Procurador era un trabajador del derecho más. Y los demás trabaja-
dores, no abogados, supieron de mi corazón abierto y sincero y me devolvieron con un trato 
respetuoso siempre, pero de compañero, directo y campechano, del que pude nutrirme huma-
namente en cada momento. 
A todos les estaré por siempre muy agradecido por haberme hecho las cosas más fáciles, 
por ahorrarme disgustos y por los estímulos que me generaron para seguir adelante con la 
misma energía del comienzo. Por todo eso, a todos y cada uno de Uds. desde aquí deseo 
enviarles un saludo muy cariñoso con un “hasta pronto”. 

(1) Raúl Ricardo Alfonsín (1927-2009), ex Presidente de la Nación (diciembre de 1983-julio de 1989)
(2) Jorge AlbertoTelerman, ex Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2006-2007)
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Información Jurídica
I) Actualidad en Jurisprudencia

ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

La Constitución no autoriza al legislador a determinar la elección directa de los Consejeros de la Magistratu-
ra en tanto este cuerpo, en su condición de órgano con competencias especiales se inserta dentro de la estruc-
tura del Poder Judicial (Sección Tercera, Capítulo Primero de la Constitución Nacional y conf. Fallos: 
330:2351, voto de la mayoría, considerando 11). 

El Poder Judicial tiene la legitimidad democrática que le da la Constitución Nacional, que no se deriva de la 
elección directa. En la Asamblea Constituyente de 1853/60 expresamente se decidió que los jueces fueran 
elegidos por el pueblo pero en forma indirecta, al ser nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del 
Senado. Este esquema fue ratificado por la reforma de 1994 (del voto de la mayoría). 

En consecuencia, resulta consistente que los consejeros, como miembros de un órgano que integra el Poder Judi-
cial de la Nación, sean elegidos en forma indirecta, de la misma manera que los jueces (del voto de la mayoría).

e) Representantes de jueces y abogados

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

La convocatoria a elecciones nacionales para elegir a los abogados y jueces que integrarán el Consejo de la 
Magistratura desconoce las reglas de representación que establece el artículo 114 de la Constitución Nacio-
nal, pues en el texto constitucional no se dispone que el Consejo se integre con jueces y abogados sino con 
los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los abogados de la 
matrícula federal. Es decir, que el constituyente decidió que quienes ocupen un lugar en este órgano lo hagan 
en representación de los integrantes de esos estamentos técnicos (del voto de la mayoría).

No es la sola condición de juez o abogado lo que los hace representantes, sino su elección por los miembros 
de esos estamentos, pues para ejercer una representación sectorial se requiere necesariamente un mandato, 
que solo puede ser otorgado por los integrantes del sector (del voto de la mayoría).

De manera que la particular ingeniería diagramada por el constituyente, se vería burlada en el caso de que 
los consejeros por los estamentos señalados emergieran de una elección general, pues dejarían de ser repre-
sentantes del sector para transformarse en representantes del electorado (del voto de la mayoría).

f) Representantes de jueces. Nominación por partidos políticos. Vulneración de la indepen-
dencia. Inconstitucionalidad.

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

La Ley Nº 26.855, en tanto dispone que el magistrado que aspira a ser miembro del Consejo en representa-
ción de los jueces debe desarrollar actividades político-partidarias, llevar a cabo una campaña electoral 
nacional con el financiamiento que ello implica, proponer a la ciudadanía una determinada plataforma polí-
tica y procurar una cantidad de votos que le asegure ingresar al Consejo de la Magistratura, desconoce las 
garantías que aseguran la independencia del Poder Judicial frente a los intereses del Poder Ejecutivo, del 
Congreso o de otros factores de poder, en la medida en que obliga al juez que aspira a ser consejero a optar 
por un partido político (del voto de la mayoría).

La ley contraría la imparcialidad del juez frente a las partes del proceso y a la ciudadanía toda, pues le exige 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

identificarse con un partido político mientras cumple la función de administrar justicia. Desaparece así la 
idea de neutralidad judicial frente a los poderes políticos y fácticos (del voto de la mayoría). 

Nunca se ha sostenido que la independencia externa del Poder Judicial se vea afectada porque los jueces 
sean nombrados y removidos por órganos de los otros poderes, integrados conforme a partidos políticos. El 
juez —y en este caso el consejero— una vez designado es independiente de todo partido y no está sujeto a 
sus órdenes ni mandatos. Si alguno se somete a esta condición, esto no será resultado de la elección sino de 
su propia falla ética, al igual que sucede con los jueces, si acaso alguno se considera vinculado o sometido 
a la fuerza política que incidió en su nombramiento. Nada hay de vergonzante en que un juez exprese sus 
preferencias; más aún, esto evita que pueda oscilar sin sanción pública, siendo una condición de la exigencia 
de mínima coherencia y de prevención de conductas erráticas (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

g) Procedimiento de remoción de magistrados. Mayorías. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Atento a lo establecido por el artículo 29 de la Ley Nº 26.855 −que dispone que las modificaciones al régi-
men de mayorías previsto en la presente ley así como la nueva composición de las comisiones entrarán en 
vigor una vez que se haga efectiva la modificación de la integración del cuerpo prevista en el artículo 2°, de 
acuerdo con el mecanismo electoral establecido en los artículos 3° bis y concordantes− y a la decisión que 
aquí se adopta, no entrará en vigencia la modificación dispuesta en el artículo 6° inciso 15, que requiere una 
mayoría absoluta del total de los miembros para decidir la apertura del procedimiento de remoción de jueces 
titulares, subrogantes y jubilados convocados de acuerdo al artículo 16 de la ley 24.018, formular la acusa-
ción ante el jurado de enjuiciamiento y ordenar la suspensión de magistrados. Idénticas consecuencias se 
proyectan sobre las demás modificaciones que la ley 26.855 introduce con relación al quórum previsto en el 
artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las comisiones del Consejo de la Magistratura (del 
voto de la mayoría).

h) Ley Nº 26.855. Reforma del Consejo de la Magistratura. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La Ley Nº 26.855 resulta inconstitucional en cuanto: a) rompe el equilibrio al disponer que la totalidad de 
los miembros del Consejo resulte directa o indirectamente emergente del sistema político-partidario, b) 
desconoce el principio de representación de los estamentos técnicos al establecer la elección directa de 
jueces, abogados, académicos y científicos, c) compromete la independencia judicial al obligar a los jueces 
a intervenir en la lucha partidaria, y d) vulnera el ejercicio de los derechos de los ciudadanos al distorsionar 
el proceso electoral (del voto de la mayoría).

i) Efectos de la declaración de inconstitucionalidad de la Ley Nº 26.855. Vigencia del régi-
men anterior, previsto en las Leyes Nº 24.937 y sus modificatorias

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Las graves consecuencias que, de modo inmediato, derivarán del pronunciamiento exigen que el Tribunal, en 
cumplimiento de su deber constitucional de adoptar las medidas apropiadas para evitar el caos institucional o 
la eventual paralización de la administración de justicia, determine claramente los efectos de aquél. En este 
sentido, corresponde aclarar que en los puntos regidos por las normas declaradas inconstitucionales −artículos 
2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855− e inaplicables −artículo 6° inciso 15, y demás modificaciones que la ley 26.855 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).



Carta de Noticias de la Procuración General

41

ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

II) Dictámenes de la Casa

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

Información Jurídica

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

inc. c, y 6°, inc. e, de la ley 25.188 (acordada 1 del 9 de febrero de 2000); etc.
El fallo más ilustrativo en la materia es el de los autos "Mill de Pereyra, Rita Aurora; Otero, Raúl 
Ramón y Pisarello, Angel Celso c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ demanda contenciosa 
administrativa" del 27 de septiembre de 2001, en el que cuatro de los Ministros opinantes se muestran 
partidarios del control de constitucionalidad mientras que otros tres se inscriben en la posición opues-
ta. De éste podemos extraer:

Del punto 10) del voto del Dr. Boggiano: “La declaración de inconstitucionalidad sin que medie 
petición de parte no implica un avasallamiento del Poder Judicial sobre los demás ya que dicha tarea 
es de la esencia de aquél, una de cuyas funciones específicas es la de controlar la constitucionalidad 
de la actividad desarrollada por los poderes Ejecutivo y Legislativo a fin de mantener la supremacía 
de la Constitución Nacional (art. 31). Es un acto de suma gravedad institucional que debe ser conside-
rado como la última ratio del orden jurídico y, en caso de duda debe estarse por su constitucionalidad. 
Sólo debe acudirse a aquélla cuando la repugnancia de la ley inferior con la norma calificada de 
suprema sea manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (Fallos: 285:322, entre muchos otros). Es 
por ello que los tribunales de justicia deben imponerse la mayor mesura, mostrándose tan celosos en 
el uso de sus facultades como del respeto que la Ley Fundamental asigna, con carácter privativo, a los 
otros poderes (Fallos: 242:73; 285:369; 300:241, 1087)”.

Del punto 10) y 11) del voto del Dr. Vázquez: “La Corte, en su caso, es el superior o máximo tribunal 
de la judicatura nacional y como tal, posee jurisdicción -que es constitucional- e imperium. Que, en 
fin, en tanto órgano supremo a cargo del gobierno del Poder Judicial, la Corte tiene una jerarquía 
superior a la de cualquier tribunal inferior, como también respecto del Consejo de la Magistratura y 
el Jurado de Enjuiciamiento (acordada 4 del 14/3/00, Fallos: 323:1293).” “Que en cuanto actúa en su 
condición de cabeza del Poder Judicial, y a los fines de cumplir con las trascendentes funciones insti-
tucionales antes aludidas, la Corte no precisa del planteo de caso o controversia judicial alguna. Tam-
poco requiere del estímulo que provee la petición de parte legitimada, pudiendo obrar de oficio, inclu-
sive a los fines de declarar la inaplicabilidad o nulidad de normas que afectan el ejercicio de la 
función judicial. En tal sentido, el Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio 
cuando están en juego normas que consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitu-
ción Nacional a sus propias atribuciones (Fallos: 143:191; 185:140; 238:288). Por otra parte, reitera-
damente ha señalado el Tribunal que "es elemental en nuestra organización constitucional la atribu-
ción que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia de examinar las leyes en los casos 
concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la constitución para averiguar si 
guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas si las encuentran en oposición con ella" 
(Fallos: 312:2494; 314:313, 875 y 1741; 317:44, entre otros)".

Clarifican los puntos 20) y 21) del voto del Dr. Vázquez cuando dicen que: “Si bien el art. 2° de la ley 
27 establece que la justicia nacional nunca procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos 
contenciosos en que es requerida a instancia de parte, tal prohibición no apunta a los actos del proce-
dimiento ya iniciado, ni a las cuestiones que son típicamente de derecho, sino a la posibilidad de 
instar oficiosamente una causa para hacer declaraciones generales o abstractas. A lo que no es inapro-
piado agregar que el art. 3° de esa misma ley, claramente se afilia a la posibilidad del ejercicio de un 
control constitucional de oficio, al establecer que uno de los objetos de la justicia nacional"...es soste-
ner la observancia de la Constitución Nacional, prescindiendo, al decidir las causas, de toda disposi-
ción cualquiera de los otros poderes nacionales, que esté en oposición con ella..." “Que, valga remar-
carlo, el control de oficio de la constitucionalidad de las leyes, cuando se actúa como tribunal y no 
como cabeza de poder, no desvanece sino que, por el contrario, supone como necesaria premisa, la de 
que exista una "causa" o "controversia" (Fallos: 307:2384; 308:1489), sin que -al igual que en el caso 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

de control a instancia de parte- quepa ejercerlo en el marco de las llamadas opiniones consultivas 
(Fallos: 188:179), o para hacer declaraciones generales de inconstitucionalidad (Fallos: 311:787 y 
2580), o respecto de cuestiones abstractas (Fallos: 260:153; 311:787). Además, cuando exista la posi-
bilidad de una solución adecuada al litigio mediante otros argumentos distintos de los constituciona-
les implicados en la causa, corresponde prescindir de estos últimos y atender a aquéllos otros para la 
resolución del caso (Fallos: 300:1029; 305:1304), y no siendo ese el supuesto, la declaración de 
inconstitucionalidad no debe ir más allá de lo estrictamente necesario para juzgar (Fallos: 303:893). 
En este orden de ideas, es también aplicable la conocida doctrina de esta Corte según la cual la decla-
ración de inconstitucionalidad de una ley es un acto de suma gravedad institucional que debe ser 
considerado como la última ratio del orden jurídico, por lo que, en caso de duda, cabe estar a su cons-
titucionalidad (Fallos: 285:322, entre muchos otros)".

Vale mencionar que durante el Primer Congreso Internacional de Abogacía Estatal, Local y Fede-
ral: “El derecho Administrativo en el Estado Constitucional Social del derecho”, celebrado en el 
Teatro Gral. San Martín de la Ciudad de Buenos Aires en junio de 2013, se reeditó la cuestión como 
“Las reglas de actualidad del control de constitucionalidad: su proyección sobre el derecho adminis-
trativo, en especial referencia al orden federal y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. 
   
En esa ocasión se citaron las actuaciones Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/ Ejército Argentino 
s/ daños y perjuicios CSJN, Fallos, R. 401. XLIII., 27/11/2012, en donde no sólo se trató el control de 
constitucionalidad sino también el control de convencionalidad ex officio entre las normas internas y 
la Convención Americana (“Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. 
Perú”, del 24 de noviembre de 2006, parágrafo 128)). 

Tal criterio fue reiterado algunos años más tarde, expresado en similares términos, en los casos “Ibsen 
Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia” (1° de septiembre de 2010, parágrafo 202); “Gomes Lund y otros 
(‘Guerrilha do Araguaia’) vs. Brasil” (24 de noviembre de 2010, parágrafo 176) y “Cabrera Garca y 
Montiel Flores vs. México” (26 de noviembre de 2010, parágrafo 225). 

Recientemente, el citado Tribunal ha insistido respecto del control de convencionalidad ex officio, 
añadiendo que en dicha tarea los jueces y órganos vinculados con la administración de justicia deben 
tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la 
Corte Interamericana (conf. caso “Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina” , 29 de noviembre de 
2011).

En definitiva, aun cuando no haya pedido de parte, la postura actual de la Corte permitiría la revisión 
de constitucionalidad y convencionalidad de las normas que se apliquen a los casos que se lleven a su 
juzgamiento, y en las citas jurisprudenciales transcriptas tenemos un sustento legal imbatible, 
quedando a su consulta el texto completo de las mismas.  

CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS

Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2848781-PG  4 de julio de 2013
Referencia: EX  1742369/2012

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

Resulta competente según el art. 104 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el Sr. Jefe de 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para suscribir el “Convenio Marco de Participación en el 
Programa de Desarrollo de Seguros Públicos Provinciales de Salud” entre el Ministerio de Salud de la Nación 
y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS

a) Selección del contratista

a.1) Licitación pública

a.1.2) Procedimiento. Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado 
por Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Es condición para la suscripción del acto administrativo que apruebe y adjudique la licitación pública, la previa 
agregación de la previsión presupuestaria pertinente.

b) Contrato de obra pública

b.1) Ejecución del contrato. Modificación

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

Si los trabajos no se contraponen a la esencia de la obra ya contratada, puesto que sirven para hacerla viable y 
mejorar su arte constructivo, y obvio resultan necesarios y convenientes para los intereses de la Ciudad y aparte 
favorecen su funcionalidad global, siendo sus montos razonables conforme lo indicado por los organismos 
especialistas, el balance de economía y demasías, trasunto de una modificación de obra, deberá considerarse 
encuadrado en el art. 30 de la Ley Nacional de Obras Públicas.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Cuando la Ley Nacional de Obras Públicas alude a modificaciones que no excedan en conjunto del 20% del 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

monto de la obra, lo hace no para impedir que se dispongan obras de mayor cantidad, sino para imponer al 
contratista la obligación de tolerar las que se ordenen dentro de esos límites, en las condiciones del precepto 
legal (con cita de Bezzi, Osvaldo M., “El contrato de Obra Pública – Procedimiento Administrativo (nacional, 
provincial, municipal)”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1982, págs. 153/154).

b.1) Rescisión del contrato

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

Las alteraciones del proyecto que produzcan aumentos o reducciones de costos o trabajos contratados resultan 
obligatorias para el contratista, siempre que no excedan el 20% del valor total de las obras pues en este caso el 
art. 53, inciso “a” de la Ley Nacional de Obras Públicas faculta al contratista a rescindir el contrato.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Los arts. 30 y 53, inc. a) de la Ley 13.064 establecen límites expresos a la facultad unilateral de la Administra-
ción para modificar el contrato, siempre relacionados con los intereses generales de la comunidad, y no existe 
obstáculo legal para que la Administración, con la conformidad del contratista, modifique el contrato más allá 
de los límites legales, en la medida que no se altere la sustancia del contrato.

DERECHO SUCESORIO

Legados

Legados con cargo

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

El cargo puede tener diversos objetos, tales como satisfacer la memoria del propio testador o beneficiar a terceros o 
instituciones de bien público. Debe ser cumplimentado en la forma en la que el testador lo ha previsto o, en caso de 
que eso no resultare posible, corresponde que se ejecute de la manera más ajustada  la voluntad del testador.
Cuando la voluntad real del causante aparezca como un mero consejo, sin que pueda vislumbrarse fuerza vincu-
lante hacia el encargado de cumplirlo, se está frente a un consejo o ruego; caso contrario si aparece la voluntad 
de obligar al gravado, tendremos un “cargo” (con cita de Pérez Lasala, José Luis, “Derecho de sucesiones”, 
Tomo II, Buenos Aires, Desalma, 1981, pág. 482).

DERECHO TRIBUTARIO

a) Procedimiento

a.1) Aplicación supletoria de la Ley de Procedimientos Administrativos

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    



Carta de Noticias de la Procuración General

50

ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

que: "...de conformidad con lo expuesto ut supra sólo resta señalar que la suspensión dispuesta por el artículo 
13 de la ley 671 se encuentra dentro de las facultades que emergen de la autonomía de la legislación de la 
Ciudad en la materia en nuestro sistema federal, razón por la cual la declaración de inconstitucionalidad del 
artículo 13 de la ley 671 resulta improcedente y debe ser revertida" (CCAyT, Sala II, "Gcba c/ Textil Santa Fe 
S.A. s/ Ejecución fiscal, sentencia 15/07/04).
La suspensión de la prescripción prevista en la Ley N° 2569 es de aplicación a todos los contribuyentes pues 
establece una suspensión general de la prescripción careciendo de sustento la pretensión de diferenciar según 
que el contribuyente se acoja o no a un plan de facilidades.

b.4) Preeminencia del procedimiento especial

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De conformidad con lo estipulado en el art. 143 del Código Fiscal, las normas y términos específicos allí conte-
nidos tienen preeminencia con respecto a los de la Ley de Procedimientos Administrativos. 

b.5.1) Error excusable

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Si algo se pudiera decir con carácter general es, únicamente, que el error excusable requiere un comportamiento 
normal y razonable del sujeto frente al evento en que se halló; si la persona procedió con la prudencia que exigía 
la situación y pese a ello incurrió en omisión, no se le puede condenar (con cita de Giuliani, Founrouge, Carlos 
M.; Navarrine, Susana C., “Procedimiento Tributario”, Buenos Aires, Depalma, pág. 300).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Quien pretenda exculparse en el campo fiscal, con fundamento en la ignorancia o error acerca del carácter ilegí-
timo de su conducta, deberá acreditar de modo fehaciente que, a pesar de haber actuado con la debida diligen-
cia, no tuvo la posibilidad real y efectiva de comprender el carácter antijurídico de su conducta (con cita de 
C.S.J.N., 20/08/1996, “Morixe Hnos. S.A.C.I”, Fallos 319:1524).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

La admisibilidad del error de derecho, en tanto equiparable al error de hecho, requiere que se alegue y pruebe la 
existencia de oscuridad en los diferentes preceptos de la ley cuestionada o que de la inteligencia de su texto surjan 
algunas dudas acerca de la situación frente al tributo. En consecuencia, la causal exonerativa del error excusable 
precisa, a efectos de su viabilidad, que el mismo sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser 
analizados en consonancia con las circunstancias que rodearon el accionar del contribuyente. No observándose 
una oscuridad en la norma susceptible de inducir a la contribuyente a error en cuanto al sentido y alcance de sus 
disposiciones, cabe concluir que no han sido alegadas ni probadas en autos circunstancias que lleven a este juzga-

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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ACCIÓN DE AMPARO

a) Admisibilidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por caren-
cia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. En el sub examine se 
encuentran reunidos los recaudos que determinan su admisibilidad porque, ante la inminencia del venci-
miento de los plazos establecidos en el calendario electoral, las vías procesales ordinarias resultan ineficaces 
para remediar en forma oportuna la afectación de los derechos invocados por el actor.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

a) Integración. Estamentos. Representación

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

De una lectura de la primera parte del segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución resulta claro que 
al Consejo de la Magistratura lo integran representantes de los tres estamentos allí mencionados: órganos 
políticos resultantes de la elección popular (Poder Legislativo y Poder Ejecutivo), jueces de todas las instan-
cias y abogados de la matrícula federal. Las personas que integran el Consejo lo hacen en nombre y por 
mandato de cada uno de los estamentos indicados, lo que supone inexorablemente su elección por los 
integrantes de esos sectores. En consecuencia, el precepto no contempla la posibilidad de que los consejeros 
puedan ser elegidos por el voto popular ya que, si así ocurriera, dejarían de ser representantes del sector para 
convertirse en representantes del cuerpo electoral (del voto de la mayoría).

La redacción es clara en cuanto relaciona con la elección popular a solo uno de los sectores que integra el 
Consejo, el de los representantes de los órganos políticos. Por su parte prevé que el órgano también se 
integra con los representantes del estamento de los jueces de todas las instancias y del estamento de los 
abogados de la matrícula federal, cuya participación en el cuerpo no aparece justificada en su origen electi-
vo, sino en el carácter técnico de los sectores a los que representan (del voto de la mayoría).

La consideración integral y razonada de los antecedentes reseñados lleva consistentemente a concluir que 
para el constituyente la elección de los representantes de los estamentos técnicos estaba a cargo exclusiva-
mente de quienes los integran (del voto de la mayoría).

Todos los caminos de interpretación transitados anteriormente llevan a concluir que la elección de los repre-
sentantes de los jueces, abogados y académicos o científicos no puede realizarse por sufragio universal, sino 

que debe efectuarse en el ámbito de sus respectivos estamentos (del voto de la mayoría).

Interpretar la representación en el puro sentido del contrato de mandato del derecho privado es una tentativa 
de salvar lo que el texto no ha salvado. El argumento contrario corre con la ventaja de que la representación 
estamentaria en la Constitución Nacional es una excepción, en tanto que la regla republicana es la represen-
tación popular. El juego entre una interpretación traída del derecho privado y que acota el espacio del legis-
lador como representante del pueblo soberano, y el primer principio básico del derecho público en que éste 
se afirma hace que, por lo menos, no se pueda sostener con éxito la existencia de una inconstitucionalidad 
manifiesta, como lo sería si la ley —al igual que la enmienda española de 1985— asignase la nominación al 
Congreso de la Nación (del voto en disidencia del Doctor Zaffaroni).

b) Integración. Equilibrio

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

En el art. 114 CN no se dispone que la composición del Consejo de la Magistratura deba ser igualitaria entre 
los tres estamentos representados, sino que se exige que mantenga un equilibrio, término al que corresponde 
dar el significado que usualmente se le atribuye de “contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas” 
(Real Academia Española, vigésima segunda edición, 2001) (del voto de la mayoría). 

La concepción de los constituyentes que aprobaron el texto sancionado fue mantener en el Consejo un equi-
librio entre sectores de distinto origen sin que exista predominio de uno sobre otros. Es decir, que ningún 
sector cuente con una cantidad de representantes que le permita ejercer una acción hegemónica respecto del 
conjunto o controlar por sí mismo al cuerpo (del voto de la mayoría). 

c) Representantes de académicos y científicos

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Si bien es cierto que la Constitución Nacional les ha dado a académicos y científicos una participación en el 
Consejo de la Magistratura, no les ha asignado un rol central. El texto constitucional no ofrece dudas en 
cuanto a que este sector no está en el centro de la escena. Esta conclusión surge de la literalidad de la norma, 
donde académicos y científicos aparecen en una segunda parte del párrafo, a modo de complemento (del 
voto de la mayoría).

Aunque la norma constitucional no hace referencia expresa a los representantes de los académicos y científi-
cos, dicho texto, a la luz de lo previsto en la primera parte del art. 114, conduce razonablemente a sostener que 
la elección de estos integrantes tampoco puede realizarse a través del voto popular (del voto de la mayoría).

Si bien la Constitución Nacional ha dado participación a los científicos y académicos en el Consejo, no les 
ha asignado un rol central. Es por ello que resulta incuestionable que la Ley Nº 26.855 sobredimensiona la 
representación de este sector al elevar a seis el número de sus integrantes (el doble que el fijado para los 
representantes de los diputados, senadores, jueces y abogados) y al mismo tiempo la distorsiona al estable-
cer su elección por medio del sufragio universal y no por los integrantes de dicho sector (del voto de la 
mayoría).

d) Elección de los Consejeros. Elección indirecta. Legitimidad democrática del Poder Judicial

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

dor a la convicción de que efectivamente existió un error excusable que permita excluir a la responsable del juicio 
de reproche, resultando así correcto el encuadre fiscal de la conducta de la contribuyente en el tipo culposo 
previsto en el art. 45 de la ley 11.683 (con cita de TFN, Sala B, 19/04/2010, “Acifra Bahía S.A.”).

b.6) Responsabilidad solidaria

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

A la Administración le basta con probar la existencia de la representación legal o convencional para presumir 
en el representante facultades con respecto a la materia impositiva.
Corresponde al responsable solidario aportar la prueba irrefutable y concluyente, apta y necesaria para desvir-
tuar este principio de responsabilidad e incumbencia que viene dado por la posesión del cargo y, de esa forma, 
permitir desarticular la responsabilidad solidaria imputada desde la óptica de su actuación concreta y específica 
en el seno de la sociedad, es decir, desde el plano de la imputación objetiva (con cita del Tribunal Fiscal de la 
Nación, sala B, “Beggeres, Julio Néstor”, 30/04/2010). 
Resulta procedente responsabilizar solidaria e ilimitadamente a los socios de la firma que omitió el pago del 
impuesto sobre los Ingresos Brutos, toda vez que los responsables solidarios no han desplegado actividad 
probatoria alguna tendiente a demostrar una causal de exoneración de la responsabilidad atribuida, ni han acre-
ditado la circunstancia de haber exigido los fondos necesarios para el pago del gravamen y que fueron coloca-
dos en la imposibilidad de cumplir (con cita del Tribunal Fiscal de Apelación de Buenos Aires, sala II, “Proco-
sud S.A.”, 22/05/2012).

c) Tasa y arancel: Concepto

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

Si bien en un comienzo el concepto de “tasa” iba unido al de “arancel”, con el correr del tiempo y los cambios 
producidos en la organización y funciones del Estado, tanto desde el punto de vista orgánico como funcional, 
ambos conceptos fueron diferenciándose y, así, mientras la tasa se vinculó con los servicios públicos, el arancel 
quedó circunscrito al ámbito de otras actividades de prestación de servicios de la Administración Pública desti-
nadas a actividades que revisten “interés público”.
El pago de la tasa es una contraprestación “aproximada” al costo del servicio prestado siendo un requisito 
fundamental respecto de las tasas, reiteradamente exigido por una extensa y constante jurisprudencia del Tribu-
nal, que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación 
de un servicio referido a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente (con cita de C.S.J.N., 
Fallos 234:663; 236:22; 251:222; 259:413, entre otros).
La unión de la tasa a la de prestación de un servicio público divisible, convirtió a ésta en una especie del género 
de los tributos y, como tal, participando de las características esenciales de estos como son las de legalidad, 
irretroactividad, igualdad, no confiscatoriedad, equidad, generalidad, solidaridad, capacidad contributiva y 
certeza. Su diferencia específica está dada por su propia finalidad, cual es la de estar destinada a un servicio 
concreto, material, que presta la Administración (a diferencia del impuesto, cuyo fin es general y cuya finalidad 
es el sostenimiento del Estado).
El concepto de arancel, en cambio, quedó delimitado al ámbito de las actividades de interés público, prestadas 
por un sujeto privado pero que, precisamente por el interés público comprometido, requieren una determinada 
actividad de contralor por parte de la Administración.

d) Principios del derecho tributario

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

introduce con relación al quórum previsto en el artículo 7°, al régimen de mayorías y a la composición de las 
comisiones del Consejo de la Magistratura− en el considerando precedente, mantendrá su vigencia el régimen 
anterior previsto en las leyes 24.937 y sus modificatorias 24.939 y 26.080 (del voto de la mayoría).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES (CIDIP-II)

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 04 de junio de 2013.

El sistema creado por la Convención Interamericana sobre el Cumplimiento de Medidas Cautelares 
(CIDIP-II) establece el deber que tienen los tribunales de cada uno de los Estados Parte de dar cumplimiento 
a las medidas cautelares decretadas por jueces de otro Estado Parte (art. 2°), con la importante aclaración de 
que este último podrá rehusar hacerlo cuando “sean manifiestamente contrarias a su orden público” (art. 12) 
(del voto de la mayoría).

EMPLEO PÚBLICO

Libertad sindical

a.1) Fuentes normativas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostienen e imponen la Constitución Nacional, en su 
art. 14 bis, y un muy comprensivo corpus iuris proveniente del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que goza de jerarquía constitucional en los términos del art. 75.22 de la primera. Dicho corpus 
está integrado, entre otros instrumentos, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), 
por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación (arts. 8.3 y 22.3, respectivamente).

a.2) Contenido

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio constitucional de libertad sindical consagra la libertad para todos los sindicatos, con el propósi-
to de que puedan realizar sus actividades sin obstáculos o limitaciones del Estado que reduzcan, injustifica-
damente, las funciones que les son propias: la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de los 
intereses legítimos de orden gremial. Sobre tal base, la Corte declaró la inconstitucionalidad de ciertas 
disposiciones de la ley 23.551, en la medida en que concedían a los sindicatos reconocidos por el Estado 
como más representativos —mediante el otorgamiento de la personería gremial— privilegios que excedían 
de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, de consulta por las autorida-
des y de designación de delegados ante organismos internacionales, lo cual iba en detrimento de “la activi-
dad de los sindicatos simplemente inscriptos que compartían con aquéllos, total o parcialmente, el mismo 
ámbito de actuación”.

a.3) Límites a la intervención del Estado. Convenio Nº 87 de la OIT

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El Convenio N° 87 de la OIT, instrumento indudablemente fundamental en materia de libertad sindical, 
obliga al Estado a “abstenerse de toda intervención que tienda a limitar [...] o a entorpecer [el] ejercicio 
legal” del derecho de las “organizaciones de trabajadores [...] de organizar [...] sus actividades y el de formu-
lar su programa de acción” (art. 3.1 y 2). La “legislación nacional”, agrega, “no menoscabará ni será aplica-
da de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio” (art. 8.2), al tiempo que, por 
su art. 10, aclara que el término “organización” significa “toda organización de trabajadores que tenga por 
objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores”.

a.4) Convenio Nº 87 de la OIT. Incompatibilidad con el art. 31 de la Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, que ejerce el control 
regular de la observancia por los Estados Miembros de las obligaciones derivadas de los convenios que han 
ratificado, tiene dicho, y repetido, que no se compadece con el Convenio N° 87 la norma del art. 31.a de la 
ley 23.551, que privilegia “a las asociaciones sindicales con personería gremial frente a las demás asociacio-
nes, en materia de representación de intereses colectivos diferentes de la negociación colectiva”.

a.5) Legitimación de asociación sindical simplemente inscripta. Inconstitucionalidad del art. 31 de la 
Ley Nº 23.551

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El derecho invocado por la coactora A.T.E. de representar los intereses colectivos de los trabajadores muni-
cipales a los efectos de promover el presente reclamo judicial −mediante el que se impugna una norma 
municipal que dispuso una reducción salarial a los empleados municipales con fundamento en la emergen-
cia−, está inequívocamente reconocido por las normas de jerarquía constitucional (art. 14 bis Constitución 
Nacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos −art. 16−, por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, los cuales, a su vez, se hacen eco, preceptivamente, del Convenio N° 87 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación −arts. 8.3 y 22.3, respectivamente−).

Es incompatible con las citadas normas de jerarquía constitucional el precepto legal aplicado por el a quo 
(art. 31.a de la ley 23.551), en la medida en que los privilegios que en esta materia otorga a las asociaciones 
con personería gremial, en desmedro de las simplemente inscriptas, exceden el margen autorizado por las 
primeras, motivo por el cual corresponde declarar su inconstitucionalidad. 

b) Salario 

b.1) Concepto. Alcance

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El salario es el medio por el cual el trabajador “se gana la vida”.

Ganarse la vida es obtener, como mínimo, lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, 
a un nivel de vida adecuado −lo cual incluye, inter alia, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido 

adecuado−, al descanso, entre muchos otros bienes del terreno de los derechos humanos económicos, socia-
les y culturales.

La proyección del salario es de alcances incluso mayores, dado que también comprende el ejercicio de los 
derechos humanos civiles y políticos, desde el momento en que, conforme al ya universalmente consolidado 
principio de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, el antedicho ejercicio es “imposible” 
sin el goce paralelo de los derechos económicos, sociales y culturales (Proclamación de Teherán, 1968, párr. 
13; asimismo: Resolución 32/130, Asamblea General de las Naciones Unidas, 16-12-1977, y los preámbulos 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC−). Principio afirmado en “los planos no sólo doctrinal sino también operativo, 
o sea, tanto en la doctrina como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos” (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
(excepciones preliminares y fondo), sentencia del 24-11-2006, Serie C N° 158, voto del juez Cangado Trinda-
de, párr. 7). Más aún, estas proyecciones, por alcanzar a la familia del empleado, permiten vincular la presente 
problemática con la “protección integral" de aquélla (Constitución Nacional, art. 14 bis).

b.2) Vida digna. Trabajo digno

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Lo traído a la liza por vía de la remuneración es el derecho del trabajador a ganarse la vida, sí, pero una "vida 
digna", como con toda justeza lo prescriben los arts. 7.a.ii del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales −PIDESC− y 23.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y se sigue de 
los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y XIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, por no citar más que preceptos de jerarquía constitucional.

Solo es calificable de "trabajo digno" el que "respeta los derechos fundamentales de la persona humana, así 
como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones de [...] remuneración" (Observación 
general N° 18. El derecho al trabajo, párr. 7; "Pérez, Aníbal Raúl c. Disco S.A.", cit., p. 2054). 

Debe verse al trabajo, en definitiva, en toda su trascendencia, como un medio para que, el que lo presta, 
"logre sus aspiraciones, en aras de alcanzar su desarrollo integral como ser humano".

c) Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizado. Principios de jerarquía cons-
titucional aplicables al empleo público

c.1) Principio protectorio 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El art. 14 bis de la Constitución Nacional y, por ende, el principio protectorio del trabajo y del trabajador que 
enuncia, son aplicables por entero al empleado público y a la relación de empleo público, tal como se señala 
en el precedente “Madorrán”.

c.2) Principio de “preferente tutela constitucional” del trabajador

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El trabajador es sujeto de “preferente tutela constitucional” (“Vizzoti”, Fallos: 327:3677, 3689 y 3690 
—2004—; “Aquino”, Fallos: 327:3753, 3770 y 3797 —2004—; “Pérez, Anibal Raúl c. Disco S.A.”, cit., p. 

2055), y goza de la “protección especial” del Estado, según lo expone la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales, adoptada como Declaración de los derechos sociales del trabajador (art. 2.a), la cual 
ampara a los trabajadores “de toda clase” y sirve para la adecuada interpretación y el desarrollo de las 
normas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Ascua”, Fallos:333:1361, 
1369/1370 —2010—).

c.3) Principio de justicia social

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La justicia social traduce “la justicia en su más alta expresión”; no tiene otro norte que alcanzar el “bienes-
tar”, esto es, “las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse 
conforme con su excelsa dignidad” (“Madorrán” y sus citas).

c.4) Principio de progresividad. Presunción contraria a la validez de medidas regresivas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio de progresividad impone que todas las medidas estatales de carácter deliberadamente “regresi-
vo” en materia de derechos humanos, tal como lo es el decreto 5/2003 impugnado −por el que se redujeron 
salarios de empleados municipales con fundamento en la emergencia económica−, requieran la considera-
ción “más cuidadosa”, y deban “justificarse plenamente”, vgr., con referencia a la “totalidad de los derechos 
previstos” en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC− y en el 
contexto del aprovechamiento pleno del “máximo de los recursos” de que el Estado disponga.

Existe una “fuerte presunción” contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales −PIDESC−, según lo proclama el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. La regresividad, en suma, “contraría los postulados y el espíritu del 
corpus juris de los derechos humanos”.

c.5) Principio de seguridad económica 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

La realización en la persona del empleado del “derecho a perseguir su bienestar material” por intermedio del 
trabajo asalariado ha de estar rodeada, entre otras condiciones, de “seguridad económica”, según lo impone 
a los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) la Declaración de los Fines y Objetivos 
de esta institución, del 10 de mayo de 1944, llamada Declaración de Filadelfia (II.a). Luego, si bien los Esta-
dos tienen un margen en el que pueden ejercer su criterio para cumplir con el art. 2.1 del PIDESC, no por 
ello esta norma deja de imponerles claramente la obligación de adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por que todas las personas queden protegidas frente a la “inseguridad en el empleo” (Observación 
general N° 18, cit., párr. 37). Después de todo, el salario al que tenían derecho los empleados del municipio 
salteño −que se redujo por la norma impugnada−, no era otro que el que éste mismo justipreció como retri-
butivo del esfuerzo e importancia de las tareas desarrolladas por aquéllos.

c.6) Principio pro homine o pro persona

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

El principio pro homine o pro persona −que “informa todo el derecho de los derechos humanos” y resulta 
“connatural” con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos−, es aplicable en sus dos principales 
manifestaciones en materia de hermenéutica jurídica. Primeramente, la que exige adoptar pautas amplias 
para determinar el alcance de los derechos, libertades y garantías. Y, en segundo lugar, la que impone obrar 
en sentido inverso, vale decir, restrictivo, si de lo que se trata es de medir limitaciones a los mentados dere-
chos, libertades y garantías, o la capacidad para imponerlas. Este último aspecto se explica, desde luego, 
pues en la protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción 
al ejercicio del poder estatal. Se impone, en síntesis, escoger el resultado que proteja en mayor medida al ser 
humano, dentro de lo que las normas aplicables posibiliten.

d) Estado empleador. Responsabilidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

En el marco de una relación laboral en la cual el Estado se constituye en empleador, evidentemente debe 
garantizar y respetar los derechos humanos laborales de todos sus funcionarios públicos [...] ya que la inob-
servancia de este deber genera la responsabilidad estatal interna e internacionalmente.

e) Atribuciones del Estado empleador frente a situaciones de emergencia económica

e.1) Reducción salarial. Límites

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Los principios de Derecho Internacional de los Derechos Humanos constitucionalizados aplicables al 
empleo público −protectorio, de preferente tutela constitucional del trabajador, de justicia social, de progre-
sividad, de seguridad económica y pro homine− no impiden que el Estado, para conjurar, en aras del bien 
común, las llamadas situaciones de emergencia económica, pueda disminuir temporariamente las remunera-
ciones de sus empleados. Empero, sí entrañan, y de manera terminante, que esos remedios, a la luz del 
bloque de constitucionalidad, tienen un nítido sentido y destino, y ciertas condiciones y límites inquebranta-
bles, que el decreto 5/2003 −que dispuso una reducción de las remuneraciones de empleados municipales, 
ubicándolas por debajo de la línea de pobreza− ha traspasado abierta y, sobre todo, largamente.

e.2) Medidas de ajuste. Finalidad

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Las llamadas “medidas de ajuste” derivadas de “crisis económicas” y una “grave escasez de recursos”, 
hacen que los esfuerzos de las autoridades por proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
adquieran una urgencia “mayor, no menor”. Y, por otro lado, la “protección” de las “capas vulnerables de la 
población” es, precisamente, “el objetivo básico del ajuste económico” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Observación general N° 2 —párr. 9-; asimismo: Nros. 5 —párr. 10—, 6 —párr. 17—, 
12 —párr. 28—, 14 —párr. 18—, entre otras). Todo equilibrio entre las reformas económicas y la protección 
de los derechos humanos obliga a proteger “en particular a los grupos más vulnerables” (ídem, Observacio-
nes finales: Bulgaria, 1999, párr. 23, v. asimismo: párrs. 14 y 24), cuanto más en el campo laboral y salarial, 
en el cual, todos los poderes públicos, dentro de la órbita de sus respectivas competencias “deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima” al art. 14 bis constitucional (“Vizzoti”, cit., p. 3688), tutela ésta 
que, por ende, impone “un particular enfoque para el control de constitucionalidad” (ídem).

e.3) Armonización entre los derechos humanos y potestades públicas

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, 18 de junio de 2013.

Debe armonizarse la protección de los derechos humanos, en esta litis, los del empleado público, con las 
potestades públicas, pues si aquéllos no son absolutos, tampoco lo son éstas (“Madorrán”, cit., pp. 2006 —y 
sus citas— y 2013). El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de interés general 
significa que deben haber sido adoptadas en función del “bien común” (Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, art. 32.2), “concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del 
Estado democrático, cuyo fin principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación 
de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”.

FORMA REPUBLICANA Y REPRESENTATIVA DE GOBIERNO

a) División de poderes. Legitimidad democrática

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo 
Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
18 de junio de 2013.

De acuerdo con la forma republicana y representativa de gobierno que establece nuestra Constitución 
(artículos 1 y 22), el poder se divide en tres departamentos con diferentes funciones y formas de elección 
pero cuya legitimidad democrática es idéntica (del voto de la mayoría). 

b) Actuación de los poderes del Estado. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, 
ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio 
de 2013.

La actuación de los tres poderes del Estado Nacional encuentra como límite el respeto al proyecto de repú-
blica democrática que establece la Constitución Federal (artículos 1°, 31 y 36). Los mandatos de su texto 
han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los 
poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos (del 
voto de la mayoría).

Es principio de nuestro ordenamiento constitucional que ningún poder puede arrogarse mayores facultades 
que las que le hayan sido conferidas expresamente (Fallos: 137:47, entre otros). La regla según la cual es 
inválido privar a alguien de lo que la ley no prohíbe ha sido consagrada en beneficio de los particulares 
(artículo 19 de la Constitución Nacional), no de los poderes públicos. Estos, para actuar legítimamente, 
requieren de una norma de habilitación (Fallos: 32:120, entre otros) (del voto de la mayoría).

c) Poder Judicial. Independencia

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Con la conformación del Consejo de la Magistratura la Constitución persigue como principal objetivo fortale-
cer la independencia judicial. Para ello, se ha buscado reducir la gravitación político-partidaria en la designa-
ción de los jueces, previendo una integración equilibrada respecto al poder que ostentan por un lado, el sector 
político y, por el otro, el estamento técnico. Esto es, que los representantes de los órganos políticos resultantes 

de la elección popular no puedan ejercer acciones hegemónicas o predominar por sobre los representantes de 
los jueces, de los abogados y de los académicos o científicos, ni viceversa (del voto de la mayoría).

INOPONIBILIDAD DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión de declarar inoponible la personalidad jurídica tiene carácter excepcional en nuestro derecho y 
solo puede ser tomada bajo ciertas condiciones establecidas por la ley (art. 54 de la Ley de Sociedades 
19.550). Asimismo, en tanto la personalidad jurídica es un derecho de la sociedad que protege no solo su 
patrimonio, sino también atiende a los legítimos intereses de quienes han contratado con ella, este dispositi-
vo excepcional no puede ser puesto en práctica sin la previa sustanciación, por vía principal o incidental, de 
un proceso contradictorio con efectiva posibilidad de defensa (del voto de la mayoría).

MECANISMO DE DESIGNACIÓN DE MAGISTRADOS

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El segundo párrafo del artículo 114 debe interpretarse como parte de un sistema que tiende, en palabras del 
Preámbulo, a afianzar la justicia y asegurar los beneficios de la libertad. Para lograr esos fines nuestra Cons-
titución Nacional garantiza la independencia de los jueces en tanto constituye uno de los pilares básicos del 
Estado Constitucional (del voto de la mayoría). 

Por ello, el nuevo mecanismo institucional de designación de magistrados de tribunales inferiores en grado 
a esta Corte, contemplado en la reforma de 1994, dejó de lado el sistema de naturaleza exclusivamente 
político-partidario y de absoluta discrecionalidad que estaba en cabeza del Poder Ejecutivo y del Senado de 
la Nación. Tal opción no puede sino entenderse como un modo de fortalecer el principio de independencia 
judicial, en tanto garantía prevista por la Constitución Federal (del voto de la mayoría).

En este sentido, no ha dado lugar a controversias que la inserción del Consejo de la Magistratura como auto-
ridad de la Nación ha tenido por finalidad principal despolitizar parcialmente el procedimiento vigente 
desde 1853 para la designación de los jueces, priorizando en el proceso de selección una ponderación con el 
mayor grado de objetividad de la idoneidad científica y profesional del candidato, por sobre la discrecionali-
dad absoluta (Fallos: 329:1723, voto disidente del juez Fayt, considerando 12) (del voto de la mayoría). 

Es evidente que con estos fines se ha pretendido abandonar el sistema de selección exclusivamente 
político-partidario (del voto de la mayoría).

PRINCIPIO DE DEBIDO PROCESO ADJETIVO

a) Alcance

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

El principio del debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional) integra el orden público inter-

nacional argentino, no solo en procedimientos de carácter penal (Fallos: 328:3193), sino también en aque-
llos que versan sobre derechos de contenido patrimonial (Fallos: 319:2411). En este último pronunciamiento 
señaló que a dicho principio “debe conformarse no sólo todo procedimiento jurisdiccional que se lleve a 
cabo en jurisdicción argentina, sino también todo procedimiento que se concluya en la sentencia o resolu-
ción dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República Argentina” (del 
voto de la mayoría).

b) Inoponibilidad de personalidad jurídica decretada sin audiencia previa. Medidas cautela-
res. Violación del debido procedimiento previo

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

La decisión tomada por la justicia de Ecuador en el pleito seguido contra Chevron Corporation de imponer 
medidas cautelares sobre los bienes de las sociedades demandadas −Chevron Argentina S.R.L. e Ingeniero 
Roberto Priú, y los titulares de sus cuotas sociales, en su calidad de sociedades subsidiarias de Chevron 
Corporation− en razón de haberse decretado, sin audiencia previa, la inoponibilidad de su personalidad 
jurídica, las ha privado de este derecho, con afectación de principios que integran el orden público interna-
cional argentino (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que obsta al cumplimiento de la 
carta rogatoria (del voto de la mayoría).

No se advierte que la traba de las medidas cautelares requerida en la rogatoria resulte “manifiestamente 
contraria” a nuestro ordenamiento, cuando las normas procesales que rigen en la materia expresamente 
disponen que: “Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún 
incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento” (art. 198 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación) (de la disidencia del Doctor Fayt). 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL

a) Requisitos 

a.1) Cuestión federal: Impugnación de normas locales por ser repugnantes al derecho federal 

Asociación de Trabajadores del Estado s/acción de inconstitucionalidad, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 18 de junio de 2013.

Procede habilitar la instancia extraordinaria, pues los planteos de la recurrente ponen en cuestión la validez 
de una norma local −por la que la autoridad municipal dispuso la quita en la retribución de trabajadores 
públicos, con base en una invocada situación de emergencia económica− por ser repugnante al derecho 
federal (Constitución Nacional y tratados internacionales con jerarquía constitucional) y la decisión ha sido 
en favor de la primera (art. 14.2 de la ley 48). 

a.2) Cuestión federal: Interpretación de tratados internacionales 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

En el pleito ha sido controvertida la inteligencia de diversas cláusulas de un tratado de cooperación interna-
cional en materia procesal —CIDIP-II— y la sentencia ha sido contraria al derecho que la recurrente ha 
fundado en ellas, de modo que el recurso se ajusta a las previsiones del art. 14, inc. 3° de la ley 48 (del voto 
de la mayoría).

a.3) Sentencia definitiva. Medida cautelar. Excepción 

Aguinda Salazar, María c. Chevron Corporation s/medidas precautorias, Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, 04 de junio de 2013.

Si bien las resoluciones que hacen lugar o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas, en los 
términos del art. 14, primer párrafo, de la ley 48, esta Corte ha entendido que deben ser equiparadas a tales 
cuando el derecho invocado solo puede ser protegido en la oportunidad en que se invoca, como es el caso, 
puesto que la CIDIP-II tiene por exclusivo objeto la cooperación en materia de medidas cautelares. Además, 
esa equiparación se justifica cuando se irroga un perjuicio de difícil o imposible reparación posterior, tal como 
ocurre en el caso en atención a la trascendencia económica del embargo dispuesto (del voto de la mayoría).

RECURSO EXTRAORDINARIO POR SALTO DE INSTANCIA

a) Admisibilidad. Requisitos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Frente a los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos contra la sentencia que declaró la 
inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto nacional 577/2013, dejando sin 
efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo de la Magistratura, a juicio de esta 
Corte concurren los requisitos de marcada excepcionalidad que, con arreglo a lo dispuesto en el texto 
normativo aplicable, justifican habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48 prescindiendo de la intervención 
previa del tribunal de alzada que constituye regularmente el superior tribunal de la causa a los fines de la 
procedencia del recurso extraordinario −en el caso, la Cámara Nacional Electoral−.

El planteo constitucional ventilado en estas actuaciones concierne de modo directo e inmediato a la compo-
sición de una de las autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribucio-
nes de alta significación en el Estado constitucional (art. 114).

La sentencia recurrida trae como efecto la cancelación de un procedimiento electoral mediante el sufragio 
universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, circunstancia de gravedad institucional.

Se trata de causas de competencia federal en que las sentencias impugnadas han decidido de modo definitivo 
las cuestiones constitucionales suscitadas en la litis (art. 14, inc. 1°, ley 48), motivo por el cual corresponde 
hacer lugar a las presentaciones efectuadas.

b) Efectos

Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos Rizzo, Jorge Gabriel s/ 
acción de amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3039/13), Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 13 de junio de 2013.

Corresponde admitir, con efecto suspensivo, los recursos extraordinarios por salto de instancia interpuestos 
contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2, 4, 18 y 30 de la ley 26.855, y del decreto 
nacional 577/2013, dejando sin efecto la convocatoria electoral para la elección de miembros del Consejo 
de la Magistratura, pues el planteo concierne de modo directo e inmediato a la composición de una de las 
autoridades de la Nación creada por la Constitución Nacional, que cuenta con atribuciones de alta significa-
ción en el Estado constitucional −art. 114 de la Carta Magna− y la decisión trae como efecto la cancelación 

de un procedimiento electoral mediante el sufragio universal destinado a cubrir cargos públicos electivos, 
circunstancia de gravedad institucional. 

SISTEMA ELECTORAL

a) Elección de miembros del Consejo de la Magistratura. Ley Nº 26.855. Inconstitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

El sistema electoral fijado en los artículos 4° y 18 de la ley 26.855 para elegir a los consejeros resulta de 
todos modos constitucionalmente inadmisible al establecer, con el pretexto de ordenar el proceso electoral, 
mecanismos que distorsionan el principio de transparencia e igualdad en la oferta de candidatos (artículo 37 
de la Constitución Nacional) (del voto de la mayoría).

En primer lugar, establece diversos obstáculos a la posibilidad de constituir agrupaciones políticas. En 
efecto, el artículo 4° dispone que “no podrán constituirse agrupaciones políticas al único efecto de postular 
candidaturas al Consejo de la Magistratura”. En este punto, el legislador ha establecido una barrera electoral 
irrazonable y discriminatoria, que cercena un derecho humano de importancia fundamental como lo es el de 
asociarse políticamente. La ley no fija una simple limitación al derecho a ser elegido para cubrir ciertos 
cargos públicos del que gozan todos los ciudadanos, sino que lisa y llanamente les veda la posibilidad de 
organizarse y formar un partido político que persiga como único objetivo aspirar a la categoría de consejero 
de la magistratura. Los ciudadanos pueden constituir partidos políticos y aspirar únicamente al cargo de 
Presidente de la Nación, o de Senador Nacional, o de Diputado Nacional, mas no pueden hacerlo si su única 
finalidad es competir por lugares en el Consejo de la Magistratura (del voto de la mayoría).

Tampoco es razonable restringir la posibilidad de presentar candidatos al Consejo de la Magistratura solo a 
las agrupaciones políticas nacionales que postulen fórmulas de precandidatos presidenciales. Tal criterio 
restringe sin motivo la participación en la contienda electoral y reduce las opciones de los electores (del voto 
de la mayoría).

Resulta irrazonable el requisito previsto en el artículo 18 para adherir la boleta de consejeros a la de legislado-
res nacionales en cada distrito, en la medida que requiere que en al menos 18 de los 24 distritos la mencionada 
adhesión se realice exclusivamente con agrupaciones de idéntica denominación (del voto de la mayoría). 

La exigencia contenida en el artículo 18, lejos de proteger la integridad, transparencia y eficiencia del proce-
so electoral, establece una barrera para la adhesión de boletas que, por no responder a criterios objetivos y 
razonables, distorsiona las condiciones de la competencia política y tergiversa la expresión de la voluntad 
popular (del voto de la mayoría).

b) Agrupaciones políticas. Régimen plural de partidos. Ilegitimidad de su restricción 

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

No se observa que existan razones de representatividad, de organización electoral, de preservación de ese 
proceso, de fortalecimiento del sistema democrático o de cualquier otra índole (vgr. las que motivaron la 
decisión de esta Corte en Fallos: 332:433) que puedan justificar la decisión de limitar a las agrupaciones 
políticas. Restricciones de este tipo no pueden fortalecer en forma alguna la democracia, ni contribuir al 
pluralismo político, ya que limitan sin justificación el régimen plural de partidos y la organización de agru-
paciones políticas para una categoría determinada (del voto de la mayoría).

El Estado no puede implementar un sistema electoral que coloque en mejor condición a una o unas pocas 
agrupaciones políticas por sobre el resto. Dentro del proceso electoral, el rol del Estado es decisivo en la 
regulación de los medios instrumentales previstos para canalizar la oferta electoral. En consecuencia, es 
dable esperar que las normas que regulan el diseño de la boleta electoral fortalezcan la calidad y transparen-
cia de tal proceso y eviten influenciar o confundir al votante generando interferencias en el ejercicio de su 
derecho de seleccionar a las autoridades (del voto de la mayoría).

SOBERANÍA POPULAR

a) Alcance. Límites

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

La soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra 
con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cum-
plir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, 
origen del principio de representación. Por ello, el Estado de Derecho y el imperio de la ley son esenciales 
para el logro de una Nación con instituciones maduras (Fallos: 328:175), y no es posible que bajo la invoca-
ción de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto 
que nada contraría más los intereses del pueblo que la propia trasgresión constitucional (del voto de la 
mayoría).

La doctrina de la omnipotencia legislativa que se pretende fundar en una presunta voluntad de la mayoría 
del pueblo es insostenible dentro de un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de 
los distintos órganos y la supremacía de la Constitución. Si el pueblo de la Nación quisiera dar al Congreso 
atribuciones más extensas de las que le ha otorgado o suprimir algunas de las limitaciones que le ha impues-
to, lo haría en la única forma que él mismo ha establecido al sancionar el artículo 30 de la Constitución. 
Entretanto, ni el Legislativo ni ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades 
que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implican-
cia de aquéllas (Fallos: 137:47) (del voto de la mayoría).

A ninguna autoridad republicana le es dado invocar origen o destino excepcionales para justificar el ejerci-
cio de sus funciones más allá del poder que se le ha conferido, pues “toda disposición o reglamento emanado 
de cualquier departamento (...) que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en 
oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ella establecidas, es completamente nulo” (Fallos: 
155:290)  (del voto de la mayoría).

b) Carácter expreso de los casos de elección popular en la Constitución Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

Cuando se trata de representaciones que surgen del sufragio universal, el texto constitucional determina en 
qué casos es admitido. En efecto, la elección popular directa fue explícitamente reservada por el constitu-
yente a las autoridades nacionales de índole política (del voto de la mayoría).

c) Límite a las atribuciones del Congreso Nacional

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacional, ley 
26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de junio de 2013.

De no establecerse con la máxima raigambre los supuestos en los que se adoptará la forma de elección direc-
ta, la expresión de la voluntad democrática del pueblo quedaría sujeta a la decisión del Congreso de mante-
ner o cancelar los cargos electivos según si el comportamiento de la mayoría del pueblo coincide o no con 
la mayoría en el Congreso. En el plano del ejercicio de los derechos políticos, esta situación llevaría además 
a una permanente incertidumbre de los ciudadanos respecto de cuáles son los funcionarios que pueden o no 
elegir en base al voto popular (del voto de la mayoría).

A lo largo de la historia política de nuestro país no se registran antecedentes en los que el Poder Legislativo 
haya creado un cargo de autoridades de la Nación adicional a los que se establecen en el texto constitucional, 
sometiéndolo al sufragio universal (del voto de la mayoría).

d) Autoridades no elegidas directamente por voto popular

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

No afecta el principio de soberanía popular, que la apelante apoya en el artículo 22 de la Constitución Nacio-
nal, la circunstancia de que algunos de los integrantes del Consejo de la Magistratura no sean elegidos 
mediante el voto directo del pueblo de la Nación. La forma de gobierno representativa y republicana adopta-
da por la Constitución Nacional (artículo 1°) consiste en la coexistencia de autoridades elegidas directamen-
te por el pueblo, y otras que son designadas a través de sus representantes, sin su participación directa (por 
ejemplo, el Defensor del Pueblo, artículo 86 CN, el Jefe de Gabinete de Ministros, artículo 99, inc. 7, CN, y 
la Auditoría General de la Nación, artículo 85 CN) (del voto de los Doctores Petracchi y Argibay).

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

a) Control de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Con sustento en las previsiones constitucionales que establecen la supremacía de la Constitución Nacional 
y la función que le corresponde a los jueces (artículos 31, 116 y 117), desde 1888 hasta la actualidad se ha 
sostenido “...que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en 
que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci-
sión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y 
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora 
uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e invo-
luntarios de los poderes públicos” (Fallos: 33:162) (del voto de la mayoría).

Por aplicación del principio de división de poderes, la interpretación de las leyes debe efectuarse sobre la 
base de que la declaración de inconstitucionalidad configura un acto de suma gravedad que debe ser consi-
derado como última ratio del orden jurídico; solo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salva-
guardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional (Fallos: 249:51; 288:325; 
306:1597; 331:2068; 333:447) (del voto de la mayoría).

b) Equilibrio entre el Poder Judicial y los restantes poderes del Estado

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El ejercicio del control de constitucionalidad por parte de los jueces que han recibido del pueblo argentino 
—a través de los constituyentes— el legítimo mandato democrático de defender la supremacía de la Consti-
tución Federal (artículos 31, 116 y 117), no los coloca por sobre los restantes poderes del Estado (del voto 
de la mayoría).

c) Límites del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

El cumplimiento de la función de defensa de la supremacía constitucional no supone en modo alguno la 
admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de un caso o contienda entre partes; tampoco permite 
que el Poder Judicial ingrese en el control de las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en 
cuenta por los otros poderes del Estado al adoptar las decisiones que les son propias (del voto de la mayoría).

d) Finalidad del control judicial de constitucionalidad

Rizzo, Jorge Gabriel (apoderado Lista 3 Gente de Derecho) s/acción de amparo c. Poder Ejecutivo Nacio-
nal, ley 26.855, medida cautelar (Expte. N° 3034/2013), Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18 de 
junio de 2013.

Las decisiones de los poderes públicos, incluidas las del Poder Judicial, se encuentran sometidas y abiertas 
al debate público y democrático. Es necesario y saludable que exista ese debate. Pero ello no puede llevar a 
desconocer ni las premisas normativas sobre las que se asienta el control judicial de constitucionalidad, ni 
que este sistema está, en definitiva, destinado a funcionar como una instancia de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y de la forma republicana de gobierno. En este marco los jueces deben actuar 
en todo momento en forma independiente e imparcial, como custodios de estos derechos y principios a fin 
de no dejar desprotegidos a todos los habitantes de la Nación frente a los abusos de los poderes públicos o 
fácticos (del voto de la mayoría).

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    



Carta de Noticias de la Procuración General

55

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    



Carta de Noticias de la Procuración General

56

DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

Información Jurídica

III) Actualidad en Normativa

JULIO 2013 - GOBIERNO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

LEY 4569 (BOCBA 4204-13-6-2013))
MODIFICA CÓDIGO DE HABILITACIONES Y VERIFICACIONES - CAPÍTULO 7-2 BALANZAS - 
ARTÍCULO 7-2-1 - FERIAS - MERCADOS Y ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES MINORISTAS 
- VENTA PRODUCTOS AL PESO - OBLIGACIÓN USO DE BALANZAS ELECTRÓNICAS - EMISIÓN 
TICKETS DE PAPEL O ADHESIVOS - NOMBRE DEL PRODUCTO - PRECIO POR UNIDAD DE 
MEDIDA - PESO Y PRECIO FINAL - FECHA Y HORARIO DE EMISIÓN -

LEY 4575 (BOCBA 4204- 13-06-2013)
CORRIGE INCISOS ARTÍCULO 9-3-1 CÓDIGO DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE - PROHÍBE 
FUMAR EN ESTACIONES DE SUBTERRÁNEOS - 

LEY 4606 (BOCBA 4204- 27-6-2013)
INCORPORA ARTÍCULO 6.1.12.1-SECCIÓN 6- A CAPÍTULO I, TRÁNSITO DEL RÉGIMEN DE 
FALTAS Y SUSTITUYE TEXTO DE  ARTÍCULOS 12 Y 13 DE LA LEY N° 3708 -

LEY 4617 (BOCBA 4198-27-6-13)
FIJA EN FORMA TRANSITORIA - TOPE DE AUMENTO - EJERCICIO FISCAL 2014 - TRIBUTOS 
RECAÍDOS SOBRE INMUEBLES RADICADOS EN LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES -

DECRETO Nº 257 (BOCBA 4190-28-06-13)
PODER LEGISLATIVO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES - DIPUTADOS-ELECCIONES – 
CONVOCATORIA -

DECRETO N°268 (BOCBA 4191-3-7-13)
CREA CUERPO ESPECIAL DE MANDATARIOS - COBRO DE DEUDAS ORIGINADAS EN MULTAS 
POR APLICACIÓN DE LA LEY 757 - DEFENSA DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS DE BIENES 
Y SERVICIOS - DELEGA EN LA SECRETARÍA DE GESTIÓN COMUNAL Y ATENCIÓN CIUDADANA 
LA DESIGNACIÓN - MANDATARIOS JUDICIALES - REQUISITOS - HONORARIOS - CERTIFICA-
DOS DE DEUDA - DIRECCIÓN GENERAL DEFENSA Y PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR -

DECRETO N° 275 (BOCBA 4195-10-7-13)
CREACIÓN - ORGANISMO FUERA DE NIVEL - UNIDAD DE PROYECTOS ESPECIALES - OBRAS 
RED DE SUBTERRÁNEOS - RANGO - NIVEL Y ATRIBUCIONES DE DIRECCIÓN GENERAL- 
ORGANIGRAMA - OBJETIVOS - MINISTERIO DE DESARROLLO URBANO - MODIFICA EN 
FORMA PARCIAL DECRETO N° 660-11 - 

DECRETO N° 273 (BOCBA 4196-10-7-13)
PROCESOS DE TRANSFERENCIAS DE COMPETENCIAS JUDICIALES A LA CIUDAD AUTÓNO-

MA DE BUENOS AIRES - CREA EL CONSEJO DE JUSTICIA - AUTORIDAD DE APLICACIÓN - 
SUBSECRETARÍA DE JUSTICIA - MINISTERIO DE JUSTICIA Y SEGURIDAD -

DECRETO Nº 282 (BOCBA 4196-12-7-13)
IMPLEMENTA EL MÓDULO LEGAJO ÚNICO ELECTRÓNICO -LUE - SISTEMA DE ADMINISTRA-
CIÓN DE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS - CREACIÓN GUARDA Y ARCHIVO DE TODOS LOS 
DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS CORRESPONDIENTES - DIGITALIZACIÓN DE LOS LEGAJOS 
PAPEL - AGENTES DE PLANTA PERMANENTE O TRANSITORIA SALVO EL DOCENTE LAS 
AUTORIDADES SUPERIORES LA CARRERA GERENCIAL Y A LAS PLANTAS DE GABINETE - 
PODER EJECUTIVO DE LA CIUDAD -

BOLETÍN OFICIAL DE LA NACIÓN

LEY 26879 (B.O.24-7-2013)
DELITOS CONTRA LA  INTEGRIDAD  SEXUAL - REGISTRO NACIONAL DE DATOS GENÉTICOS 
– CREACIÓN -
(Sancionada.: 3-7-2013 Promulgada: 23-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 929/13 (B.O. 15-7-2013)
EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS - RÉGIMEN DE PROMOCIÓN DE INVERSIÓN – CREACIÓN -
(Promulgado: 11-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 894/13 (B.O.8-7-2013)
LEY 26856 - ACCESO A LA INFORMACIÓN - REGLAMENTACIÓN-APROBACIÓN -
(Promulgado: 5-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 895/13 (B.O. 8-7-2013)
LEY 26857 - ÉTICA EN EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA-REGLAMENTACIÓN – 
APROBACIÓN -
(Promulgado: 5-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 956/13 (B.O.23-7-2013)
LEY 26862 - REPRODUCCIÓN MÉDICAMENTE ASISTIDA - ACCESO INTEGRAL A LOS PROCEDI-
MIENTOS Y TÉCNICAS MÉDICO-ASISTENCIALES DE REPRODUCCIÓN ASISITIDA – 
REGLAMENTACIÓN -
(Promulgado: 19-7-2013)

DECRETO NACIONAL  N° 1006/13 (B.O.26-7-2013)
IMPUESTO A LAS GANANCIAS - DEDUCCIÓN ESPECIAL- INC.C) DEL ART. 23-
INCREMENTACIÓN - MONTO EQUIVALENTE AL IMPORTE NETO DEL S.A.C.
(Promulgado: 25-7-2013)

DECRETO NACIONAL  N° 933/13 (B.O.17-7-2013)
LEY 23316 – DOBLAJE – REGLAMENTACIÓN -
(Promulgado: 15-7-2013)
  

Normativa con trascendencia institucional o relevante seleccionada

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

JULIO 2013 - GOBIERNO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

LEY 4569 (BOCBA 4204-13-6-2013))
MODIFICA CÓDIGO DE HABILITACIONES Y VERIFICACIONES - CAPÍTULO 7-2 BALANZAS - 
ARTÍCULO 7-2-1 - FERIAS - MERCADOS Y ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES MINORISTAS 
- VENTA PRODUCTOS AL PESO - OBLIGACIÓN USO DE BALANZAS ELECTRÓNICAS - EMISIÓN 
TICKETS DE PAPEL O ADHESIVOS - NOMBRE DEL PRODUCTO - PRECIO POR UNIDAD DE 
MEDIDA - PESO Y PRECIO FINAL - FECHA Y HORARIO DE EMISIÓN -

LEY 4575 (BOCBA 4204- 13-06-2013)
CORRIGE INCISOS ARTÍCULO 9-3-1 CÓDIGO DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE - PROHÍBE 
FUMAR EN ESTACIONES DE SUBTERRÁNEOS - 

LEY 4606 (BOCBA 4204- 27-6-2013)
INCORPORA ARTÍCULO 6.1.12.1-SECCIÓN 6- A CAPÍTULO I, TRÁNSITO DEL RÉGIMEN DE 
FALTAS Y SUSTITUYE TEXTO DE  ARTÍCULOS 12 Y 13 DE LA LEY N° 3708 -

LEY 4617 (BOCBA 4198-27-6-13)
FIJA EN FORMA TRANSITORIA - TOPE DE AUMENTO - EJERCICIO FISCAL 2014 - TRIBUTOS 
RECAÍDOS SOBRE INMUEBLES RADICADOS EN LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES -

DECRETO Nº 257 (BOCBA 4190-28-06-13)
PODER LEGISLATIVO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES - DIPUTADOS-ELECCIONES – 
CONVOCATORIA -

DECRETO N°268 (BOCBA 4191-3-7-13)
CREA CUERPO ESPECIAL DE MANDATARIOS - COBRO DE DEUDAS ORIGINADAS EN MULTAS 
POR APLICACIÓN DE LA LEY 757 - DEFENSA DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS DE BIENES 
Y SERVICIOS - DELEGA EN LA SECRETARÍA DE GESTIÓN COMUNAL Y ATENCIÓN CIUDADANA 
LA DESIGNACIÓN - MANDATARIOS JUDICIALES - REQUISITOS - HONORARIOS - CERTIFICA-
DOS DE DEUDA - DIRECCIÓN GENERAL DEFENSA Y PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR -

DECRETO N° 275 (BOCBA 4195-10-7-13)
CREACIÓN - ORGANISMO FUERA DE NIVEL - UNIDAD DE PROYECTOS ESPECIALES - OBRAS 
RED DE SUBTERRÁNEOS - RANGO - NIVEL Y ATRIBUCIONES DE DIRECCIÓN GENERAL- 
ORGANIGRAMA - OBJETIVOS - MINISTERIO DE DESARROLLO URBANO - MODIFICA EN 
FORMA PARCIAL DECRETO N° 660-11 - 

DECRETO N° 273 (BOCBA 4196-10-7-13)
PROCESOS DE TRANSFERENCIAS DE COMPETENCIAS JUDICIALES A LA CIUDAD AUTÓNO-

MA DE BUENOS AIRES - CREA EL CONSEJO DE JUSTICIA - AUTORIDAD DE APLICACIÓN - 
SUBSECRETARÍA DE JUSTICIA - MINISTERIO DE JUSTICIA Y SEGURIDAD -

DECRETO Nº 282 (BOCBA 4196-12-7-13)
IMPLEMENTA EL MÓDULO LEGAJO ÚNICO ELECTRÓNICO -LUE - SISTEMA DE ADMINISTRA-
CIÓN DE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS - CREACIÓN GUARDA Y ARCHIVO DE TODOS LOS 
DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS CORRESPONDIENTES - DIGITALIZACIÓN DE LOS LEGAJOS 
PAPEL - AGENTES DE PLANTA PERMANENTE O TRANSITORIA SALVO EL DOCENTE LAS 
AUTORIDADES SUPERIORES LA CARRERA GERENCIAL Y A LAS PLANTAS DE GABINETE - 
PODER EJECUTIVO DE LA CIUDAD -

BOLETÍN OFICIAL DE LA NACIÓN

LEY 26879 (B.O.24-7-2013)
DELITOS CONTRA LA  INTEGRIDAD  SEXUAL - REGISTRO NACIONAL DE DATOS GENÉTICOS 
– CREACIÓN -
(Sancionada.: 3-7-2013 Promulgada: 23-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 929/13 (B.O. 15-7-2013)
EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS - RÉGIMEN DE PROMOCIÓN DE INVERSIÓN – CREACIÓN -
(Promulgado: 11-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 894/13 (B.O.8-7-2013)
LEY 26856 - ACCESO A LA INFORMACIÓN - REGLAMENTACIÓN-APROBACIÓN -
(Promulgado: 5-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 895/13 (B.O. 8-7-2013)
LEY 26857 - ÉTICA EN EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA-REGLAMENTACIÓN – 
APROBACIÓN -
(Promulgado: 5-7-2013)

DECRETO NACIONAL N° 956/13 (B.O.23-7-2013)
LEY 26862 - REPRODUCCIÓN MÉDICAMENTE ASISTIDA - ACCESO INTEGRAL A LOS PROCEDI-
MIENTOS Y TÉCNICAS MÉDICO-ASISTENCIALES DE REPRODUCCIÓN ASISITIDA – 
REGLAMENTACIÓN -
(Promulgado: 19-7-2013)

DECRETO NACIONAL  N° 1006/13 (B.O.26-7-2013)
IMPUESTO A LAS GANANCIAS - DEDUCCIÓN ESPECIAL- INC.C) DEL ART. 23-
INCREMENTACIÓN - MONTO EQUIVALENTE AL IMPORTE NETO DEL S.A.C.
(Promulgado: 25-7-2013)

DECRETO NACIONAL  N° 933/13 (B.O.17-7-2013)
LEY 23316 – DOBLAJE – REGLAMENTACIÓN -
(Promulgado: 15-7-2013)
  

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

Información Jurídica

IV) Doctrina

Por Miriam Bac de Dompé
Directora de Asuntos Patrimoniales

Introducción 

Surge con claridad que al hablar de prerrogativas exorbitantes nos encontramos en el campo del 
Derecho Administrativo, como integrante del Derecho Público, y que se trata de las “prerrogati-
vas” con que cuenta el Estado en su búsqueda del bien común.

En efecto, el Derecho Administrativo es un derecho de excepción con relación al Derecho 
Común, porque persigue la satisfacción del interés público.

Porque justamente esas prerrogativas exorbitantes existen para que el Estado pueda satisfacer el 
fin público al que está destinado su accionar.

No creo en absoluto que dichas prerrogativas estén en extinción, ni que colisionen con los dere-
chos individuales de los particulares, ni con los preceptos básicos del Derecho Privado, como 
suele sostener alguna doctrina nacional y extranjera.

Estimo en cambio, que deben existir mientras existe el Estado y toda la actividad estatal en su 
inmensa gama de campos, funciones y competencias, para facultarlo a su desempeño efectivo 
cuya última finalidad es la utilidad pública, del pueblo, de la sociedad, de todos los seres huma-
nos que viven en comunidad.

Sin esa excepcionalidad, no podría el Sujeto Estatal (Nación, Provincias, Municipios, Entidades 
con participación estatal mayoritaria, etc.), siempre dentro del campo de la legalidad y su estricto 
cumplimiento, desempeñar el rol para el que ha sido creado.

Es por todo esto que, siguiendo a Cassagne, puede sostenerse que todo el Derecho Administrati-
vo se caracteriza por significar un régimen jurídico exorbitante, el cual se constituye como el 
modelo de su sistema propio y específico.

Las prerrogrativas de la administración pública 
  
Son institutos propios, en beneficio de la Administración Pública, siendo las principales:

- La presunción de legitimidad de sus actos: Mediante ella la actuación de la Administración 
Pública se presume realizada conforme a derecho y encuentra su fundamento en la propia presun-
ción de validez que emerge de todos los actos estatales.

- El principio de ejecutoriedad: Es el privilegio mediante el cual el Estado puede ejecutar por sí 
mismo sus propias decisiones, aún sin intervención judicial.

- El principio de la actuación coactiva: En virtud del mismo la Administración puede actuar coac-
tivamente sobre los derechos de los administrados y encuentra su fundamento en la primacía del 
bien común sobre el bien privado.

- El régimen privilegiado de sus bienes: Este privilegio se trata ya sean los bienes del dominio 
público o privado. Resulta más notorio en los bienes integrantes de la dominicalidad, que gozan 
de inmunidad, siendo inalienables, imprescriptibles, están fuera del comercio, no son objeto de 
registraciones, y en los que la Administración en virtud del principio de la “autotutela” ejerce su 
protección mediante la figura de la desocupación administrativa, con exclusión de la justicia.

- El régimen procesal privilegiado: Cuando el Estado es demandado en juicio posee: reclamación 
administrativa previa; abreviación de los plazos de caducidad; mayor plazo para sí mismo en el 
cumplimiento de algunas cargas procesales; incomparecencia personal de funcionarios; etc.

- El régimen contractual privilegiado: “Ius variandi”; rescisión unilateral; prórroga automática; 
dirección y control durante la ejecución del contrato; la aplicación de sanciones.

Las cláusulas exorbitantes 

Son una especie del régimen jurídico exorbitante. En materia contractual puede decirse que 
dichas cláusulas son las que posee el Estado en el momento de contratar con un particular, por su 
sola calidad de Sujeto Estatal y las posee a efectos de cumplimentar la función de la utilidad 
pública o bien común.

El particular que contrata con el Estado debe reconocer la existencia de dichas cláusulas exorbi-
tantes y entender que en cierta manera se encuentra frente a la firma de un contrato de adhesión.
Si no se parte de esta tesitura resulta muy difícil para el cocontratante resignar  las cláusulas del 
derecho común en pos de las prerrogativas de la Administración.

Las cláusulas exorbitantes y la locación administrativa CABA 
 
La contratación directa de una locación administrativa en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
se rige por las disposiciones de la Ley Nº 2095 -Ley de Compras y Contrataciones de la Ciudad 
– y su reglamentario Decreto Nº 33/2011.

Con relación a las cláusulas exorbitantes de dicho contrato puede sostenerse que algunas se 
encuentran legisladas en el Decreto Nº 33/2011 en forma expresa; y otras, rigen desde época 
inmemorial en el ámbito del ex Municipio, hoy Ciudad Autónoma.

Realizaré el análisis de ambas por separado:

1) Legisladas en el Decreto Nº 33/2011

- Opción de Prórroga a favor de la Administración: inciso 8) apartados g) y l).

Se trata de la potestad de la Administración de realizar la “renovación automática” del contrato 

Prerrogativas Exorbitantes o Régimen
Jurídico Exorbitante

por la simple continuidad de la ocupación, la que significa el uso del derecho de optar por la 
prórroga del mismo.

- Rescisión Unilateral de contrato: inciso 8) apartado m).

Se trata de la facultad de la Administración de rescindir el contrato en forma unilateral y en cual-
quier momento sin que la misma genere derecho a indemnización alguna. 

La norma citada establece que la voluntad  de rescindir por parte de la Administración debe comu-
nicarse fehacientemente al Locador con una anticipación mínima de treinta (30) días corridos.

- Depósito de Garantía: inciso 8) apartado p)

Se trata esta prerrogativa exorbitante de la eximición a la Administración de la obligación de 
efectuar depósito de garantía alguno en la contratación.

2) No legislados en forma expresa 
  
Haciendo remisión a los conceptos referidos en “Introducción”, esto es, que el régimen jurídico 
exorbitante se encuentra en el campo del Derecho Administrativo como integrante del Derecho 
Público y que se trata de un Derecho de excepción con relación al Derecho Común, atento que su 
finalidad esencial es la satisfacción del interés público en la búsqueda del bien común, debo 
enunciar las prerrogativas que emanan de este régimen que he descripto.

- Comisión: Se trata de la exención del pago de la correspondiente Comisión en las contratacio-
nes en que haya tenido intervención un agente inmobiliario o un tercero intermediario.

- Seguros: Se trata del privilegio que posee la Administración que le permite no constituir seguro 
alguno con relación al inmueble objeto de la locación.

- Escuelas: Se trata de la cláusula exorbitante que se aplica en las locaciones administrativas de 
inmuebles destinados a escuelas, de establecer la abstención del Locador de peticionar el lanza-
miento del inmueble locado antes de la finalización del ciclo lectivo. 

Conclusión

Las prerrogativas exorbitantes o régimen jurídico exorbitante deben existir porque existe el 
Estado y para que éste pueda cumplir acabadamente con la satisfacción del Bien Común al que 
está destinado, y que justifica su existencia, dotándolo de estos beneficios para hacer más eficien-
te su accionar en pos del logro del mismo para la Comunidad toda.

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

Por Miriam Bac de Dompé
Directora de Asuntos Patrimoniales

Introducción 

Surge con claridad que al hablar de prerrogativas exorbitantes nos encontramos en el campo del 
Derecho Administrativo, como integrante del Derecho Público, y que se trata de las “prerrogati-
vas” con que cuenta el Estado en su búsqueda del bien común.

En efecto, el Derecho Administrativo es un derecho de excepción con relación al Derecho 
Común, porque persigue la satisfacción del interés público.

Porque justamente esas prerrogativas exorbitantes existen para que el Estado pueda satisfacer el 
fin público al que está destinado su accionar.

No creo en absoluto que dichas prerrogativas estén en extinción, ni que colisionen con los dere-
chos individuales de los particulares, ni con los preceptos básicos del Derecho Privado, como 
suele sostener alguna doctrina nacional y extranjera.

Estimo en cambio, que deben existir mientras existe el Estado y toda la actividad estatal en su 
inmensa gama de campos, funciones y competencias, para facultarlo a su desempeño efectivo 
cuya última finalidad es la utilidad pública, del pueblo, de la sociedad, de todos los seres huma-
nos que viven en comunidad.

Sin esa excepcionalidad, no podría el Sujeto Estatal (Nación, Provincias, Municipios, Entidades 
con participación estatal mayoritaria, etc.), siempre dentro del campo de la legalidad y su estricto 
cumplimiento, desempeñar el rol para el que ha sido creado.

Es por todo esto que, siguiendo a Cassagne, puede sostenerse que todo el Derecho Administrati-
vo se caracteriza por significar un régimen jurídico exorbitante, el cual se constituye como el 
modelo de su sistema propio y específico.

Las prerrogrativas de la administración pública 
  
Son institutos propios, en beneficio de la Administración Pública, siendo las principales:

- La presunción de legitimidad de sus actos: Mediante ella la actuación de la Administración 
Pública se presume realizada conforme a derecho y encuentra su fundamento en la propia presun-
ción de validez que emerge de todos los actos estatales.

- El principio de ejecutoriedad: Es el privilegio mediante el cual el Estado puede ejecutar por sí 
mismo sus propias decisiones, aún sin intervención judicial.

- El principio de la actuación coactiva: En virtud del mismo la Administración puede actuar coac-
tivamente sobre los derechos de los administrados y encuentra su fundamento en la primacía del 
bien común sobre el bien privado.

- El régimen privilegiado de sus bienes: Este privilegio se trata ya sean los bienes del dominio 
público o privado. Resulta más notorio en los bienes integrantes de la dominicalidad, que gozan 
de inmunidad, siendo inalienables, imprescriptibles, están fuera del comercio, no son objeto de 
registraciones, y en los que la Administración en virtud del principio de la “autotutela” ejerce su 
protección mediante la figura de la desocupación administrativa, con exclusión de la justicia.

- El régimen procesal privilegiado: Cuando el Estado es demandado en juicio posee: reclamación 
administrativa previa; abreviación de los plazos de caducidad; mayor plazo para sí mismo en el 
cumplimiento de algunas cargas procesales; incomparecencia personal de funcionarios; etc.

- El régimen contractual privilegiado: “Ius variandi”; rescisión unilateral; prórroga automática; 
dirección y control durante la ejecución del contrato; la aplicación de sanciones.

Las cláusulas exorbitantes 

Son una especie del régimen jurídico exorbitante. En materia contractual puede decirse que 
dichas cláusulas son las que posee el Estado en el momento de contratar con un particular, por su 
sola calidad de Sujeto Estatal y las posee a efectos de cumplimentar la función de la utilidad 
pública o bien común.

El particular que contrata con el Estado debe reconocer la existencia de dichas cláusulas exorbi-
tantes y entender que en cierta manera se encuentra frente a la firma de un contrato de adhesión.
Si no se parte de esta tesitura resulta muy difícil para el cocontratante resignar  las cláusulas del 
derecho común en pos de las prerrogativas de la Administración.

Las cláusulas exorbitantes y la locación administrativa CABA 
 
La contratación directa de una locación administrativa en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
se rige por las disposiciones de la Ley Nº 2095 -Ley de Compras y Contrataciones de la Ciudad 
– y su reglamentario Decreto Nº 33/2011.

Con relación a las cláusulas exorbitantes de dicho contrato puede sostenerse que algunas se 
encuentran legisladas en el Decreto Nº 33/2011 en forma expresa; y otras, rigen desde época 
inmemorial en el ámbito del ex Municipio, hoy Ciudad Autónoma.

Realizaré el análisis de ambas por separado:

1) Legisladas en el Decreto Nº 33/2011

- Opción de Prórroga a favor de la Administración: inciso 8) apartados g) y l).

Se trata de la potestad de la Administración de realizar la “renovación automática” del contrato 

por la simple continuidad de la ocupación, la que significa el uso del derecho de optar por la 
prórroga del mismo.

- Rescisión Unilateral de contrato: inciso 8) apartado m).

Se trata de la facultad de la Administración de rescindir el contrato en forma unilateral y en cual-
quier momento sin que la misma genere derecho a indemnización alguna. 

La norma citada establece que la voluntad  de rescindir por parte de la Administración debe comu-
nicarse fehacientemente al Locador con una anticipación mínima de treinta (30) días corridos.

- Depósito de Garantía: inciso 8) apartado p)

Se trata esta prerrogativa exorbitante de la eximición a la Administración de la obligación de 
efectuar depósito de garantía alguno en la contratación.

2) No legislados en forma expresa 
  
Haciendo remisión a los conceptos referidos en “Introducción”, esto es, que el régimen jurídico 
exorbitante se encuentra en el campo del Derecho Administrativo como integrante del Derecho 
Público y que se trata de un Derecho de excepción con relación al Derecho Común, atento que su 
finalidad esencial es la satisfacción del interés público en la búsqueda del bien común, debo 
enunciar las prerrogativas que emanan de este régimen que he descripto.

- Comisión: Se trata de la exención del pago de la correspondiente Comisión en las contratacio-
nes en que haya tenido intervención un agente inmobiliario o un tercero intermediario.

- Seguros: Se trata del privilegio que posee la Administración que le permite no constituir seguro 
alguno con relación al inmueble objeto de la locación.

- Escuelas: Se trata de la cláusula exorbitante que se aplica en las locaciones administrativas de 
inmuebles destinados a escuelas, de establecer la abstención del Locador de peticionar el lanza-
miento del inmueble locado antes de la finalización del ciclo lectivo. 

Conclusión

Las prerrogativas exorbitantes o régimen jurídico exorbitante deben existir porque existe el 
Estado y para que éste pueda cumplir acabadamente con la satisfacción del Bien Común al que 
está destinado, y que justifica su existencia, dotándolo de estos beneficios para hacer más eficien-
te su accionar en pos del logro del mismo para la Comunidad toda.

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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DICTAMEN N° IF-2013-02771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX Nº 916245-2013

En materia tributaria, la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires resulta de aplica-
ción supletoria.

a.2) Prueba

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

En materia de prueba pericial contable, el dictamen del perito debe referirse a los hechos o afirmaciones que 
resulten controvertidos.

b) Código Fiscal

b.1) Valuación Fiscal Homogénea

DICTAMEN N° IF-2013-2771404-DGATYRF  1 de julio de 2013
Referencia: EX  916245-2013

El Código Fiscal vigente dispone que el avalúo de cada inmueble de la CABA debe reflejar las características 
del suelo, su uso, las edificaciones, obras accesorias, instalaciones del bien, ubicación geográfica, disposición 
arquitectónica de los materiales utilizados, cercanía con centros comerciales etc., fijando pautas a los fines de 
establecer la Valuación Fiscal Homogénea la que, de acuerdo a lo establecido en el art. 241 del citado código, 
“no podrá exceder el 20% del valor de mercado de las propiedades, siendo la misma Base Imponible de los 
tributos del presente Título”

b.2) Evasión fiscal

b.2.1) Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La figura prevista en el art. 98 del Código Fiscal no requiere la presencia de dolo para su configuración, bastan-
do la omisión en el cumplimiento de los deberes fiscales para que se configure la sanción.

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La multa aplicada por el Fisco con sustento en el art. 46 de la ley 11683 a un contribuyente, debe ser reencua-
drada en el art. 45 de la ley citada, pues si bien no se acreditó en forma fehaciente la existencia de dolo, se ha 
demostrado la omisión de impuestos. (con cita de Now Loading S.R.L. (T.F. 31528-I) c /D.G.I.,Cámara Nacio-

nal de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala III, 12/03/2013).

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La infracción prevista en el art. 45 es declarada unánimemente como un tipo prevalentemente objetivo, por lo 
cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago del tributo en término para que se la tenga por 
configurada. Y a ello no obsta el alegado error excusable. Ya que si bien se ha admitido el error de derecho no 
penal como causal exonerativa de culpabilidad, tal solución no resulta aplicable a la especie, pues dicho error 
requiere para su viabilidad que sea esencial, decisivo e inculpable, extremos que deben ser examinados en 
consonancia con las circunstancias que rodearon al accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributa-
ria (con cita de CNACAF, Sala III, 13/02/2013, “Parras y Gamero Juan c. DGI” y sus citas).

b.2.2) Multa. Naturaleza

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La multa constituye un medio a disposición del fisco para reprimir, a través de la aplicación de una sanción de 
naturaleza pecuniaria, la falta de integración del tributo. En consecuencia, la existencia de la facultad del Estado 
local para aplicar una multa por violación a los deberes fiscales materiales, una vez que se han configurado los 
extremos que la tornan procedente –en el caso, la omisión en la integración oportuna del tributo– resulta inde-
pendiente de la suerte que siga la obligación fiscal cuyo incumplimiento dio origen a la sanción. Ello así, salvo 
que exista una norma que expresamente señale que la novación de la obligación tributaria extingue también la 
procedencia de la multa (con cita de  CACAyT, Sala I, “MAC CO S.A. c/ DGR (RES. Nº 934/DGR/2000)”, 
sentencia del 26-03-2004).

b.3) Prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Toda vez que el Código Fiscal incorporó un sistema propio que regula los términos de prescripción, que se 
condicen expresamente con lo establecido en la Ley Nacional N° 19.489, que determina las formas de contar 
los plazos y las causales específicas de suspensión e interrupción de la prescripción, no corresponde hacer 
aplicación de ningún otro régimen, sino el que específicamente regula la materia.

b.3.1) Suspensión de la prescripción

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

La jurisprudencia ha fallado reconociendo la potestad tributaria del Gobierno local para establecer suspensio-
nes en relación a la prescripción de acciones y poderes del fisco para determinar y exigir tributos, manifestado 

ACTO ADMINISTRATIVO

Elementos

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Debe entenderse por “causa” del acto administrativo a los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho 
que llevan a su dictado o celebración; por “motivación”, la exposición de las razones que indujeron a la Admi-
nistración a su emisión; que el “objeto” expresa lo que se desea obtener a través del mismo y en cuanto a la 
“finalidad”, que indica el por qué se desea obtener determinado objeto, lo que siempre debe estar de acuerdo 
con el “interés público”, toda vez que “la actuación permanente de la Administración Pública para satisfacer 
dicho interés constituye un “principio” fundamental, que en el Estado de Derecho se impone como ineludible 
resultado de la sumisión de la Administración al orden jurídico” (Marienhoff, Miguel, “Tratado de Derecho 
Administrativo”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, Tomo 2, pág. 348). 
 

a.1) Motivación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
Cuando en el acto se invocan normas legales que le sirven de causa, la cita de estas constituye motivación 
suficiente, máxime si ellas con suficientemente comprensivas y alcanzan para apreciar con razonable suficien-
cia los motivos del acto; esta posibilidad se ha aceptado aun cuando en el acto solo se efectúe una remisión a 
piezas precedentes donde se invocan las citadas normas.
No puede plantearse la falta de motivación del acto cuando de la resolución surja la explicación de la causa que 
motiva su dictado, es decir, la descripción de los hechos que dan origen al ajuste fiscal, la conducta que se le 
imputa al contribuyente y la normativa aplicable al caso según el criterio del juzgador. El acto puede afirmarse 
que se encuentra fundado en las circunstancias de hecho y de derecho que el juez administrativo invoca y sólo 
la ausencia de este requisito del acto administrativo ameritaría su nulidad cuando el derecho de defensa en juicio 
se encontrare fatalmente afectado; pero no así, cuando tal elemento está presente a pesar de su discutible correc-
ción (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05). 

a.2) Finalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El vicio en el elemento finalidad, no puede darse en tanto no atienda el acto a un interés personal del decisorio 
un fin persecutorio que lo convierta en arbitrario o irrazonable (con cita de TFN, Sala B,  “O’REILLY JUAN 
FELIPE” Expte. Nº 22.345-I, sentencia del 03-08-05).

b) Vicios

b.1) Subsanación

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012
El requisito de dictamen proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico previsto por el art. 
7° de la Ley 19549, omitido antes de dictarse una resolución, debe tenerse por cumplido si al interponer la parte 
el recurso jerárquico contra dicha resolución reiteró que se subsanara dicha omisión y obtuvo satisfacción con 
el dictamen legal de la repartición pertinente (con cita de C.S.J.N., 25/10/1979, “Duperial, S. A. c. Gobierno 
nacional -Ministerio de Trabajo de la Nación”, ED 85-627).

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO 

a) Control de convencionalidad. Control de constitucionalidad. Presunción de validez de los 
actos estatales

Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/Ejército Argentino s/daños y perjuicios, C.S.J.N., sentencia del 27/11/12, 
AR/JUR/62133/2012. 
(Sumarios publicados en Carta de Noticias, junio, págs. 11/12)

- El poder judicial debe ejercer una suerte de control de convencionalidad ex officio entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo 
modo puede ejercer similar control de oficio respecto de la supremacía de la Constitución Nacional frente a 
normas locales de menor rango.
- La declaración de inconstitucionalidad de oficio no se opone a la presunción de validez de los actos adminis-
trativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando se contraría una norma de jerar-
quía superior, lo que ocurre cuando las leyes se oponen a la Constitución.

Comentario: Evolución del control de constitucionalidad de oficio en la CSJN 

Por Andrea Fabiana RUEDA

Como abogados, podemos estar a favor o en contra del control de constitucionalidad de oficio, pero la 
Corte ha ido abandonando la anterior jurisprudencia del caso "Ganadera ‘Los Lagos’ c/ Nación Argentina" 
(Fallos: 190:142) o “Juzgado de Instrucción Militar Nº 50 de Rosario s/ Inhibitoria en Sumario Nº 6/84” 
(Fallos: 306:303) donde se sostenía que la declaración de inconstitucionalidad de una norma sólo es posi-
ble a pedido de parte interesada ya que, de otra manera, se alteraría el principio de equilibrio de poderes en 
favor del Poder Judicial, se atentaría contra la presunción de legitimidad de los actos y normas estatales, y 
se afectaría el derecho de defensa en juicio.
 
Sin embargo, desde hace algunos años, como una evolución del tema, podemos citar los siguientes prece-
dentes:
  
El Tribunal ha admitido el control de constitucionalidad de oficio cuando están en juego normas que 
consagran excesos respecto de los límites puestos por la Constitución Nacional a sus propias atribuciones 
(Fallos: 143:191; 185:140; 238:288)

Otros ejemplos de una similar actuación son aquellos referentes al decreto 2071/91 (Fallos: 314:948); al 
art. 5° de la ley 24.480 (Fallos: 318:1772); al art. 1°, inc. a, de la ley 24.631 (Fallos: 319:24); a los arts. 2°, 

Por Miriam Bac de Dompé
Directora de Asuntos Patrimoniales

Introducción 

Surge con claridad que al hablar de prerrogativas exorbitantes nos encontramos en el campo del 
Derecho Administrativo, como integrante del Derecho Público, y que se trata de las “prerrogati-
vas” con que cuenta el Estado en su búsqueda del bien común.

En efecto, el Derecho Administrativo es un derecho de excepción con relación al Derecho 
Común, porque persigue la satisfacción del interés público.

Porque justamente esas prerrogativas exorbitantes existen para que el Estado pueda satisfacer el 
fin público al que está destinado su accionar.

No creo en absoluto que dichas prerrogativas estén en extinción, ni que colisionen con los dere-
chos individuales de los particulares, ni con los preceptos básicos del Derecho Privado, como 
suele sostener alguna doctrina nacional y extranjera.

Estimo en cambio, que deben existir mientras existe el Estado y toda la actividad estatal en su 
inmensa gama de campos, funciones y competencias, para facultarlo a su desempeño efectivo 
cuya última finalidad es la utilidad pública, del pueblo, de la sociedad, de todos los seres huma-
nos que viven en comunidad.

Sin esa excepcionalidad, no podría el Sujeto Estatal (Nación, Provincias, Municipios, Entidades 
con participación estatal mayoritaria, etc.), siempre dentro del campo de la legalidad y su estricto 
cumplimiento, desempeñar el rol para el que ha sido creado.

Es por todo esto que, siguiendo a Cassagne, puede sostenerse que todo el Derecho Administrati-
vo se caracteriza por significar un régimen jurídico exorbitante, el cual se constituye como el 
modelo de su sistema propio y específico.

Las prerrogrativas de la administración pública 
  
Son institutos propios, en beneficio de la Administración Pública, siendo las principales:

- La presunción de legitimidad de sus actos: Mediante ella la actuación de la Administración 
Pública se presume realizada conforme a derecho y encuentra su fundamento en la propia presun-
ción de validez que emerge de todos los actos estatales.

- El principio de ejecutoriedad: Es el privilegio mediante el cual el Estado puede ejecutar por sí 
mismo sus propias decisiones, aún sin intervención judicial.

- El principio de la actuación coactiva: En virtud del mismo la Administración puede actuar coac-
tivamente sobre los derechos de los administrados y encuentra su fundamento en la primacía del 
bien común sobre el bien privado.

- El régimen privilegiado de sus bienes: Este privilegio se trata ya sean los bienes del dominio 
público o privado. Resulta más notorio en los bienes integrantes de la dominicalidad, que gozan 
de inmunidad, siendo inalienables, imprescriptibles, están fuera del comercio, no son objeto de 
registraciones, y en los que la Administración en virtud del principio de la “autotutela” ejerce su 
protección mediante la figura de la desocupación administrativa, con exclusión de la justicia.

- El régimen procesal privilegiado: Cuando el Estado es demandado en juicio posee: reclamación 
administrativa previa; abreviación de los plazos de caducidad; mayor plazo para sí mismo en el 
cumplimiento de algunas cargas procesales; incomparecencia personal de funcionarios; etc.

- El régimen contractual privilegiado: “Ius variandi”; rescisión unilateral; prórroga automática; 
dirección y control durante la ejecución del contrato; la aplicación de sanciones.

Las cláusulas exorbitantes 

Son una especie del régimen jurídico exorbitante. En materia contractual puede decirse que 
dichas cláusulas son las que posee el Estado en el momento de contratar con un particular, por su 
sola calidad de Sujeto Estatal y las posee a efectos de cumplimentar la función de la utilidad 
pública o bien común.

El particular que contrata con el Estado debe reconocer la existencia de dichas cláusulas exorbi-
tantes y entender que en cierta manera se encuentra frente a la firma de un contrato de adhesión.
Si no se parte de esta tesitura resulta muy difícil para el cocontratante resignar  las cláusulas del 
derecho común en pos de las prerrogativas de la Administración.

Las cláusulas exorbitantes y la locación administrativa CABA 
 
La contratación directa de una locación administrativa en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
se rige por las disposiciones de la Ley Nº 2095 -Ley de Compras y Contrataciones de la Ciudad 
– y su reglamentario Decreto Nº 33/2011.

Con relación a las cláusulas exorbitantes de dicho contrato puede sostenerse que algunas se 
encuentran legisladas en el Decreto Nº 33/2011 en forma expresa; y otras, rigen desde época 
inmemorial en el ámbito del ex Municipio, hoy Ciudad Autónoma.

Realizaré el análisis de ambas por separado:

1) Legisladas en el Decreto Nº 33/2011

- Opción de Prórroga a favor de la Administración: inciso 8) apartados g) y l).

Se trata de la potestad de la Administración de realizar la “renovación automática” del contrato 

por la simple continuidad de la ocupación, la que significa el uso del derecho de optar por la 
prórroga del mismo.

- Rescisión Unilateral de contrato: inciso 8) apartado m).

Se trata de la facultad de la Administración de rescindir el contrato en forma unilateral y en cual-
quier momento sin que la misma genere derecho a indemnización alguna. 

La norma citada establece que la voluntad  de rescindir por parte de la Administración debe comu-
nicarse fehacientemente al Locador con una anticipación mínima de treinta (30) días corridos.

- Depósito de Garantía: inciso 8) apartado p)

Se trata esta prerrogativa exorbitante de la eximición a la Administración de la obligación de 
efectuar depósito de garantía alguno en la contratación.

2) No legislados en forma expresa 
  
Haciendo remisión a los conceptos referidos en “Introducción”, esto es, que el régimen jurídico 
exorbitante se encuentra en el campo del Derecho Administrativo como integrante del Derecho 
Público y que se trata de un Derecho de excepción con relación al Derecho Común, atento que su 
finalidad esencial es la satisfacción del interés público en la búsqueda del bien común, debo 
enunciar las prerrogativas que emanan de este régimen que he descripto.

- Comisión: Se trata de la exención del pago de la correspondiente Comisión en las contratacio-
nes en que haya tenido intervención un agente inmobiliario o un tercero intermediario.

- Seguros: Se trata del privilegio que posee la Administración que le permite no constituir seguro 
alguno con relación al inmueble objeto de la locación.

- Escuelas: Se trata de la cláusula exorbitante que se aplica en las locaciones administrativas de 
inmuebles destinados a escuelas, de establecer la abstención del Locador de peticionar el lanza-
miento del inmueble locado antes de la finalización del ciclo lectivo. 

Conclusión

Las prerrogativas exorbitantes o régimen jurídico exorbitante deben existir porque existe el 
Estado y para que éste pueda cumplir acabadamente con la satisfacción del Bien Común al que 
está destinado, y que justifica su existencia, dotándolo de estos beneficios para hacer más eficien-
te su accionar en pos del logro del mismo para la Comunidad toda.

d.1) Legalidad

DICTAMEN N° IF-2013-2981513-PG  11 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 87566-2001

De conformidad con lo señalado por la doctrina "Decir que no debe existir tributo sin ley, significa que sólo la 
ley puede establecer las obligaciones tributarias y, por lo tanto, sólo la ley debe definir cuáles son los supuestos 
y los elementos de la relación tributaria. Y al decir elementos y supuestos quiero significar que es la ley la que 
debe definir los hechos imponibles y la esfera subjetiva, o sea cuáles son los sujetos pasivos de la obligación que 
va a nacer. Debe ser la ley la que debe establecer el objeto y la cantidad de la prestación...es también la ley la que 
debe definir ese monto"(conf. Dino Jarach, "Temas de Derecho Tributario" Comisión de Estudios de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la UBA, 1968, pág. 10).
En relación con el principio de legalidad en materia tributaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha soste-
nido que "confirmando una tradicional línea de jurisprudencia esta Corte resolvió -frente a un caso que guarda 
cierta similitud con el presente (E.35.XXIV. "Eves Argentina S.A. s/ recurso de apelación- IVA", sentencia del 
14 de octubre de 1993) que era ajustada a derecho la sentencia apelada que había declarado inconstitucional el 
decreto allí impugnado, en cuanto éste importaba extender un impuesto a un supuesto distinto del contemplado 
por el legislador. Consideró, a mayor abundamiento, que cualquier extensión analógica, aun por vía reglamenta-
ria, de los supuestos taxativamente previstos en la ley se exhibía en pugna con el principio constitucional de lega-
lidad del tributo y que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal 
encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder 
del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la 
Constitución Nacional (considerandos 9º y 10, con cita de Fallos: 312:912 - y sus referencias- y 248:482; en la 
misma línea se ubican los pronunciamientos de Fallos: 303:245 y 305:134, entre muchos otros relativos al princi-
pio de legalidad en materia tributaria" (Video Club Dreams c. Instituto Nacional de Cinematografía s/ amparo; 
CS, 1995/06/069). 

e) Impuestos sobre los Ingresos Brutos

e.1) Tratamiento tarifario previsto para la “Construcción” y para el negocio inmobiliario

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no cabe otorgar a quienes desarrollan una actividad real de 
explotación inmobiliaria el tratamiento que el Código Fiscal contempla para los “constructores”. Resulta perti-
nente mencionar el fallo recaído en autos “Solares de Conesa SA c/GCBA s/Impugnación de acto administrativo 
s/recurso de inconstitucionalidad concedido” (Tribunal Superior de Justicia Ciudad de Buenos Aires, 
13/02/2008), donde se entendió que hay contribuyentes que “…aunque se adjudiquen la calidad de ‘constructo-
res’, despliegan puramente el negocio inmobiliario, lo que adquiere nitidez en el caso de Solares de Conesa S.A. 
en cuanto se observa, por ejemplo, que no posee bienes de uso que le permitan desarrollar por sí  actividad cons-
tructiva de que se trata” y que “…es necesario que en algún momento se haya desarrollado un previo proceso 
constructivo, pero cuando el mismo ha sido encomendado a terceros —con carácter de responsables de la cons-
trucción y por ende alcanzados por el beneficio—, resulta manifiesto que se esté en presencia más propiamente 
de un negocio comercial inmobiliario”.

e.2) Reembolso de gastos

DICTAMEN N° IF-2013-3063202-DGATYRF  15 de julio de 2013
Referencia: EX  818162/2012

Las sumas obtenidas, bajo el concepto de “expensas”, por una empresa dedicada al alquiler de espacios para la 
explotación de negocios en un inmueble de su propiedad, representan la retribución obtenida por la firma, que 
ésta ha determinado en función de aquellos gastos inherentes a la actividad que le es propia, pues el recupero de 
gastos que aquella impone a los puesteros debe ser entendido como un acrecentamiento del valor de la contrata-
ción y, por ende, un ingreso gravado por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos (Tribunal Fiscal de Apelación de 
Buenos Aires, sala II, “Procosud S.A.”, 22/05/2012).

DICTAMEN JURÍDICO

a) Alcance

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

La Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se expide en cada caso puntual, emitiendo 
opinión legal en base al estudio de los elementos que obran agregados a los actuados en que se le formula la perti-
nente consulta.

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

El control de legalidad que ejerce la Procuración del Tesoro importa que sus pronunciamientos deben ceñirse a 
los aspectos jurídicos de la contratación, sin abrir juicio sobre sus contenidos técnicos y económicos, ni sobre 
cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia involucrados en los acuerdos, por ser ajenos a su competencia 
(Dictámenes 213:105, 115 y 367: 214:46; 216:167; 224:55), criterio éste aplicable a la Procuración General de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El dictamen legal de la Procuración del Tesoro −e igualmente el de la Procuración General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires− no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la equidad, 
mérito o conveniencia, por ser ajenos a su competencia (Dictámenes 206:218, y 267;210:211; 213:105).
La Procuración del Tesoro −e igualmente la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires− no 
se encuentra facultada, ni por competencia ni por conocimiento, para hacer apreciaciones de orden económico o 
técnico ni para pronunciarse sobre aspectos fácticos cuya constatación no le es dable efectuar (Dictámenes 
206:364; 207:578).

b) Informes Técnicos

b.1.) Valor Probatorio

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

DICTAMEN N° IF-2013-2980010-DGANST  11 de julio de 2013
Referencia: EX 5461-1999

Los informes técnicos merecen plena fe siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables y no 
adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. La ponderación 
de cuestiones técnicas que no hacen al asesoramiento estrictamente jurídico debe realizarse de conformidad a los 
informes de los especialistas en la materia, sin que este Organismo entre a considerar los aspectos técnicos de las 

cuestiones planteadas, por ser ello materia ajena a su competencia estrictamente jurídica (ver Dictámenes N° 
169:199; 200:116 de la Procuración del Tesoro de la Nación).

c) Innecesariedad del dictamen jurídico previo

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

El dictamen jurídico previo previsto en el art. 7, inc. D) del decreto Nª 1510/GCBA/1997 no resulta necesario en 
materia de procedimiento ante la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos por aplicación de tributos, 
toda vez que aquel decreto es de aplicación supletoria en todo aquello que no surja específicamente reglado en 
materia de procedimiento de determinación de oficio e impugnación previsto en el Código Fiscal aplicable con 
criterio prioritario de especialidad.

d) Organismo competente para la emisión de dictamen jurídico

DICTAMEN N° IF-2013-2932610-DGATYRF  8 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 1601851-2012

De los arts. 7 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del 
art. 107 inc. 23 del Código Fiscal del año 1999 (ley 150), vigente al momento de dictarse la resolución impugna-
da, puede concluirse que antes de la emisión de un acto administrativo que pudiera afectar derechos subjetivos o 
intereses legítimos, debe ineludiblemente producirse un dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico, y si ese acto posee contenido tributario, en principio el dictamen previo debe realizarlo 
la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliaria a través de sus organismos técnicos, salvo 
cuando deba resolverse un recurso jerárquico contra un acto administrativo tributario, en cuyo caso el recurso 
tramitará en la Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario pero el dictamen jurídico será 
elaborado por la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires (TSJ, 10-08-2011, “Volkswagen Argentina 
S.A. c. G.C.B.A.- Dirección General de Rentas (resolución 387-D.G.R.-2000) s/recurso de apelación judicial c/ 
decisiones de D.G.R”)

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.

DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

Sanciones

DICTAMEN N° IF-2013-2885661-DGATYRF  5 de julio de 2013
Referencia: EX 308229-2012

La graduación de las sanciones administrativas corresponde en principio al ejercicio discrecional de la competen-

cia específica de las actividades de la autoridad de aplicación y sólo es revisable judicialmente en casos de ilegiti-
midad o arbitrariedad manifiesta (con cita de Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal, Sala III, “Serra, Jorge Enrique y otro c/ Resolución 31544/08 – Superintendencia de Seguros”, 
25/02/2008).

DOMINIO PÚBLICO

Afectación

a.1.) Bienes adquiridos por legados con cargo. Aceptación por la Legislatura

DICTAMEN N° IF-2013-2855529-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX  967544-2012

En aquellos casos en los que se han efectuado legados con cargo a favor del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Legislatura local resulta competente para efectuar la aceptación mediante el dictado de la pertinente ley.

b) Ocupación ilegítima. Desocupación administrativa

DICTAMEN N° IF-2013-2860918-PGAAPYF  4 de julio de 2013
Referencia: EX 1603285-2010

Vencido el plazo de permiso oportunamente otorgado, se configura, desde el punto de vista legal, la ocupación 
ilegítima del dominio público de la Ciudad de Buenos Aires, razón por la cual no hay óbice alguno para proceder 
a la recuperación del bien de que se trata por parte de la Administración, sin perjuicio de las restantes acciones 
que resulten pertinentes.
Resulta procedente la vía de la desocupación administrativa para recuperar el inmueble, en virtud de lo dispuesto 
por la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el art. 104, como así también por la autotutela que posee la 
Administración.

EMPLEO PÚBLICO

a) Agente estatal

a.1) Obligaciones. Incumplimiento. Sanción

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  726469/2012

Entre las obligaciones que la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la CABA 
contempla, se encuentra la de prestar personal y eficientemente el servicio en las condiciones de tiempo, forma, 
lugar y modalidad determinados por la autoridad competente, sea en forma individual o integrando los equipos 
que se constituyan conforme a las necesidades del servicio encuadrando su cumplimiento en principios de 
eficiencia, eficacia y productividad laboral. Su incumplimiento puede dar lugar a la sanción de suspensión.

a.2) Sanción directa

DICTAMEN N° IF-2013-2755669-DGEMPP 1 de julio de 2013

Referencia: EX  726469/2012

El art. 47 del Anexo I del Decreto 184-GCBA-2010 que reglamenta el Capítulo XII “Del Régimen disciplinario” 
de la Ley 471 establece, en lo que al procedimiento administrativo relacionado con la sanción directa sin sumario 
previo concierne, que “con el informe, la autoridad facultada para imponer la sanción identificará las normas 
infringidas y dará vista al agente involucrado para que en el término de tres (3) días formule su descargo. Final-
mente dispondrá la sanción y, previo a notificar al agente, la comunicará a la instancia superior la que podrá 
aumentar, disminuir o modificar la sanción a aplicar, dentro del plazo de tres (3) días. Transcurrido dicho plazo 
sin que la instancia superior se expida se procederá a notificar al agente la sanción impuesta”.

b) Docentes

a.1) Licencias

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

El inciso “j” del artículo 70 de la Ordenanza Nº 40.593 (Estatuto Docente) establece que para acceder a las licen-
cias allí contempladas se debe acreditar la condición de titular del cargo de que se trata.

a.2) Clasificación docente

a.2.1.) Titulares. Confirmación

DICTAMEN N° IF-2013-2758320-DGEMPP 1 de julio de 2013
Referencia: EX  1289849/2012

La “titularización” dispuesta por las cláusulas transitorias de la Ley Nº 4109 no se concede en forma automática 
sino que está subordinada al cumplimiento de los requisitos normativos establecidos y, asimismo, al dictado del 
acto administrativo de confirmación que reconoce tal carácter.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

a) Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

a.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2880775-DGRECO  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1938660-2011

DICTAMEN N° IF-2013-2889134-PG  5 de julio de 2013
Referencia: EX 1000721-2013

DICTAMEN N° IF-2013-2942586-PG  10 de julio de 2013
Referencia: EX 2202989-2013

Excede el marco de las competencias asignadas a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires expedirse sobre las cuestiones referidas a guarismos, las de índole técnica y las de oportunidad, mérito y 
conveniencia.

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Es competente la Procuración General de la CABA para ejercer el control de legalidad de los actos dictados por 
Subterráneos de Buenos Aires S.E., toda vez que se afectan derechos e intereses de la Ciudad y derechos e intere-
ses vinculados en forma directa con el correcto ejercicio del servicio de transporte de subtes.

b) Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

b.1) Competencia

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Conforme lo establece el artículo 77 de la Ley N° 114, compete al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes la fiscalización de los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así como a 
las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del Consejo de 
Niñas, Niños y Adolescentes, controlando el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con 
la observancia de dicha ley.

b.2) Responsabilidad de los funcionarios

DICTAMEN N° IF-2013-2874933-DGAINST  5 de julio de 2013
Referencia: EX 2632001-2012

Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera eventualmente atribuirse a sus directivos, funcio-
narios e integrantes, son aplicables a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamentales, así 
como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales del 
Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes, en caso de inobservancia de la ley 114 o cuando incurran en amenaza 
o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes, medidas que van desde una advertencia hasta la cancela-
ción de la inscripción en el registro respectivo, por imperio de lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 114.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

a) Principios

a.1) Debido Proceso Adjetivo

DICTAMEN N° IF-2013-3029100-PGAAPYF 12 de julio de 2013
Referencia: EX  1722065/2012

Uno de los principios rectores que debe primar al momento de la tramitación de los expedientes administrativos 
es el “Debido Proceso Adjetivo”, el cual resulta de la Garantía Constitucional del derecho de Defensa, emanada 
del Artículo 13° de la Constitución de esta Ciudad, la cual fuera receptada en el Artículo 22° inciso f), de la Ley 
de Procedimientos Administrativos.
El principio del Debido Proceso Adjetivo “tiende no solo a la defensa del interés privado del particular, sino que 
obra también como garantía de interés público, puesto que con el procedimiento se persigue la satisfacción de 
este último” (Hutchinson, Tomás, "Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires. Comentario 
exegético del decreto 1510/97. Jurisprudencia aplicable", Astrea, Buenos Aires, 2003, pág. 188).

b) Notificaciones

DICTAMEN N° IF-2013-2715543-PG  28 de junio de 2013
Referencia: EX  490772/2013

Las notificaciones efectuadas en el marco de una licitación pública deben realizarse  de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos de la CABA –D.N.U. Nº 1510-GCBA-97-, aprobado por 
Resolución Nº 41/LCABA/98 sin perjuicio de lo cual, y de conformidad con lo estipulado en el Decreto Nº 
132/GCBA/2011, el correo electrónico institucional se continuará utilizando como medio de comunicación 
rápido y eficaz entre el personal del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

DICTAMEN N° IF-2013-3024535-DGRECO  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2188220/2012

No existe responsabilidad alguna del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto del desmonte 
del terraplén ubicado entre las calles Coronel Marcelo Freire, Av. Del Libertador y las vías de los ramales Retiro 
– José L. Suárez y Mitre de la Ex Línea Mitre (Plaza Shoá), toda vez que, por un lado, la Empresa PANTER 
S.R.L. no tiene vinculación con esta Administración y, por otra parte, se intimó a TBA (Trenes de Buenos Aires) 
S.A. y sus órganos de control, para que ejecuten los trabajos necesarios para garantizar la seguridad pública, no 
habiendo recibido respuesta alguna al respecto. 

DICTAMEN N° IF-2013-3007733-DGEMPP  12 de julio de 2013
Referencia: EX  2650966/2012

Los daños y perjuicios ocasionados al administrado por el excesivo crecimiento de las raíces de un árbol emplazado 
frente a su inmueble resultan verosímiles para responsabilizar al GCBA, en virtud del art. 1113 del Código Civil.

SERVICIO PÚBLICO

Trasporte

SUBTE

DICTAMEN N° IF-2013-3090381-PG  16 de julio de 2013
Referencia: Expte. N° 73-00043759-2013

Resulta obligatorio el dictamen legal de la Procuración General de la CABA para la autorización de Subterráneos 
de Buenos Aires S.E., respecto de la compra de los repuestos de los insumos e infraestructura por parte de la 
firma Metrovías S.A., pues aquel acto de autorización es susceptible de afectar los derechos e intereses de la 
Ciudad, derechos e intereses vinculados con el patrimonio de la Ciudad, y concretamente con el correcto y 
adecuado desarrollo del servicio de trasporte de subte de que se trata.
El acto celebrado por Subterráneos de Buenos Aires S.E. que autoriza la compra de repuestos e infraestructura, 
es una actividad propia y especial del derecho administrativo, directamente vinculada con el adecuado servicio 
de transporte que tiene bajo su cargo controlar y administrar (Expediente N° 1474679/2012).    
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Ética y corrupción en la Función Pública (1)

Por María Julieta Menú

Corromper, etimológicamente equivale a descomponer, echar a perder algo o alguien. Cuando 
algo se descompone, pierde integridad y entidad, cuando un cuerpo se corrompe -irreversible-
mente- los elementos que lo componen a su estado químico originario a través de la putrefacción 
(del latín putre-facere) es decir, se pudre y deja de ser un ser viviente para convertirse en un 
"cadáver".

El interés se centra en la corrupción enquistada en los poderes públicos, aunque cualquier decisor 
(autoridad política, moral, religiosa, deportiva, ect.), ya sea sujeto activo o pasivo de un acto de 
corrupción. Es decir hacer o dejar de hacer algo a cambio de una ventaja, obtenida a costa de su 
investidura o responsabilidad en un grupo determinado.

Para precisar dicho concepto, es necesario que participe siempre alguien que esté investido de 
poder público, ya se trate de un órgano o empleado público de cualquier jerarquía con capacidad 
para decidir.

Esa conducta puede o no perjudicar a la comunidad, hay quienes sostienen que la corrupción 
supone detrimento del bienestar general pero lo enturbia.

Cuando los índices de corrupción en una sociedad se propagan considerablemente a todos los 
estratos sociales y se vive en un clima de desigualdad ante la ley y de estafa generalizada estamos 
al borde de la crisis del Estado de Derecho.

Es dable en este sentido ensayar una clasificación de la corrupción pudiendo dividirlas en dos 
categorías diferentes, el acto corrupto, secreto y aislado que no afecta al cuerpo político y la 
corrupción sistemática que inunda todo el cuerpo político, incluyendo, partiendo o terminando el 
centro del poder público.

Este último tipo de categoría de corrupción entorpece todo el esfuerzo de establecer un estado 
honesto y de derecho e impide cualquier esfuerzo individual para corregirlo.

La lucha contra la corrupción se ha cimentado desde la década de 1990 y, por tal motivo se ha 
impulsado en todo el mundo el diseño y promoción de diversas políticas y estándares comunes 
en materia de transparencia, controles y rendición de cuentas de los poderes del Estado.

En nuestro país tenemos abundantes leyes y órganos de control que obligan a la fiscalización de 
la Administración Pública y reglan la responsabilidad de los funcionarios públicos y los derechos 

de los ciudadanos para informarse, v.gr. Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Si bien el funcionario público sabe cuáles son sus derechos, obligaciones y prohibiciones, tanto 
en el campo ético como jurídico, el problema principal estriba en que los órganos de control no 
siempre realizan la observación y vigilancia que les compete y es por ello que la aplicación de las 
normas resulta ineficaz.

Sobre estos temas Francisco Tomás y Valiente (2) decía: "que el más grave efecto de la corrup-
ción, entendida como simbiosis perversa entre ilícitos benéficos privados y ejercicio del poder 
público consiste en que si es tolerada de modo duradero produce descomposición del sistema, 
porque desencadena un proceso de entropía que puede acabar, no con la existencia del Estado 
pero sí con la del Estado democrático, etapa final que se alcanza cuando ni los políticos elegidos 
ni los ciudadanos electores creen ya en la democracia".

El sistema político democrático tiene como asiento la legitimidad que se nutre cuando el gobier-
no trata de solucionar los grandes problemas de la Nación trabajando con honestidad y objetivi-
dad en el ejercicio de la función pública, la carencia de la misma se manifiesta en la corrupción 
de los funcionarios y debería ser una actividad permanente combatirla.

Conclusión

 La educación como deber del Estado necesariamente conlleva a que ingresen a la función públi-
ca ciudadanos conscientes de ser instrumentos eficaces para la sociedad, aunque no tenga estímu-
los y estén sujetos a represalias. La lealtad para con las instituciones y las normas vigentes deben 
primar en el desempeño del cargo público y privado, ello implica el uso honesto de los recursos 
públicos sin el abuso del poder con fines corruptos como el nepotismo o para conseguir ventajas 
personales, implica también no permitir el conflicto de intereses entre lo público y lo privado. La 
tarea es cumplir como servidos público la ética, mereciendo la recompensa de la sociedad, no de 
los particulares. 

(1) Extracto del ensayo homónimo publicado en Administración & Derecho, Revista de Doctrina y Jurisprudencia, Agosto 2012 / N 3, 1a. ed., 
Ciudad Autónoma de la Buenos Aires, BRZ Group. Carta de Noticias cuenta con la debida autorización de la autora para su publicación en la 
revista de la Procuración General CABA.
 
(2) Francisco Tomás y Valiente (1932-1996). Jurista, historiados y escritor español asesinado en 1996 por ETA, recibiendo a título póstumo la 
Orden de Mérito Constitucional.
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revista de la Procuración General CABA.
 
(2) Francisco Tomás y Valiente (1932-1996). Jurista, historiados y escritor español asesinado en 1996 por ETA, recibiendo a título póstumo la 
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Columna del Procurador General:
Dr. Julio M. Conte-Grand

DE REGRESO A UN COMIENZO DESCONOCIDO
 
Recibo la noticia del fallecimiento de Ricardo Busso y tengo la sensación que inmortalizó T.S. Eliot:

"Nunca dejamos de explorar y al final de esa exploración descubriremos que hemos llegado a donde 
comenzamos y ese lugar lo conoceremos por primera vez".

La vida es ese camino, una sucesión de llegadas a un final que es un principio que jamás conocimos, 
hasta que llegamos al fin último, que es un inicio eterno como el que fuera nuestro inicio, pero que 
no hemos conocido en plenitud hasta entonces.

Cuando en enero de 2012, después de más de veinte años, ingresé nuevamente al edificio de 
Uruguay 440, pensé mucho y recordé más. 

Me representé en 1984, colmado de excitación por mi nuevo trabajo, esta vez como abogado de la 
Procuración General de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 

Excitación, entusiasmo y orgullo, con un sentimiento de profunda responsabilidad hacia quien había 
confiado en alguien que, como era mi caso, hacía sólo instantes había concluido el camino universi-
tario y en ese final se encontraba con un inicio desconocido, el del ejercicio profesional.

Es imposible no vincular aquella posibilidad que me brindara (y como a mí a otros) quien entonces 
era “el Dr. Busso”, con todo lo que profesional y humanamente sucedió después. Dios escribe la 
historia personal y la de la humanidad toda con trazos gruesos y cada uno de nosotros define los 
perfiles precisos ejerciendo el don de la libertad, que, correctamente entendida, es la autodetermina-
ción hacia el bien. Errores y aciertos forjan el camino, ayudados por la generosidad de quienes nos 
acompañan en el tránsito. 

Aquella posibilidad fue crucial en ambas dimensiones, la profesional y la humana. Sin esa puerta 
abierta nada hubiese sido igual. Es por eso que le debo tanto.    

Sentado ahora en un ámbito que fue el suyo, con su recuerdo presente, detengo un instante el 
torbellino del trabajo diario y me apresto a escuchar, en boca de su propio autor, Jorge Luis Borges, 
esa maravilla calificada como poema que es “Límites”(1). 

Rescato aquí algunos párrafos. Escribió y dijo Borges: 

“De estas calles que ahondan el poniente,
una habrá (no sé cuál) que he recorrido
ya por última vez, indiferente
y sin adivinarlo, sometido
a quién prefija omnipotentes normas y una secreta y rígida medida
a las sombras, los sueños y las formas
que destejen y tejen esta vida.
Si para todo hay término y hay tasa
y última vez y nunca más y olvido

¿quién nos dirá de quién, en esta casa,
sin saberlo, nos hemos despedido?”
Tras el cristal ya gris la noche cesa
y del alto de libros que una trunca
sombra dilata por la vaga mesa,
alguno habrá que no leeremos nunca.
( …)
Para siempre cerraste alguna puerta 
y hay un espejo que te aguarda en vano;
(…)
Hay, entre todas tus memorias, una
que se ha perdido irreparablemente; 
no te verán bajar a aquella fuente
ni el blanco sol ni la amarilla luna.
(…) ”

Es verdad, nunca sabemos de quién nos despedimos cada día. Prefiero, no obstante, una visión más 
esperanzadora y admitir que toda despedida no es más que el preludio de un reencuentro, en algún 
lugar y en algún tiempo. 
  
Así entonces, en camino hacia el fin que es el principio que nunca conocimos, sentado en el lugar 
que fuera el suyo, sólo puedo escribir lo que a él le dije la última vez que no es la última, ¡muchas 
gracias Ricardo y hasta pronto!

  

(1) Versión completa recitada por el propio autor en: http://www.youtube.com/watch?v=gf3chlVK7w0 
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hasta que llegamos al fin último, que es un inicio eterno como el que fuera nuestro inicio, pero que 
no hemos conocido en plenitud hasta entonces.

Cuando en enero de 2012, después de más de veinte años, ingresé nuevamente al edificio de 
Uruguay 440, pensé mucho y recordé más. 

Me representé en 1984, colmado de excitación por mi nuevo trabajo, esta vez como abogado de la 
Procuración General de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 

Excitación, entusiasmo y orgullo, con un sentimiento de profunda responsabilidad hacia quien había 
confiado en alguien que, como era mi caso, hacía sólo instantes había concluido el camino universi-
tario y en ese final se encontraba con un inicio desconocido, el del ejercicio profesional.

Es imposible no vincular aquella posibilidad que me brindara (y como a mí a otros) quien entonces 
era “el Dr. Busso”, con todo lo que profesional y humanamente sucedió después. Dios escribe la 
historia personal y la de la humanidad toda con trazos gruesos y cada uno de nosotros define los 
perfiles precisos ejerciendo el don de la libertad, que, correctamente entendida, es la autodetermina-
ción hacia el bien. Errores y aciertos forjan el camino, ayudados por la generosidad de quienes nos 
acompañan en el tránsito. 

Aquella posibilidad fue crucial en ambas dimensiones, la profesional y la humana. Sin esa puerta 
abierta nada hubiese sido igual. Es por eso que le debo tanto.    

Sentado ahora en un ámbito que fue el suyo, con su recuerdo presente, detengo un instante el 
torbellino del trabajo diario y me apresto a escuchar, en boca de su propio autor, Jorge Luis Borges, 
esa maravilla calificada como poema que es “Límites”(1). 

Rescato aquí algunos párrafos. Escribió y dijo Borges: 

“De estas calles que ahondan el poniente,
una habrá (no sé cuál) que he recorrido
ya por última vez, indiferente
y sin adivinarlo, sometido
a quién prefija omnipotentes normas y una secreta y rígida medida
a las sombras, los sueños y las formas
que destejen y tejen esta vida.
Si para todo hay término y hay tasa
y última vez y nunca más y olvido

¿quién nos dirá de quién, en esta casa,
sin saberlo, nos hemos despedido?”
Tras el cristal ya gris la noche cesa
y del alto de libros que una trunca
sombra dilata por la vaga mesa,
alguno habrá que no leeremos nunca.
( …)
Para siempre cerraste alguna puerta 
y hay un espejo que te aguarda en vano;
(…)
Hay, entre todas tus memorias, una
que se ha perdido irreparablemente; 
no te verán bajar a aquella fuente
ni el blanco sol ni la amarilla luna.
(…) ”

Es verdad, nunca sabemos de quién nos despedimos cada día. Prefiero, no obstante, una visión más 
esperanzadora y admitir que toda despedida no es más que el preludio de un reencuentro, en algún 
lugar y en algún tiempo. 
  
Así entonces, en camino hacia el fin que es el principio que nunca conocimos, sentado en el lugar 
que fuera el suyo, sólo puedo escribir lo que a él le dije la última vez que no es la última, ¡muchas 
gracias Ricardo y hasta pronto!

  

(1) Versión completa recitada por el propio autor en: http://www.youtube.com/watch?v=gf3chlVK7w0 
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